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    A la memoria ilustre del excelentísimo señor don RAFAEL MARIN LAZARO, «Emérito de Acción Católica, Jurisconsulto, Orador, tratadista, Consejero de Seguros, bajo cuyo nombre se convocó el Concurso en que este modesto estudio tuvo el honor de ser premiado, se complace ofrendándolo,


    EL AUTOR

  


  Prólogo


  
    No es cosa fácil prologar obra tan interesante como la redactada por don Ignacio Hernando de Larramendi, y que obtuvo singular reconocimiento de méritos por el Tribunal calificador designado para seleccionar, entre las presentadas, aquélla que por sus merecimientos fuese acreedora al premio en el concurso conmemorativo de don Rafael Marín Lázaro.


    Y al decir esto debemos detenernos, siquiera sea tan sólo unos momentos, en la figura eximia que ha dado origen al concurso convocado.


    Entre los motivos de agradecimiento que tenemos hacia don José Larraz y López, no es el menor precisamente el habernos puesto en contacto y darnos ocasión de conocer y apreciar la figura que ha dado nombre al Premio del Seguro “Marín Lázaro”.


    Desconocido personalmente para nosotros–si bien muy destacado por su representación política y por su técnica en el campo del Derecho–, jamás hubiéramos alcanzado a comprender toda la altura y categoría moral de don Rafael Marín Lázaro de no haber convivido estrechamente con él durante un lustro, al ser nombrado Vocal de la Junta Consultiva de Seguros en representación de los asegurados.


    Han pasado ya años y aun nos causa emoción recordar su figura venerable, dedicada con todo entusiasmo y con el mismo fervor de los años juveniles al amparo de los intereses que le estaban encomendados en aquella Corporación.


    ¡Qué entusiasmo en sus patrióticos afanes!, ¡qué sinceridad en la exposición de sus puntos de vista!, ¡cuán noble desprendimiento en los laboriosos esfuerzos al servicio de elevados ideales sin contrapartida utilitaria alguna y, en resumen, ¡qué apoyo tan extraordinario e inapreciable para la Dirección General de Seguros en la defensa de la misión que le fué confiada!


    El mejor elogio que podemos hacer de tan querido amigo y colaborador es creer que hemos contribuido en algo al enaltecimiento de su memoria, cuando prologamos obras de la categoría técnica y legal como la del Sr. Hernando de Larramendi.


    Comienza el autor con una exposición de la teoría general del riesgo, para situar dentro de éste al denominado “catastrófico”.


    Establece después una serie de motivos o razones fundamentales que justifican la necesidad de la cobertura de los riesgos extraordinarios, desarrollando previamente la evolución de los mismos en el campo internacional, a la vez que se analiza con detalle y se estudia con fundamentos de todo orden la conveniencia de resolver las consecuencias que el “riesgo de catástrofe” trae consigo, para terminar con el desarrollo sistemático que en España han tenido estos graves problemas, hasta llegar a los momentos anteriores al Congreso Internacional de Santander.


    Examinado este trabajo original de uno de los Inspectores más jóvenes del Cuerpo Técnico de Inspección de Seguros y Ahorro, sentimos la satisfacción, no tan sólo de recordar–con el agrado propio de la obra ejecutada–lo que a nuestro juicio representa un jalón importante en la evolución del Seguro privado español, sino también de ver que nuestros puntos de vista, traducidos en disposiciones legales por la confianza de don José Larraz y de don Joaquín Benjumea y, de modo especial, por la de nuestro Jefe del Estado, han dado origen a trabajos doctrinales tan completos como el que en estos momentos comentamos.


    Es lástima, sin embargo, que no hayan podido recogerse, por razones cronológicas, los resultados concretos e importantes obtenidos en la ya citada reunión internacional de Santander.


    Para un observador de formación jurídica profunda y de estudios tan minuciosos como demuestra desenvolver el señor Hernando de Larramendi, hubiera sido interesante la comparación entre el texto definidor del riesgo catastrófico expuesto en mi conferencia sobre “La cobertura del riesgo catastrófico y su posible proyección internacional”, examinado por él en el capítulo I de su obra, y el aprobado por unanimidad en aquel Congreso Internacional, que decía: “Se entiende por riesgo catastrófico el ocasionado por una causa, generalmente extraordinaria, procedente de hechos de la naturaleza ó de conflictos humanos, afectando a las personas y a las cosas, de amplitud y de volumen económicos desacostumbrados en sus efectos inmediatos y mediatos, que no ofrece actualmente carácter de periodicidad previsible y que, por consecuencia, no responde a la reglaridad estadística, dentro de la concepción científica contemporánea.”


    ¿A qué jugosos comentarios no hubiera llegado nuestro Inspector Técnico de Seguros en el examen comparativo de dichas definiciones si éste, por razón de tiempo, hubiese podido ser efectuado?


    Sin embargo, si algún día–dentro de la evolución del Seguro–quiere estudiarse la historia internacional del riesgo catastrófico y la aportación española al mismo, bien podemos afirmar que el libro “El riesgo catastrófico en los seguros personales” ha de ser de consulta indispensable para conocer a fondo la materia.

  


  Joaquín Ruiz y Ruiz.


  Introducción


  
    El sentido de perfección, inherente al hombre, se transmite por éste a las instituciones que crea. La institución del seguro, desde su origen hasta el momento actual, no ha dejado de perfeccionarse, cumpliendo cada vez mejor el papel que dentro de la sociedad individualista en que ha sido creada le corresponde. Esta misión se desdobla en dos direcciones, una que pudiéramos llamar “social” y otra “económica”, si bien las dos se complementan y entrelazan, haciendo muy difícil su diferenciación. La finalidad social la cumple cuando permite al hombre combatir los riesgos económicos que por todas partes amenazan su vida. Y la económica, creando una estabilidad en las relaciones humanas que permite incrementar el crédito y, por lo tanto, el comercio y la industria. En este último papel hay que tener en cuenta que el crédito no sólo se incrementa con el todavía naciente seguro de crédito, sino con el seguro de vida para el crédito personal, el de incendios para el inmobiliario, y otros contra daños, incluyendo transporte, para el mobiliario. La función social se cumple principalmente por los seguros personales, como los de vida, accidentes, enfermedad. Los seguros de responsabilidad, como el de accidentes de trabajo, automóviles, etc., tienen doble función: social para el damnificado y, en parte, para el responsable, y económica, al impedir que un acto con perjuicio de tercero pueda hacer desaparecer, en la reparación de los daños causados, el patrimonio de persona hasta ese momento merecedora de crédito comercial.


    El cumplimiento de estos dos trascendentales fines para la organización económico-social del régimen individualista del mundo civilizado actual, ha hecho al seguro ir modificando sus modalidades, adaptándolas cada vez más a las necesidades del hombre, procurando y, sin duda, consiguiendo una mayor eficacia en su misión.


    Hasta muy recientemente no se ha advertido con claridad la trascendencia del seguro en la sociedad individualista. Ha sido uno de los primeros en destacar la importancia de esta función HALPERIN1, si bien anteriormente también podemos encontrar antecedentes a su estudio en RIEGEL and LOMAN2, MANES3 y SCHOOLING4, y al mismo tiempo, aun cuando en diferente enfoque, tenemos el interesante estudio de FOURASTIE5.


    HALPERIN estudia el seguro como una manifestación del capitalismo, con lo cual, a mi juicio, si bien se acerca mucho a la realidad, no llega a su más exacta conclusión, puesto que el seguro es principalmente una manifestación del individualismo. Lo que mueve al hombre a asegurarse es fundamentalmente la indefensión en que en el actual régimen social se encuentra. En el régimen creado por la civilización cristiana, que tuvo su esplendor en los finales de la Edad Media y principios de la Moderna, y al que la revolución francesa dió su golpe de gracia, el hombre no necesitaba asegurarse porque vivía protegido por las instituciones orgánico-naturales que le amparaban en las vicisitudes de la vida. La historia de nuestra institución nos permite corroborar esto, enseñándonos cómo surgió el seguro; primero, en sus manifestaciones menos sociales y más económicas y en los pueblos que se habían dedicado principalmente a actividades comerciales, desarrollándose posteriormente en todas sus manifestaciones a medida que fué perdiendo la organización social, primero espíritu y después espíritu y forma, y comenzando su verdadera importancia y trascendente función en el siglo del individualismo, el XIX.


    El capitalismo nace del individualismo, y del mismo modo nace el seguro. Ambos son instituciones nacidas del mismo tronco. El primero desarrolla la función económica, el seguro contribuye a facilitar esa función económica y además tiene otra no menos trascendente, que es la de la protección del individuo que anteriormente se realizaba a través de una jerarquía de las clases sociales, de la familia y de la organización gremial. Por ello, el seguro es más inherente al individualismo que el capitalismo, y en tanto éste vemos cómo va siendo sustituido por el socialismo, el seguro continúa progresando y perfeccionándose, adaptándose y hasta haciendo más importante su misión en la nueva sociedad socialista que en muchos países va formándose. Sólo hay una valla dentro del individualismo para el seguro, y es el comunismo, que es su última conclusión y que al hacer perder por completo la libertad al hombre hace inútil toda protección al mismo, que adquiere la misma situación, y por muchos motivos peor, que el antiguo esclavo.


    Dejando a un lado la consideración que podría surgir sobre la superioridad del régimen actual individualista o el orgánico social de la civilización cristiana, y como interesados en esta institución de defensa y protección que es el seguro en la actualidad, debemos procurar que, dentro de sus medios, alcance del modo más completo posible la eficacia en su misión.


    Los adelantos y progresos de la técnica moderna, tan prodigiosos en estos últimos años, crean la posibilidad de nuevos riesgos de extraordinaria magnitud, que unidos a los de análogas proporciones ya existentes, como los llamados de la naturaleza, disminuyen la eficacia del seguro, tal como hasta ahora había venido esta institución desarrollándose.


    Por ello, y por la natural tendencia a que en un principio aludíamos de perfeccionamiento en las instituciones humanas, surgen nuevas modalidades de seguros o amplían su extensión las anteriores. No es posible continuar con la cobertura parcial de riesgos; el seguro debe proteger contra toda posibilidad de daño fortuito económico. Las dificultades que puedan existir para ello deben ser combatidas, y no puede hacerse la negativa de protección en excusas fundadas en la actual organización administrativa o económica aseguradora. La organización debe adaptarse a las necesidades y no a la inversa.


    El perfeccionamiento que hasta ahora ha experimentado la institución aseguradora no debe cesar; sólo de este modo logrará mantener el papel que le corresponde en la organización de la actual sociedad.


    La necesidad aludida de cubrir los riesgos de carácter extraordinario se deja sentir de modo muy importante en los seguros que llamamos personales. En este trabajo hemos querido estudiar la posibilidad de la cobertura utilizando principalmente las enseñanzas de nuestra pasada guerra civil, en la que de modo muy principal se manifestó la necesidad de no desamparar la situación de innumerables asegurados que, en virtud de la oscuridad o falta de la necesaria adecuación de las cláusulas existentes en sus contratos, se encontraban en la posibilidad de no ser protegidos, o no serlo de modo útil, por el seguro.


    Las leyes que con este motivo se dictaron las he estudiado no sólo en cuanto a su eficacia para el caso concreto que resolvieran, sino como valor potencial para resolver situaciones análogas. Igualmente he analizado las disposiciones españolas que con carácter permanente regulaban para lo sucesivo la siniestralidad extraordinaria en los seguros personales, buscando no sólo su valor dispositivo, sino su esencia, para llegar a la teoría del riesgo catastrófico.


    Hubiera querido también, si el tiempo no hubiese sido tan corto, estudiar la solución dada por el Gobierno español en los seguros sobre las cosas; pero la especial complicación del estudio y la apuntada escasez de tiempo me lo impidieron. Sin embargo, basándome en la legislación sobre los seguros personales y en los estudios teóricos desarrollados en España, Suiza y Estados Unidos por el excelentísimo señor Director general de Seguros en España, mi jefe don Joaquín Ruiz y Ruiz, he querido ampliar el contenido de este estudio monográfico a lo que pudiéramos llamar “teoría del riesgo extraordinario”, buscando el origen de su necesidad, sus aparentes dificultades y su importancia en el futuro como medio de estabilidad económica universal, multiplicando la importancia social del seguro, que podría transformarse en el primer medio de solidaridad mundial.


    En los últimos meses ha surgido en el mundo entero del seguro un interés extraordinario por los problemas planteados por el riesgo de catástrofe, a los que, sin duda, no es ajeno el esfuerzo “pionero” de nuestra Patria. Independientemente del Congreso Internacional celebrado en Santander, al que asistieron representantes de diecisiete países y en el que se llegó a interesantísimas conclusiones que marcarán un jalón en el estudio de este riesgo, en El Cabo (África del Sur), y precisamente el mismo día de la apertura del Congreso de Santander, Mr. J. Raymond Brown dió una conferencia en el Instituto de Seguros sobre la cobertura de los riesgos extraordinarios de la naturaleza; se utiliza en Estados Unidos, y al tiempo se perfecciona, el “Catastrophe Plan”, que facilita la tramitación de los siniestros en las catástrofes de Texas City y en el huracán de Florida en septiembre último, de análogo modo a lo establecido en nuestra Patria para acelerar la tramitación de la siniestralidad de Cádiz; se dictan en España nuevas normas de trascendental importancia para regular en el futuro los riesgos catastróficos sobre las cosas (D. L. de 2 de septiembre de 1947); el 24 de septiembre último, y con el utilitarismo emprendedor característico de los norteamericanos, David J. Kadyk, de la firma de Abogados de Chicago “Lord Bysel and Kadyk”, declara en la reunión anual de la “American Bar Association”, en Cleveland, que las catástrofes son un campo magnífico para el seguro directo, no debiendo limitarse su cobertura, como era usual en Norteamérica, en los cauces del reaseguro; y precisamente en los días en que escribo estas páginas desde el “Chartered Insurance Institute” se estudian en el mismo, con carácter privado, “los procedimientos de efectuar el seguro de riesgos catastróficos”.


    Hubiera querido, en cierto modo, haber completado mi monografía con las nuevas aportaciones aludidas y en especial con las conclusiones de la Conferencia Internacional de Santander; pero las dificultades que para ello tendría por encontrarme fuera de España, sin mis elementos habituales de trabajo, me obligan a dejarla para su publicación sin ninguna variante de como fué presentada al tribunal calificador del Premio Marín Lázaro. Sólo he añadido esta introducción, que por diversas circunstancias ha venido retrasándose.

  


  I. H. L.


 Londres, octubre 1947.


  Capítulo I. Riesgo catastrófico



  I. El riesgo en general.


  Es fundamental para el conocimiento y estudio técnico de la institución del seguro la delimitación exacta de la acepción tan corriente y variamente utilizada de "riesgo".


  Para este trabajo nos interesa no solamente determinar con la mayor exactitud este concepto, fuera y dentro del seguro, sino señalar aquellas características necesarias para que merezca el riesgo la condición de asegurable.


  Riesgo, en una acepción generalizada y no referida exclusivamente al seguro, es: la posibilidad de un hecho por cualquier motivo perjudicial a nosotros. El riesgo así considerado se identifica con el peligro.


  Puede decirse que todo es riesgo en la vida, o más aún que la vida es riesgo; desde que el hombre quedó tarado con el pecado original, nada hay en él seguro, todo es incertidumbre, por todas partes puede sufrir un perjuicio y, por lo tanto, está en peligro, sometido a un riesgo.


  Ese riesgo que por doquier acecha al hombre puede ser moral: perder un hijo, no tenerlo; material: morir, enfermar; y económico: disminución de bienes económicos que de algún modo se podrán poseer.


  El seguro protege contra el riesgo económico, pero esto no quiere decir que todo riesgo económico pueda ser objeto de seguro Es económico el riesgo de enemistarse con un amigo que nos proporciona alguna ventaja económica; asimismo es económico el riesgo de todo el que hace una operación comercial, y no lo es menos el de que no estalle una guerra si se tiene interés en que ocurra para beneficiarse económicamente; es también riesgo económico que un adelanto, descubrimiento o innovación haga perder valor a un objeto para cuya producción estén preparadas fábricas especialmente.


  Y es que el seguro no puede proteger todo riesgo económico; solamente una parte. El riesgo económico lo podemos dividir en dos grupos: riesgo de empresa, término amplio en que se comprende más que el del empresario mercantil o industrial y que puede estudiarse en el Derecho mercantil e incluso en el social, y riesgo asegurable. Estos dos términos no están separados por una frontera perfectamente diferenciada, sino que en muchos casos pueden confundirse.


  En el seguro, el riesgo es una "situación" en la que deben concurrir las tres siguientes circunstancias: incertidumbre en la realización de un hecho, al menos en el "cuándo"; realización independiente de la voluntad de otros individuos, y necesidad económica subsiguiente (Garrigues). En la definición de Manes6 del riesgo, "la incertidumbre respecto de un suceso económicamente perjudicial, aun cuando no necesariamente temido", así como en la de Garrigues7, "Posibilidad de que por azar ocurra un hecho que produzca una necesidad pecuniaria", se encuentran expresadas estas tres condiciones.


  Debe hacerse notar que en la práctica del seguro, el vocablo "riesgo" se emplea en variadas acepciones: 1), valor del objeto del seguro; 2), duración de exposición al peligro; 3), grado de eventualidad del acontecimiento; 4), grado de posible gravedad del siniestro Girard8, a los que también hay que añadir, y como quinta acepción práctica, la "del objeto o sujeto asegurado" Las Heras9. Nosotros en el curso de este trabajo, aun procurando buscar la mayor precisión terminológica, también utilizaremos a veces estas acepciones nacidas de la práctica aseguradora.


  Según Manes10, ante el riesgo caben tres actitudes: prevenirlo, por aparatos u otros medios; desplazarlo, por acuerdos, pignoraciones o contratos; repartirlo, en el tiempo e individualmente con la creación de reservas, y en el espacio en comunidad, mediante el seguro. Claro que esta triple distinción es excesiva en relación con el seguro, ya que éste, más que un procedimiento de distribución del riesgo, es un procedimiento de desplazamiento del mismo.


  Es muy interesante, y no podríamos olvidarla, la interesante concepción económica del riesgo formulada por los teóricos del seguro norteamericanos. Lo consideran como una "carga social"11 que pesa sobre la economía privada. Esa carga, si no se asegura, puede producir graves daños a la economía a que afecte; pero si lo está, queda convertida en un auténtico gravamen que de análogo modo a los impuestos y a las primas de los seguros sociales pesa sobre los patrimonios económicos.


  Puede decirse en realidad que lo que es una carga social es el seguro, carga que compensa de la inestabilidad e incertidumbre de la vida humana, que es el riesgo.


  Fijado dentro del seguro el concepto del vocablo "riesgo", fundamental en su terminología, es preciso discriminar otro principio esencial en lo que pudiéramos llamar "filosofía del seguro": el de la asegurabilidad de los riesgos económicos.


  No todos los riesgos de daño económico son asegurables. Así, no lo son:



    a) Aquellos inherentes a la vida de relación del hombre, puramente subjetivos pero que pueden repercutir desfavorablemente en el patrimonio económico. Podría, como ejemplo, citarse la posibilidad de incurrir en el enojo de una persona que directa o indirectamente proporcione alguna ventaja económica, y a cuya consecuencia se pierde ésta, la disminución de inteligencia o cualidades, etc.


    b) Las circunstancias objetivas que produzcan perjuicios económicos, como: aumentos de impuestos, prohibición de dedicarse a determinadas actividades, desmerecimiento de algo que se posee por caprichos de la moda.


    c) El llamado riesgo industrial, no tan sólo de las "empresas" en el sentido mercantil y económico, sino el que se produce al comprar sin ánimo mercantil cualquier objeto, o al efectuar cualquier cambio. Podría decirse que los beneficios esperados son asegurables, pero hay que tener en cuenta que estos beneficios asegurables son ciertos y perfectamente identificares, en los que el riesgo no es el "industrial" sino el fortuito imprevisible, mercantilmente hablando, que puedan correr esos "derechos", más que propiamente "beneficios eventuales".


  En todos estos riesgos que acabamos de examinar, encontramos la nota común de que el daño no se produce a un patrimonio existente, sino a un patrimonio expectante. En los "beneficios esperados", o bien están tan delimitados que pueden estimarse ya incididos en el patrimonio, aunque no lo estén materialmente, o el seguro deja de ser tal para convertirse en una apuesta, que no puede con él identificarse.


  Los riesgos que restan de naturaleza económica, son aquellos que obedecen a acontecimientos externos y producen una disminución en el patrimonio. Pero, ¿todos son asegurables? Es difícil contestar a esta pregunta, que quizá sea una de las más complejas de la filosofía aseguradora, pero nos atreveríamos a responder: teóricamente, sí. Antes de iniciar la defensa de esta afirmación es preciso hacer notar que para que haya "riesgo" tiene que estar la causa que lo produzca fuera de la dependencia de la voluntad de los por él damnificados. Nadie puede estar sometido al riesgo de incendiar intencionadamente su casa; eso es un hecho voluntario y, por lo tanto, perfectamente previsto por su autor. Si el suicidio puede protegerse con un período de carencia en el seguro de vida, es porque la víctima económica supuesta (abstracta cobertura de necesidad del seguro de vida), no es el que atenta contra su vida, sino los beneficiarios. Por el contrario, jamás se indemniza la muerte ocasionada por éstos.


  Pero si hemos afirmado la asegurabilidad teórica de todos los riesgos que supongan un daño en un patrimonio económico existente, no podemos sostener que lo mismo ocurra en la práctica.


  Las Heras12 sostiene que las circunstancias técnicamente requeridas para que puedan los riesgos ser objeto de seguro son las que "aun perteneciendo a diversos órdenes, produzcan efectos que puedan ser, si no evitados por el hombre, cuando menos reparados en la parte de necesidades creadas a sus intereses económicos que puedan originarle".


  Vellbé13 dice que los riesgos "han de estar en la superficie para ser asegurables; es decir, han de estar a la vista. Así los registra la estadística y han de ser manifiestos y manifestados, sin necesidad de grandes indagaciones por aquellos signos que cualquier asegurado de buena fe conoce y distingue".


  Para Burlet, todo riesgo no es esencialmente asegurable, pues para ello son precisas ciertas condiciones técnicas14; Manes exige como requisitos, para que un riesgo sea asegurable, que sea fortuito y tasable15. Estas dos condiciones pueden ser discutidas.


  La de ser discutida es precisa, para que sea cierta, que se considere con un criterio amplio, y que la "fortuitez" se entienda exclusivamente para el siniestrado, aun cuando pueda depender el acontecimiento de la voluntad de tercero.


  Y aún es mayor la duda que puede presentarse en cuanto al requisito de tasabilidad. Es cierto, sin duda, si se refiere a la posibilidad de medir los efectos de los daños causados, pero negamos que lo sea si se refiere a la tasabilidad estadística. Concretando: para llegar al seguro, el daño o siniestro que se pretende compensar debe tener efectos económicos perfectamente cognoscibles y mensurables; pero, en cambio, no es indispensable que se pueda calcular "a priori" el precio del riesgo, o sea su tasa estadística.


  Lo que sí es necesario para que un riesgo sea prácticamente asegurable, aparte de la incertidumbre del hecho causal y la mensurabilidad dineraria de los daños que puedan ocurrir, es el conocimiento y estudio de su naturaleza.


  Cuando se conoce ésta realmente, o bien se puede tasar el riesgo estadísticamente, para asegurarle de modo ordinario, o bien se puede, sabiendo cuáles han de ser sus posibles efectos y desviaciones anormales en los mismos, buscar aquellos procedimientos–no exclusivamente los que de modo ordinario utiliza la técnica aseguradora–que sirvan para llegar a su protección, y si se llegan a encontrar hacerle entrar en los dominios del seguro.


  Además de los ya vistos, son requisitos esenciales para llegar al seguro en un riesgo determinado: la seguridad de que las prestaciones que deban realizarse no sean ilusorias, y la comercialidad del precio del riesgo, ya que si es demasiado elevado no tiene interés alguno asegurarle.


  La existencia de la primera de las anteriores condiciones, la seguridad, no es contraria a que en los comienzos de aseguramiento del riesgo pueda haber algún titubeo o dificultad, ni a que, en su consecuencia, en un momento dado sean precisas soluciones que disminuyan la contraprestación estipulada. Al comenzar la cobertura práctica de un riesgo es preciso utilizar fórmulas de la mayor flexibilidad dentro del cumplimiento de la función económica del seguro.


  Si fuese necesario utilizar fórmulas de seguro perfectas, como es la de vida, se vería muy restringido con perjuicio de la función eminentemente social que tiene su ámbito. El aseguramiento de un riesgo comienza vacilante para ir llegando lentamente a la conveniente estabilidad.


  Un ejemplo donde puede verse claro, por el corto lapso de tiempo en que se originó, el proceso de afianzamiento de un seguro, es el de Aviación en Inglaterra. Wood16 nos refiere como en un principio no se aseguraba este riesgo, posteriormente se cubría para los que viajaban por líneas comerciales como pasajeros; después se constituyeron compañías para asumir los riesgos de aviación en contratos anuales; y por último, las Compañías de Vida lo incluyeron en sus pólizas aceptándolo con extraprimas.


  Es una postura falsa la de quienes creen que el seguro ya ha alcanzado su desarrollo y en él no hay nada que completar. Nosotros estamos con Las Heras, que afirma que en el seguro existen conocidos unos pocos riesgos, pero que aún quedan infinidad por estudiar.


  Por eso, la postura escéptica que más terminantemente se adoptó por Elderton17, pero que está latente en el ánimo de muchos aseguradores, de que es imposible la cobertura del riesgo catastrófico, no se ajusta a la realidad y representa una postura de rutinaria rigidez al no comprender que las dificultades que innegablemente existen para llegar a ese aseguramiento, sólo son insuperables si se las considera desde el punto de vista de la práctica aseguradora ordinaria y no si se comienza por abordar, aun sin la mayor seguridad, pero después de un estudio objetivo, la cobertura del riesgo con los procedimientos que se hagan más convenientes, para de ese modo llegar a su más perfecto conocimiento y aseguración.


  Manes, en un artículo publicado en el "Eco del Seguro"18, reseña una serie de seguros que se han practicado en Europa y que en América se desconocen. Cita, entre otros, los seguros contra el divorcio y el celibato, practicados en Dinamarca; el seguro para las "debutantes", que existe en Inglaterra, donde son tan costosas las presentaciones en la Corte; el seguro de conservación de tumbas, el seguro contra el boycot, el seguro contra la rotura de campanas, el seguro de pérdida de llaves y otros varios.


  Todo esto nos confirma en nuestra opinión de que, en primer lugar, todos los riesgos que impliquen perjuicio económico en un patrimonio existente son teóricamente asegurables, y que, además, la asegurabilidad práctica se consigue mediante el estudio de la naturaleza del riesgo y sin que sea absolutamente preciso un conocimiento exacto de su valor estadístico.


  Clasificaciones.


  Podrían hacerse innumerables, pero no nos interesa en este momento; únicamente vamos a referirnos a dos que presentan facetas del riesgo que tienen importancia dentro de nuestro trabajo.


  A. Riesgo general y particular.


  General, cuando afecta en potencia a todos los hombres; particular, cuando sólo afecta a los hombres que lo deseen. Esto tiene mucha importancia en los seguros personales, y en especial en los catastróficos que estamos estudiando.


  No puede confundirse la agravación del riesgo general con el riesgo particular. El tuberculoso tiene mayor probabilidad de morirse que el sano, y por ello solamente con sobreprima se le aseguraría; pero su riesgo no es particular, sino general agravado, y esto lo vemos en que si adquiere la enfermedad después de la contratación del seguro, no tiene necesidad de ningún aumento en su prima para continuar asegurado.


  En cambio, es riesgo particular el de dedicarse a correr en carreras automovilísticas, el de emprender un viaje de exploración por el centro de África, etc. Cualifica al riesgo particular la voluntad hecha del asegurado de correr un peligro (aun cuando esa voluntad obedezca a consecuencias particulares de algún orden). Por ello debe pagar sobreprima, aun cuando haya incurrido en la agravación después del seguro (esto, naturalmente, depende del clausulado de cada póliza, muchas veces debido a motivos más comerciales que técnicos).


  Los riesgos generales es necesario, para la estabilidad social, que sean amparados por el seguro; no ocurre lo mismo con los particulares, en los que debe estarse a la conveniencia de las Compañías.


  En el riesgo catastrófico, principalmente de guerra, tiene interés la anterior clasificación, porque si analizamos detenidamente podemos ver que unas veces es "general" y otras "particular". Y esto tiene importancia porque no es igual la necesidad social de cobertura del riesgo de guerra de carácter general, a que todos los hombres están sometidos, que el del particular, a que se pueden someter algunos de ellos por su exclusivo interés o capricho.


  Es general este riesgo en el caso de las guerras que afectan al país de que el asegurado es súbdito, en que tiene obligación, exigible o moral, de estar. Para estos casos es para cuando procede la regulación necesaria y coactiva del riesgo de guerra. En cambio, cuando el individuo ya asegurado, o simplemente aspirante, acude a una guerra o a un país beligerante (ya que en estos momentos poca diferencia de peligro hay entre combatientes y civiles), el riesgo a que se contrae es particular, y la decisión de su cobertura debe dejarse al arbitrio de los aseguradores.


  Este criterio se recoge en la legislación suiza de guerra, que sólo establece protección para el caso de que Suiza entre a la guerra, mientras que en otro caso, los asegurados muertos por acción de guerra sólo tienen derecho a la reserva matemática. Puede parecer este criterio antitécnico, y de una finalidad más políticosocial que mercantil, pero no es esto exacto, pues lo que ocurre es que la naturaleza del riesgo de guerra impone una serie de requisitos de difícil regulación, que en atención al fin de interés general se realizan, pero que los sacrificios que ocasionan no tienen ninguna justificación si el asegurado va por su interés particular y hasta capricho a someterse al riesgo. En la legislación española de Vida no se hace diferencia alguna, no así en la de accidentes, en que la guerra fuera de España o bajo banderas extranjeras se excluye de la compensación y se deja a la voluntad de los aseguradores.


  B. Riesgo ordinario y extraordinario.


  Esta distinción es tan importante como olvidada en la técnica del seguro.


  La diferencia entre ambos no es absoluta sino relativa. No puede decirse que existen diferencias esenciales entre los riesgos extraordinarios y los ordinarios. Si los observásemos desde un plano que nos permitiese una visión completa de ambos, veríamos que tienen las mismas características, distinguiéndose solamente en su magnitud.


  Para diferenciarlos es preciso que acudamos a los efectos en ellos producidos. Los ordinarios, no es prácticamente posible dentro de una técnica aseguradora adecuada, que introduzcan variaciones en la siniestralidad de trascendencia. En cambio los extraordinarios se caracterizan porque son los que producen las desviaciones anormales de siniestralidad o de una magnitud fuera de los medios corrientes del seguro. Se denomina a este último también catastrófico, porque se origina de catástrofes, al menos para nosotros.


  Es erróneo afirmar que el riesgo extraordinario sea imprevisible e inasequible a la determinación estadística; lo exacto es que ese riesgo es imprevisible para nosotros y para nosotros de imposible medida estadística.


  Lo que caracteriza al riesgo extraordinario es su desproporción con nuestros medios económicos y con nuestras medidas de tiempo. En cambio el ordinario está dentro de nuestras posibilidades.


  La distinción entre ambos es indispensable, porque mientras para uno es conveniente, adecuado y eficaz combatirlo con nuestros medios y con nuestros procedimientos normales de economía privada, para el otro hay que buscar un tratamiento adecuado, arbitrando fórmulas para proyectar nuestras posibilidades de modo que podamos dominarle, al menos, en la mayor magnitud posible.



  II. El riesgo catastrófico.


  Después de haber analizado el riesgo en el seguro podemos comenzar el estudio del riesgo catastrófico propiamente dicho.


  Este riesgo, que ofrece unas particularidades especiales que le definen y le delimitan claramente, no ha sido hasta el momento actual en España estudiado. Del mismo modo que en la Institución del Seguro cabe a España el honor y la gloria de haber dictado la primera ordenación legal y de haber establecido con tres siglos de anticipación a los Estados Unidos el principio de intervención estatal en el contrato de seguro, que hoy es acogido casi universalmente, puede también decirse que tanto en la teoría como en la práctica ha sido nuestra patria avanzada del seguro contra el riesgo catastrófico: en la práctica, con la regulación y resolución de los problemas creados por la guerra de liberación española, y la reglamentación definitiva del riesgo catastrófico en el ordenamiento del seguro español, primera que se establece con amplitud y envergadura; y en la doctrina y teoría, con los primeros y agudísimos estudios de estos riesgos de naturaleza catastrófica, debidos al Excmo. Sr. Director General de Seguros, don Joaquín Ruiz y Ruiz, igualmente inspirador y arquitecto de la legislación española de siniestralidad extraordinaria.


  Nos interesa en primer lugar: ¿Qué se entiende por catastrófico? Es éste un concepto de reciente uso que se ha consagrado en nuestra postguerra. Elderton ya lo utiliza de pasada en uno de sus trabajos publicado el año 193819; recientemente lo emplea Molinaro20 y también Schaetzle21. En todos estos casos se utiliza en el sentido de riesgo extraordinario y de gran amplitud sin que adquiera una configuración distinta de la vulgar.


  En las conferencias y trabajos sobre esta materia debidos a Ruiz y Ruiz, encontramos utilizado en dos sentidos distintos el concepto de "riesgo catastrófico": por una parte, de modo general, aquel "que por la causa que lo motiva se produce con periodicidad variable y distanciada, y con efectos económicos tan diferentes, que resulta imposible, tanto la determinación estricta de su probable ocurrencia, como la fijación a "priori" de los daños que pueda ocasionar"22; por otra, el riesgo que directamente se deriva de las causas catastróficas, y que afecta solamente al seguro de cosas, y que constituye, al menos en España, una modalidad nueva: Es el riesgo catastrófico "específico"23.


  Estas dos acepciones utilizadas por Ruiz y Ruiz en sus trabajos son análogas en el fondo, diferenciándose únicamente en que mientras en la primera de ellas cabe la siniestralidad de origen extraordinario ocurrida en cualquier rama de seguros, en la segunda el concepto "riesgo catastrófico" se limita y refiere únicamente a los daños directos producidos por los riesgos de tipo catastrófico. Por ejemplo, el daño de la inundación, que por sí destruye unas cosas, o la revolución que sin incendio ni robo ocasiona daños en las cosas. En este trabajo nos interesa especialmente la primera acepción.


  En esa definición se encuentra lo que nosotros consideramos esencial en el concepto de riesgo catastrófico: la relación entre la causa catastrófica y el daño producido. Riesgo catastrófico es la probabilidad de verse económicamente afectado (esta afección económica es inherente al seguro) por causas dañosas catastróficas. Pero, naturalmente, esto no resuelve en definitiva, porque aún queda por saber cuáles son las causas catastróficas; son aquellas susceptibles de producir catástrofes. Por lo tanto, el riesgo catastrófico es "la posibilidad de que ocurra un hecho dañoso originado por una causa susceptible de producir catástrofes"


  La catástrofe se caracteriza, desde el punto de vista económico, por su magnitud desproporcionada que produce efectos que trascienden de los económicos privados para percutir en los públicos y, generalmente, en la economía internacional.


  Pero lo que constituye la esencia del riesgo catastrófico no es, como pudiera a primera vista parecer, la catástrofe, sino la causa catastrófica. Una causa susceptible de producir catástrofes, o sea catastrófica, no tiene necesariamente que producirlas, sino que puede reducirse a daños de magnitud y trascendencia que son en muchos casos inferiores a los ordinarios. Lo que debe caracterizar el riesgo catastrófico no es la magnitud sino la causalidad. Por ejemplo, el terremoto de efectos limitados, que ocasiona la ruina de una casa, o la muerte de dos personas, es un siniestro catastrófico; en cambio, el hundimiento del "Normandie", que apenas pudieran asegurar todas las Compañías del mundo, de una magnitud y efectos realmente extraordinarios, no es un siniestro catastrófico, sino ordinario.


  En las reglamentaciones españolas de estos riesgos, podemos ver cómo la de accidentes individuales y la de cosas materiales recogen este criterio de incluir dentro de su compensación especial todos los siniestros debidos a causas catastróficas, aun cuando sean de efectos limitados. En cambio, en la reglamentación de vida no se sigue este principio, y sólo se incluyen en la protección especial los siniestros que por sus efectos pueda considerarse que han producido una desviación en la siniestralidad, o sea la catástrofe. Obedece este criterio legal a la modalidad de compensación conveniente al seguro de vida que se ha establecido que no permitiría seguir el procedimiento basado en el principio que sostenemos y que es teóricamente correcto.


  Siniestro catastrófico.


  Para estudiar la teoría del riesgo catastrófico, y, por lo tanto, y subsiguientemente la de su cobertura, o seguro contra ese riesgo, es completamente indispensable que establezcamos lo que se debe entender por siniestro catastrófico.


  Hay una diferencia esencial entre el siniestro ordinario y el siniestro catastrófico, de la que precisamente nacen las dificultades en su cobertura.


  Los siniestros ordinarios se individualizan. Precisamente la técnica del seguro procura la separación de los riesgos con objeto de que no desaparezca esa individualización característica del riesgo ordinario. El siniestro catastrófico no se individualiza; el siniestro catastrófico es una "universalidad" en la que están comprendidos los daños originados en muchos seguros individuales. El incendio de una casa, la muerte de una persona, son siniestros ordinarios; pero, en cambio, un siniestro catastrófico es el incendio de Santander, la epidemia de gripe, la guerra civil española. En este concepto se incluyen en un solo siniestro muchos siniestrados, y esto puede parecer a algunos que es confundir el conjunto de muerte, o siniestralidad, con lo que en la técnica aseguradora se conoce por siniestro, pero no es razonable esta posición, ni es contraria a los principios aseguradores la que sostenemos nosotros, porque también en riesgos ordinarios en caso de propiedad común puede haber para un solo siniestro varios asegurados.


  Capítulo II. Clases de riesgo catastrófico


  Hoy se comienza a abrir paso en la teoría y en la práctica la configuración del riesgo catastrófico como riesgo independiente caracterizado por la magnitud de los siniestros que puede producir que afectan a un tiempo a un conjunto de objetos asegurados y están muy distanciados entre sí, siendo imponderables estadísticamente. Como todavía falta una definición exacta del concepto "catastrófico", estimamos conveniente analizar por separado cada una de sus manifestaciones, a fin de que su conocimiento exacto pueda permitir llegar con mayor eficacia a su cobertura.


  No es posible en este trabajo, ni basta un corto lapso de tiempo para realizarlo, un estudio estadístico documentado que permita llegar a conclusiones definitivas, por ello sólo se pretende fijar los conceptos fundamentales para delimitar en principio esos diversos aspectos del riesgo catastrófico y tener una base para un más amplio estudio posterior.


  Podemos clasificar los riesgos de esta naturaleza en dos grupos principales: riesgos que dependen de causas que exceden de la voluntad del hombre, como son la revolución y motín, y la guerra; y riesgos no dependientes de esa voluntad, como las epidemias y los llamados riesgos de la naturaleza: terremoto y huracán.


  En este momento es de poca trascendencia esta clasificación, ya que cada uno de los riesgos que vamos a examinar tienen unas características perfectamente distinguibles que les separan claramente de los demás, salvo en todo caso la excepción de la guerra y la revolución que en algunos casos pueden confundirse. Agrupándolos sólo en atención a la importancia cuantitativa, podremos estudiarlos en dos grupos: uno la guerra, fundamental y más importante, y en otro los restantes.



  I.– Riesgo de guerra.


  Es el riesgo de guerra el fundamental de los catastróficos. Tiene más trascendencia que ningún otro, tanto porque facilita la aparición de casi todos los restantes, como porque por su magnitud y universalidad, en intensidad y extensión es el que puede producir efectos más devastadores. Por su claridad destaca la definición de este concepto que hemos encontrado en la exposición a los accionistas de LA UNIÓN Y EL FENIX ESPAÑOL del ejercicio de 1944, en que se dice que "la guerra para el seguro es un acontecimiento que se caracteriza por la constante, grave y deliberada producción de siniestros en las personas y en las cosas, imprevisible en su cuantía y fuera del alcance de las fórmulas técnicas que utiliza el asegurador cuando cubre otros riesgos de carácter ordinario". Ya en 1900 sostuvo Charles Maze en su tesis doctoral sobre el estudio del riesgo en el seguro de vida, que la guerra tiene apariciones demasiado intermitentes para prestarse útilmente a la observación estadística, y que, por otra parte, la intensidad de los riesgos que engendra es imprevisible24.


  Para el asegurador, y dentro de su profesión, constituye la guerra las consecuencias directas o indirectas de acontecimientos militares entre dos países, o entre grupos y regiones organizados de uno mismo. No tiene, como el jurista, la preocupación por el acto formal de la declaración de guerra, y tampoco como el hombre de la calle piensa que ésta se acaba en el momento en que cesan las hostilidades. El asegurador sabe que los efectos son mucho más duraderos


  En el seguro, el término de guerra se toma en un sentido distinto que en el derecho de gentes. Para el asegurador, lo que define la guerra es la agravación en el riesgo. Por eso incluye dentro de este concepto la guerra civil, la movilización para defender la neutralidad y todo hecho que constituya una posible desviación de la siniestralidad ordinaria, aun cuando no se estime en estricto derecho como guerra. Lo que al asegurador le importa no es sólo la relación directa de la muerte con el hecho de guerra, sino también que esta dependencia sea indirecta. En el seguro de vida por riesgo de guerra se estiman comprendidas las muertes resultantes de contacto con el enemigo y todas aquellas que no se habrían causado sin la guerra, tales como la enfermedad de un soldado ocasionada por la vida anormal en las trincheras, el torpedeamiento, la caída de un aeroplano enemigo o aun nacional e incluso la muerte de un refugiado a consecuencia de privaciones25.


  No existe plena conformidad en la delimitación de este riesgo. En el art. 1.° de la Ley de 14 de mayo de 1941, dictada en Francia para regular el riesgo de guerra, se considera como tal "la muerte de toda persona ocurrida hasta un año después del cese de las hostilidades cuando resulte directamente de heridas o lesiones infligidas por la acción ofensiva de una potencia beligerante cualquiera o por la defensa activa contra esta acción, excluyendo los actos de policía".


  En la cláusula que se ordenó incluir en las pólizas italianas de seguro de vida para cumplir el D. M. de 11 de junio de 1940, se consideran como riesgo de guerra "todos los casos de muerte ocurridos a consecuencia de acción bélica o en relación con herida o enfermedad cualquiera causada por el estado de guerra, siempre que la muerte del asegurado suceda en los seis meses siguientes a la conclusión de la paz".


  En la cláusula francesa se ordenaba la inclusión en el riesgo de guerra no sólo de los hechos resultantes de la acción del "enemigo", como se establecía en el Decreto de febrero de 1940, sino de la de "cualquier beligerante". Si bien obedeció esta modificación en gran parte a un factor oportunista, con ella se sentó un principio fundamental en la cobertura de este riesgo, que anteriormente no se había seguido. La cláusula italiana es de la mayor amplitud y puede tomarse como ejemplo y norma en este apartado referente al riesgo de guerra, pues en ella aparece clara la extensión del mismo, no ya a las muertes ocasionadas por operaciones bélicas, sino a las producidas por el "estado de guerra", término amplio en el que se comprenden todas las anormalidades posibles desde las heridas hasta el hambre.


  En el estudio de los riesgos catastróficos ofrece éste un especial interés, puesto que es el riesgo catastrófico por excelencia. Además de las muertes que puede ocasionar a consecuencia de hechos propiamente de guerra, ésta es causa de epidemias y de malestar social que desemboca en revolución y crea un estado general propicio a la anormalidad.


  Desde el punto de vista del seguro es preciso fijar la atención en dos hechos en el estudio de la guerra.


  1) Diferencia entre el "hecho de guerra" y el "estado de guerra".


  Como hecho de guerra puede considerarse los medios de ataque y defensa tomados por una nación para atacar y destruir a la potencia adversaria o para salvaguardar su territorio26. Estos hechos pueden ser a consecuencia de la existencia de una guerra; y por naturaleza, como el bombardeo, el torpedeamiento, las operaciones militares, etcétera, que lo son con completa independencia de que haya guerra o no.


  En el estado de guerra se incluyen todos aquellos acontecimientos que indirectamente pueden de ella derivarse, incluso para países que no toman parte directa, y que producen una situación latente de anormalidad.


  2) Delimitación de su ámbito.


  Es preciso, en evitación de litigios e interpretaciones abusivas, la fijación, sin lugar a equívocos, de la extensión que se da en los contratos de seguro al concepto de guerra. La falta de ello ha producido situaciones paradógicas. En la guerra del 18, el barco "Iris" se perdió porque un huracán le llevó a la costa y allí fué cañoneado. El Tribunal Francés de Ruán declaró que por haber sido hundido a cañonazos no correspondía indemnización ordinaria; mientras que el Consejo de Estado sostuvo que siendo la causa del hundimiento el huracán, no era siniestro de guerra27. El año 1939 un cadete de la aviación naval norteamericana se estaba preparando en Florida y contrató un seguro de vida en el que se exceptuaba "la muerte que resultase directa o indirectamente de viaje de servicio o vuelo en cualquier clase de avión como pasajero o de otro modo". En 1942, siendo el asegurado copiloto de un hidroavión que bombardeaba barcos japoneses en el Pacífico del Sur, fué tocado por un antiaéreo y tuvo que amarar a 500 yardas de la costa. Durante diez minutos el aparato flotó con sus motores separados del fuselaje; el asegurado fué visto sobre éste intentando alcanzar un bote salvavidas; después de una explosión, el avión se deshizo en llamas, no volviendo a verse al asegurado. El Tribunal sostuvo en una sentencia de dos votos contra uno que procedía el pago de la indemnización, ya que la causa de la muerte no fué la aviación, sino el servicio naval de guerra, que no se exceptuaba en la póliza28.


  Características de la guerra


  Dos notas fundamentales advertimos en el riesgo de guerra:


  A.–Variabilidad imprevisible de sus efectos


  Son tan grandes, variados y distintos los efectos de la guerra en el seguro que es imposible utilizar la experiencia para preverlos. Especialmente esto ocurre en los riesgos de daños en las cosas. En los riesgos personales puede hacerse algún cálculo más aproximado, pero nunca pueden tomarse como base los resultados de guerras anteriores, pues cada una tiene sus peculiaridades especiales que hacen cambiar por completo sus efectos. Con todo, y desde un punto de vista no subjetivo a cada guerra, puede decirse que la mortalidad en las mismas tiende a mantenerse igual, pues si por un lado los medios modernos son cada día más destructores, por otra parte, los progresos de la medicina e higiene han salvado muchísimas vidas que en guerras anteriores hubiesen perecido.


  Hoy, en que ya podía pensarse en hacer un cálculo previo de los efectos de la guerra en las vidas humanas, el descubrimiento de la bomba atómica vuelve a convertir en incógnita este dato.


  B.–Ser foco de distintos riesgos


  El riesgo de guerra no es homogéneo, como puede serlo el de huracán, o el mismo de epidemia, sino que es un verdadero haz constituido por riesgos muy variados. Secuela de ella es el hambre que, por debilitamiento del estado general, tantos daños puede causar al hombre en su salud y hasta en su vida; el aumento de accidentes por el oscurecimiento que en la actualidad es preciso en las poblaciones beligerantes; las epidemias que siempre han seguido a las guerras, causando muchas veces más víctimas que la guerra misma, como podemos observar recientemente en nuestra Patria, en que la curva de mortalidad subió más que nunca el año en que la epidemia de tifus exantemático alcanzó su apogeo; el aumento de mortalidad ordinaria a consecuencia de las deficientes condiciones higiénicas y de alimentación en que se encuentra mucha gente, si bien en algunos casos esta circunstancia no se da, como, por ejemplo, en nuestra guerra, en que la siniestralidad ordinaria fué excelente.


  C.–Dificultades estadísticas


  La magnitud y variabilidad de los efectos de la guerra, por una parte, y la diversidad de riesgos que ocasiona, por otra, da lugar a que sea extremadamente dificultosa cualquier estadística eficaz de la siniestralidad de este riesgo. Además, la estadística que a efectos del seguro importa no es la del resultado de una guerra por separado, sino la de un número de ellas que sirvan para sacar conclusiones estables, y esto es muy difícil, por el distanciamiento de las guerras entre sí. Fundamentalmente, esta dificultad nace del aspecto del riesgo catastrófico, que ya hemos comentado, en el que los siniestros que tenían interés en observarse no eran los individuales de los asegurados, sino el resultante del conjunto de esos individuales producidos por un hecho catastrófico.


  D.–Trascendencia de la guerra en la economía


  No podemos olvidar que la influencia de la guerra en el seguro no puede desligarse de su influencia en la economía. La desvalorización monetaria, las pérdidas en inversiones, la reducción del tipo de interés y el desequilibrio producido por la inflación repercuten en el seguro, especialmente de vida, de modo aun superior al exceso de mortalidad.


  Efectos de la guerra en los seguros personales


  A.– En el seguro de vida


  Los efectos de la guerra en el seguro de vida son muy complejos y están tan ligados entre sí que aun cuando el objetivo de este trabajo sea exclusivamente el estudio de la siniestralidad, no se pueden desconocer, ni tampoco abordar el estudio de este riesgo parcialmente no teniendo en cuenta sino uno de sus efectos. Elderton29 distingue tres importantes efectos de la guerra en el seguro: mortalidad, pérdidas en inversiones y desvalorización de la moneda. Nosotros aun añadiremos la anormalidad en el pago de primas.


  a) Mortalidad:


  Hemos tratado en parte este aspecto. Repetimos que la mortalidad producida por las guerras es intarificable, además de otros motivos, porque se deriva tanto de hechos como del estado de guerra, que produce debilitamiento por hambre, enfermedades, aumento de accidentes y aumento de criminalidad. Estos efectos continúan durante la postguerra con fuerte intensidad, y podemos observar cómo cualquier regulación de este riesgo–la francesa, la italiana, la suiza– establece un período de postguerra en que para el seguro aun dura el estado de anormalidad.


  En el seguro de vida, los efectos de la desviación de la curva ordinaria de siniestralidad a causa de la guerra se amortiguan por la existencia de reservas matemáticas, en que disminuye el capital en riesgo, pues constituyen un remanente a que tiene derecho el asegurado y que está "ahorrado". A pesar de ser este concepto tan claro, no se ha acogido en el tratamiento del riesgo con universalidad. Este principio ha sido adecuadamente utilizado tanto en la Ley de 17 de mayo de 1940 como en la de 5 de mayo de 1944, sobre regulación del riesgo catastrófico sobre la vida, en la que las sobreprimas, para compensarlo, se giran sobre el capital en riesgo.


  b) Desvalorización de la moneda:


  Uno de los fenómenos económicos que más frecuentemente se producen en las guerras es el de la desvalorización de la moneda; las causas de este hecho son diversas, y fundamentalmente la inflación a que se ven obligados los beligerantes para soportar las cargas económicas que se producen, y la disminución del activo nacional por las destrucciones. Casi pudiera decirse que este efecto, más que de guerra, es de postguerra, como podemos ver en nuestra Patria recientemente y en Alemania en la guerra del 14-18. Los principales efectos de esta desvalorización no pesan directamente sobre el asegurador, sino sobre el asegurado que ha estado cumpliendo su contrato en moneda buena y se encuentra, cuando llega el momento del vencimiento, que recibe moneda devaluada.


  Para el asegurador, las consecuencias directas de la devaluación monetaria pueden ser beneficiosas al aumentarse, en su provecho exclusivo, el valor de sus inversiones, especialmente las inmobiliarias, que pueden llegar a compensarle con creces de las pérdidas que en ellas haya podido tener por destrucciones. Pero en cambio, indirectamente, resulta el mayor perjudicado con este hecho, pues al desaparecer la estabilidad monetaria, el seguro, especialmente el de vida, que se combina con el ahorro, pierde eficacia y, por consiguiente, interés para los asegurados y padece la institución al no poder cumplir sus fines. Para el asegurador, además, se produce otro hecho; el de que siendo el seguro un contrato en moneda corriente, al perder ésta su valor se reduce la cartera del asegurado (aun cuando no nominalmente), y como los gastos generales, por el mayor coste de la vida en moneda nominal, aumentan, se encuentra con que no puede atender a éstas, ya que, además, la nueva producción en un período así, en que el más profano comprende la escasa utilidad del seguro de vida, no puede compensar los otros efectos, y aun cuando la cartera aumentase, siempre será esto en apariencia y no realmente.


  El problema fundamental, que es el de las pérdidas de los asegurados por la desvalorización monetaria, es uno de los cruciales del seguro de vida y dificilísimo de resolver. En Alemania, durante la postguerra pasada, se llegaron a contratar seguros de centeno y después en moneda oro. Pero estas soluciones, al menos en la organización actual del Seguro, no son posibles, ya que siendo una de sus


  bases el interés, las inversiones tienen que estar hechas en valores que lo produzcan, y éstos no suelen seguir el curso ascensional del dinero o no tienen la garantía necesaria para el asegurado.


  c) Pérdidas en las inversiones.


  Las grandes inversiones que las Compañías aseguradoras de vida necesitan tener para la cobertura de sus reservas matemáticas pueden verse muy afectadas por las destrucciones que los devastadores medios de guerra actuales producen. Por esta causa pueden reducirse las garantías de los asegurados, y ocasionarse pérdidas a las Compañías que se unen a las producidas por el exceso de mortalidad y pérdida del valor de la moneda.


  Se ha planteado en más de una ocasión el problema de a quién corresponde esa pérdida en las inversiones afectas a reservas matemáticas, si al asegurador o al asegurado.


  Elderton30 se refiere, además, a aquellas otras pérdidas ocasionadas por la disminución en el precio de las inversiones mobiliarias. Es posible que en algunos casos tenga razón, por ejemplo las acciones de las minas de Birmania tuvieron que desvalorizarse durante esta última guerra, pero en general se compensa esa pérdida de valor con la devaluación monetaria, y si bien económicamente no representa nada esta compensación, desde el punto de vista de la técnica del Seguro, si, ya que las obligaciones de que hay que responder son esencialmente nominales y es bastante con que se cubra la cifra establecida en moneda nominal, sin importar si ha habido pérdida real.


  En España se planteó este problema en nuestra guerra de liberación, y en 1940 las Compañías aseguradoras solicitaron dictámenes a los letrados don Joaquín Garrigues y don Enrique Maynes, a que posteriormente aludiremos.


  Elderton31 admite la posibilidad teórica de un descuento a los asegurados como participación suya en esta pérdida. En la legislación suiza sobre el riesgo de guerra32 también se recoge este principio, y se estipula que los asegurados deberán pagar una contribución con destino a las pérdidas en las inversiones.


  Este criterio peca, en general, de excesivo "teoricismo" y no tiene en cuenta lo que en realidad suele ocurrir, y es que las pérdidas en inversiones se compensa a efectos técnico contables con la disminución del valor monetario, y sobre quien repercuten es sobre el asegurado. Puede, naturalmente, suceder que la pérdida real en inversiones no coexista con la disminución del valor de la moneda pero este caso es en las guerras poco probable. De aceptarse, además, el principio de participación del asegurado en las pérdidas de inversiones, tendría que extenderse también a los beneficios por el mismo concepto, lo que, además de presentar dificultades técnicas–que resolviéndose podrían amortiguar en parte los efectos de la desvalorización de la moneda en el seguro–, no es nada conveniente a los aseguradores.


  d) Anormalidad en el pago de primas.


  Este hecho, que por la naturaleza del seguro de vida parece que no ha de tener importancia en su funcionamiento técnico, aumenta los problemas creados por la guerra a causa de las moratorias generales que con frecuencia se han dictado para evitar los efectos que en situación de fuerza mayor podrían derivarse del cumplimiento rígido de los contratos, y que también han alcanzado al contrato de seguro. En Francia, el Decreto de 10 de agosto de 1914, durante la guerra europea, y el de 1 de septiembre de 1939 durante la mundial, acordaron la concesión de plazos a los movilizados para efectuar sus pagos, impidiendo que los aseguradores hagan perder sus derechos a los asegurados que no cumpliesen sus obligaciones. En cambio, y de acuerdo con la Ley de 22 de julio de 1919, y contrariamente al principio normal del seguro de vida, se permite la exigibilidad de las primas atrasadas. En España, análogo hecho se ha producido al permitir la Ley de 17 de mayo de 1940 que los aseguradores exigiesen las primas atrasadas correspondientes a la guerra, y que entre tanto las cobrasen pudieran figurar en el activo de su balance. Estas situaciones, a pesar de las medidas protectoras de las Compañías a que se ha aludido, son muy perjudiciales, aun cuando sean inevitables y justas para el desarrollo del seguro de vida, pues resulta con frecuencia muy difícil cobrar después las primas atrasadas (que correspondían a períodos de riesgo cubierto), con lo que el equilibrio técnico del seguro padece en perjuicio del asegurador.


  B.– En el seguro de accidentes individuales.


  En esta modalidad del seguro, los efectos de la guerra son distintos a los del seguro de vida, aun cuando, naturalmente, en algunos aspectos se asemejen. En cuanto al seguro en sí, independientemente de las Compañías aseguradoras, nada repercuten las posibles pérdidas en inversiones, pues las reservas son pequeñas, y no tienen función capitalizadora; ni tampoco la desvalorización de la moneda, por ser las primas pagadas anualmente y tener, por lo tanto, igual valor al de la posible indemnización.


  Los efectos de la guerra se manifiestan casi exclusivamente en la siniestralidad.



    a) Directa.


    La mayor parte de las causas que producen en la guerra la muerte o incapacidad pueden encuadrarse dentro del concepto de accidente. Con todo, casi generalmente se excluye de este seguro la muerte por su causa. La guerra afecta en mucha mayor proporción a este seguro que al de vida. Para éste es un aumento grande en la siniestralidad, pero cuenta por una parte con reservas matemáticas para amortiguar sus efectos, y por otra con primas altas que cubren cualquier causa de muerte que pueda ocurrir al hombre, tanto normales como imprevistas. Pero el seguro de accidentes sólo cubre las causas imprevistas, lo que menos corriente suele ser en la vida humana; por eso sus primas son pequeñas, y una causa, de la intensidad de la guerra, anula los cálculos ordinarios al constituir no un aumento de la siniestralidad, sino una multiplicación y no pequeña de la misma.


    b) Indirectas.


    Además de los efectos que directamente se derivan de la acción de guerra, existen otros que ocasionan una indudable agravación del riesgo en tiempo de ella de esta clase de seguro, y que tienen mucha importancia, especialmente si se excluye el riesgo directo de guerra. El "estado de guerra" produce una anormalidad en el desenvolvimiento ordinario de la vida que trasciende al campo de los accidentes. El oscurecimiento en las ciudades causa un número elevado de accidentes en la circulación; la despreocupación característica de los combatientes, unida a su costumbre en el uso de diversas armas, ocasionan muchas más probabilidades de imprudencias; la desmoralización y el malestar aumentan la criminalidad, y la mayor agitación en general de la vida.



  La guerra atómica.


  El lanzamiento por un avión norteamericano de la primera bomba atómica utilizada con fines bélicos sobre la ciudad japonesa de Hirosima, ofrece un interés extraordinario para el estudio de este riesgo que no es posible eludir en el presente trabajo.


  Es en primer lugar una nueva arma de combate de efectos no conocidos, pero que se presumen extraordinariamente superiores a todos hasta ahora concebibles. Quizá una de las características del riesgo de guerra es la de que nunca puede ser bien conocido por los continuos avances científicos que aumentan la capacidad de destrucción bélica de los hombres, que sólo se amortigua con el paralelo progreso de los medios de defensa. Hoy, todavía en sus comienzos el peligro atómico, no se dibuja ninguna posible protección contra él, pero no se puede asegurar que no exista, y hasta que no lo sea el mismo temor humano a la propia destrucción. Los datos que hasta ahora nos sirven únicamente de pauta, indican la elevadísima mortalidad que en pocos segundos puede causar este medio de combate. Esta mortalidad tiene como principal característica, que es casi total en la esfera de acción de la bomba, y ésta, sin duda, es bastante para la destrucción de cualquier ciudad no hipertrofiada como Londres. Además, la casi seguridad de que el país que emplee esta arma contará con suficientes bombas para destruir las principales ciudades enemigas, da otra característica a este riesgo, que es la de la universalidad casi absoluta en un país de la mortalidad producida.


  Otra posibilidad puede advertirse sobre esta arma, y es que sólo se llegará a utilizar cuando dos beligerantes crean que pueden destruir con ella por completo a su contrario, por lo que no es muy aventurado afirmar que o no se empleará o si llega a utilizarse se produciría la destrucción del mundo civilizado.


  Estas últimas conclusiones hacen que desde el punto de vista del seguro no tenga excesiva importancia el estudio de este riesgo, ya que en caso de una destrucción casi total del mundo en que habitamos, o simplemente de uno de sus pueblos, sería innecesaria la protección que puede prestar el seguro, pues o las personas que de ella se beneficiarían habían desaparecido, o de existir contarían con tal cantidad de medios a su alcance que de nada necesitaban la hipotética solución de unos billetes difícilmente utilizables.



  II.– Otros riesgos


  Después del estudio del riesgo de guerra, analizaremos aquellos otros que también pueden dar lugar a desviaciones en la siniestralidad. Principal y primeramente, nos referiremos al de Revolución, que además de ofrecer semejanzas con el riesgo de guerra, tiene unas características especiales, acusadas y poco conocidas.


  A. Revolución.


  Es preciso, para poder estudiar aunque sea ligeramente este riesgo, diferenciar y distinguir la significación de cada uno de los principales conceptos en él comprendidos.


  Sin pretender un agotamiento conceptual, más propio de un diccionario, creemos que en las definiciones que a continuación expresamos recogemos la esencia de cada uno de los conceptos que tienen interés por su gradación para la cobertura por el seguro de los riesgos que cada uno implica.


  Tumulto: Movimiento desordenado de una muchedumbre.


  Alboroto o tumulto popular: Movimiento desordenado de una muchedumbre con trascendencia general.


  Motín: Movimiento desordenado de una muchedumbre contra la autoridad constituida.


  Al ser de una muchedumbre, implica localización, no incompatible con la existencia de motines simultáneos.


  Revolución: Movimiento desordenado en el interior de una comunidad política, que pretenda alterar sus instituciones.


  Para nuestro trabajo interesa esencialmente el concepto de Revolución, el único de todos estos hechos capaz de producir una grave desviación en la mortalidad. Los daños que pueden seguirse de los otros por su localización, difícilmente pueden tener alcance "catastrófico". Pero, sin embargo, es preciso tenerlos en cuenta, pues por su similitud etiológica y dificultades de individualización práctica, puede convenir agruparlos a efectos de su cobertura alrededor del hecho de revolución, que sí implica una posible anormalidad estadística.


  Este concepto es de difícil delimitación. Ya se ha visto cómo existen otros hechos en apariencia semejantes, pero de menos intensidad, y del mismo modo hay otro, de mayor importancia en todos los aspectos y generalmente producido a causa de él, pero que tampoco se distingue perfectamente. Es el de la guerra civil. La diferencia hay que buscarla, por una parte, en la permanencia de esta última, y por otra, en los hechos típicamente militares que en ella se producen. La guerra civil es una guerra calificada por la circunstancia de pertenecer a la misma nación los beligerantes, pero siempre una guerra: en ella existen ejércitos, operaciones militares y, sobre todo, "regularidad", síntoma contrario al de "desorden" que caracteriza la revolución.


  Lo que ocurre es que muchas veces se simultanean alguno de estos hechos perfectamente distinguibles; la vida real es algo más compleja de lo que muchas veces queremos los hombres creernos, y es imposible que esos hechos se adapten exactamente a nuestras rígidas clasificaciones. Si quisiéramos distinguir la guerra civil de la guerra entre potencias extranjeras, también nos encontraríamos con que en muchos casos en que fracciones políticas o territoriales se unen a una potencia enemiga, no se podría precisar exactamente ante qué clase de guerra nos hallábamos.


  La conclusión que se puede sacar de esto es la de que a efectos del seguro el mejor procedimiento es encuadrar lo más posible los hechos que guardan relación, en un mismo grupo, suprimiendo las en otro caso inevitables discrepancias conceptuales, origen de litigios y discusiones.


  No todas las revoluciones, en realidad muy pocas, originan una anormalidad en la siniestralidad. Pero, en cambio, cuando la producen puede ser muy intensa. Tenemos como ejemplo de esto la revolución francesa, la comunista y la española recientemente.


  Las características principales que encontramos en relación con los seguros personales, al riesgo de revolución, son:


  1) Dificultad de delimitación. ¿Quién, por ejemplo, podría dar adecuada contestación a si la situación griega actual o la de Polonia, o la de Italia desde junio del 43 hasta el fin de la guerra son propiamente de revolución? Y los ataques de los llamados guerrilleros que ha habido o pueda haber en España, ¿cuándo son de carácter revolucionario, cuándo bélico y cuándo simplemente criminal?


  2) La justificación de los hechos revolucionarios en caso de triunfo como de justicia, lleva consigo la anulación de la eficacia en estos casos del seguro, ya que las destrucciones o muertes tienen el carácter de castigo y se estimaría la indemnización por su causa como una ofensa a los principios triunfantes. Claro es que este posible efecto excede de la esfera del seguro, institución económica.


  B. Riesgos de la naturaleza.


  Tienen una menor importancia en el ámbito de los seguros personales que estamos estudiando. El de inundaciones, quizá el que mayor problema puede plantear en el seguro de cosas, tiene muy ligera repercusión en los personales; además, la localización característica de los restantes hace que sus efectos no puedan ser excesivamente grandes.


  Siempre será mayor su incidencia dentro del seguro de accidentes que en el de vida, ya que constituyendo aquél una parte muy limitada de éste, en la que precisamente se centran todos los efectos de estos riesgos, la intensidad relativa es muy superior. El seguro de vida, con sus primas elevadas y su proceso de capitalización, soporta perfectamente muchos golpes que el de accidentes, con sus primas reducidas y anuales, no puede resistir como no acuda a los procedimientos especiales fundamento del seguro catastrófico.


  El principal riesgo de la naturaleza que nos interesa estudiar es el terremoto, ya que los efectos de otros como el huracán y la erupción y la inundación, sólo difícilmente pueden originar una siniestralidad anormal.


  El terremoto es una conmoción o sacudida del terreno ocasionada por fuerzas interiores del globo, y desde un punto de vista más científico, los movimientos vibratorios, instantáneos y violentos de la corteza terrestre.


  La característica más acusada en relación con el seguro es la localización en determinadas zonas del globo de la posibilidad de sus efectos.


  En las vidas humanas sus efectos pueden ser muy grandes, aun cuando siempre son más fácilmente compensables por la localización de los mismos, lo que no ocurre en otros riesgos catastróficos como la guerra y la epidemia que se caracterizan por su generalidad.


  En España no es muy probable su existencia, salvo en la región granadina que desde muy antiguo se ha visto frecuentemente afectada por terremotos, siendo el último de importancia el de 1884, que causó 690 muertos en la provincia de Granada y 155 en la de Málaga.


  C. Epidemia.


  La epidemia se define como la proyección en un momento o período determinado a una masa humana ampliamente extendida de una enfermedad infecciosa.


  Lo característico de la epidemia debe buscarse tanto en el conjunto de condiciones sanitarias, como en la naturaleza de la enfermedad.


  Aun cuando hoy, gracias a los perfeccionamientos alcanzados en la higiene y los nuevos descubrimientos en la medicina, no parece posible una vuelta a las grandes epidemias de otros tiempos, es siempre éste un riesgo que puede producir en los seguros de vida, y especialmente de enfermedad, una siniestralidad que destruya todos los cálculos sobre los que están basados.


  La epidemia de gripe de 1918, que produjo 146.000 defunciones en España, nos demuestra cómo aún es preciso tener muy en cuenta este factor "catastrófico" en los seguros personales. Y especialmente cuando, como ocurre con esta última enfermedad, no hay medios profilácticos de defensa contra ella, aunque la inexistencia de epidemia al finalizar la última guerra mundial, como se había previsto, hace pensar si las sulfamidas y penicilina han abortado en sus comienzos su aparición.


  Desde muy antiguo se ha querido ver en el comienzo de las epidemias un paralelismo al de otras catástrofes. Lo que es sin duda cierto es que las guerras producen unas condiciones generales favorables a la propagación en forma epidémica de las enfermedades.


  En el seguro de enfermedad este riesgo influye importantemente, ya que sus primas son pequeñas y no existen en él reservas, por lo que aun sin ser muy intensa la epidemia puede hacer imposible las prestaciones de los aseguradores. Excluir los efectos de este seguro por este riesgo es hacerle inútil precisamente cuando es más necesario.


  Capítulo III. Cobertura del riesgo catastrófico


  Si por una parte la naturaleza del riesgo catastrófico hace difícil su cobertura en el seguro, por otra esa misma naturaleza la hace necesaria, si no quiere convertirlo en una institución falta de la eficacia que debe pedírsela. Queremos en este capítulo estudiar de un modo teórico, ya que las soluciones prácticas españolas las analizamos más adelante, la posibilidad de esa cobertura que tantos beneficios produciría en el campo del Seguro y en la economía nacional.



  Necesidad de la misma.


  La aseguración es algo más que un negocio que proporciona saneados dividendos: es una institución que tiene un fin público que cumplir. Ese fin es el de proteger económicamente de las eventualidades e incertidumbres de la vida. Esta protección no es un capricho, es una necesidad, ya que casi sólo mediante ella se puede lograr la necesaria estabilidad conveniente para una economía ordenada y una vida sin constante zozobra.


  Antes de entrar en el examen específico de la necesidad para cada una de las ramas de seguros personales de esta cobertura, haremos algunas consideraciones de carácter general.


  A. En el seguro en general.


  a) Interés público.


  El equilibrio económico de un país se alteraría profundamente, si precisamente en los momentos en que se produjesen acontecimientos que exigen una rápida indemnización y protección, la institución aseguradora, que tiene dentro de la economía la función estabilizadora, se inhibiese y dejase a todas las economías privadas lesionadas sin el estímulo regenerativo que habían creído contratar.


  b) Interés estatal.


  Directamente, el Estado también siente esa necesidad, no ya por su misión de defender el interés público a que nos hemos referido, sino por ver su patrimonio amenazado al encontrarse en la ineludible necesidad de atender a esas economías damnificadas.


  Prueba de esto, en relación con los seguros personales, son las leyes concediendo indemnizaciones a las víctimas de la guerra: de Italia, de 12 de julio de 1932, para los combatientes, y de 18 de agosto de 1940 para los civiles; en Alemania, para los combatientes, el 1 de abril de 1939, y el 1 de septiembre de 1939 para los civiles; en Inglaterra, los Decretos del 15, 21 y 22 de septiembre de 1939, para los primeros, y 14 de septiembre del mismo año para los segundos.


  Estos casos representan disminuciones en el patrimonio público estatal que podrían haberse visto en parte evitadas con un adecuado sistema de cobertura del riesgo de guerra. El Gobierno norteamericano, con el espíritu práctico que caracteriza a aquel pueblo, y ante la negativa de las Compañías aseguradoras a aceptar el riesgo de guerra, organizó, por la necesidad que de él había, tanto en la guerra anterior como en la más reciente, un sistema muy interesante, que estudiamos en las páginas 79 y 87 y que en definitiva no es sino una sustitución de inmanentes obligaciones estatales, por un sistema de seguro, bien que en este caso estuviese concebido con libertad tal que el Gobierno federal hubo de hacer al mismo importantes aportaciones.


  c) Interés de los aseguradores.


  Tan grande como puede ser el de cualquier otro, y aun no extrañaría que mayor, tienen los aseguradores interés en que el asegurado quede cubierto no sólo de los riesgos ordinarios que ellos aceptan, sino de aquellos otros que por su magnitud y anormalidad no pueden por sí solos soportar.


  En España, el seguro de accidentes individuales, que muy probablemente, dado el período de crecimiento en que se encontraba, hubiese casi desaparecido, merced a la solución que se dió al problema en su seno creado ha tenido un gran aumento en la producción desde 1935, en que la cifra de capitales fué de 4.500 millones de pesetas, con 119.000 pólizas, hasta 1945 en que se aseguraron 31.400 millones de pesetas en 240.000 pólizas.


  Si efectos tan beneficiosos han causado regulaciones que por acertadas que fuesen tenían el inconveniente para cumplir su cometido, de afrontar a "posteriori" imprevisiones y deficiencias técnicas, fácilmente puede imaginarse el interés que tiene para los aseguradores la existencia de un sistema que permita ofrecer una póliza con una garantía total de cuantos riesgos puedan afectar a la modalidad de seguros de que se trate. Comprobación de esto es el hecho de que aún faltando esa necesaria garantía, y con el temor de las consecuencias que podría acarrearles, se han visto obligados a ofrecer en ocasiones la cobertura de estos riesgos extraordinarios, ante el temor de perder en otro caso su cartera de pólizas.


  d) Para los asegurados.


  El que se asegura es porque siente necesidad de ello, no generalmente por capricho, y esa necesidad es de una cobertura de todos los riesgos que le preocupen, y no solamente de una parte.


  B. En las diversas ramas de seguros personales.


  a) En el seguro de vida.


  Son muy variados los fines u objetivos que se buscan en este seguro, generalmente el sustitutivo económico al hombre que sostiene una familia y puede faltar; en otros casos, la garantía de un préstamo hecho en atención a las circunstancias personales de alguien; o sencillamente un modo de garantizar una donación suficiente. En todos ellos se completa la función del seguro, si no se amparan todas las causas que pueden ocasionar la muerte. Lo que se busca es la garantía total. Para que el seguro lleve a cabo su función social reparadora, es no ya conveniente, sino absolutamente necesario que esto ocurra.


  Si hubiese causas de muerte no amparadas por el seguro al contratante de una póliza que durante varios años estuviese haciendo sacrificios para llevar la tranquilidad a su familia, de apenas nada le habrían servido sus esfuerzos al encontrar la muerte por alguna de las causas excluidas, y se vería su familia desamparada. Del mismo modo se encontraría defraudado el que hubiese prestado fiado en las cualidades personales del prestatario si encontrase éste la muerte por causas extraordinarias. En estos casos, además del perjuicio particular que sufren los directamente afectados en cada caso, padece la ordenación social y económica que no se encuentra suficientemente defendida por el seguro.


  La extensión, por lo tanto, a los riesgos catastróficos del seguro de vida, es una verdadera necesidad social y económica de que no se puede prescindir a pretexto de que la actual organización de la institución aseguradora no permite con garantías suficientes la cobertura. Esa necesidad social y económica exige que por encima del interés privado se ordene el seguro del modo más conveniente para alcanzar la totalidad de sus fines, no que se ordenen los fines esenciales para la mejor conveniencia al interés privado de los aseguradores.


  En el riesgo de guerra, que es el único estudiado y regulado debidamente de los catastróficos, encontramos cómo casi sin excepción el Estado reconoce la necesidad de asegurarlo. En algunos países se impone a los aseguradores la cobertura del riesgo de guerra y en otros se la facilita o se instituye un seguro estatal contra ese riesgo. Esto se comprende porque, sin su cobertura, el seguro de vida sólo llenaría a medias su deber social. Además, de ese modo, el Estado defiende su propio interés, aprovechándose indirectamente del seguro del riesgo de guerra al disminuir sus obligaciones asistenciales para las familias de los soldados muertos en el cumplimiento de su deber.


  b) En el seguro de accidentes.


  No existe tan definida la necesidad de cobertura en riesgos extraordinarios, ya que por ser limitadas las causas de muerte que cubre, tiene menos importancia que se prescinda de una más. Sin embargo, también es notable la conveniencia de la extensión de sus riesgos a la mayor parte de las causas de muerte violenta, pues es tendencia natural en cualquier institución abarcar su objeto del modo más completo posible. Girard33 define el accidente, a través de la práctica de las compañías, como "lesión corporal ocurrida por la acción repentina e involuntaria de una fuerza exterior". Todos estos requisitos se dan en las muertes a consecuencia de guerra, revolución, terremoto, etc. Por lo tanto, la exclusión de estas causas en los seguros, representa la reducción del ámbito que debe corresponder al riesgo de accidente. Este seguro, todavía en formación, ha ido poco a poco ampliando su esfera de acción; y sólo alcanzará su madurez cuando comprenda la protección a los riesgos que denominamos catastróficos. Prueba de ello es en España el crecimiento experimentado por esta modalidad aseguradora a consecuencia de la Ley de 17 de octubre de 1941 y la O. M. de 30 de mayo de 1944.


  c) En el seguro de accidentes de trabajo.


  Hasta ahora, se mantiene (Hernáinz)34 en la postura de que sólo deben incluirse dentro del concepto de accidente de trabajo, y, por lo tanto, indemnizarse, los siniestros que tengan directa relación con el trabajo que se esté efectuando. Con ello se excluyen de la protección la guerra, el atentado no social, al que así se da en la doctrina una calificación especial, y todos los casos de fuerza mayor. Esta postura, hoy día corriente, es conveniente superarla. Del mismo modo que desde la presunción de culpa en caso de accidente del obrero, se ha llegado hasta la moderna teoría del riesgo profesional, en que la indemnización se concede con entera independencia de la existencia o no de la culpa civil, cabe llegarse a la inclusión dentro de este seguro de cuantos riesgos afecten al obrero ocasionados o no por el trabajo. Lo que se busca en esta modalidad del seguro (en este aspecto típicamente "social", aun cuando no lo sea tanto en otro, ya que el contrato propiamente de seguros es hecho por los patronos, y en el que no tiene ninguna intervención el obrero, como se destaca en numerosas sentencias del Tribunal Supremo), es la mayor protección posible del obrero, del riesgo económico de la falta de ingresos por accidente y ésta sólo se dará cuando, prescindiendo de la causa, se garantice todo daño corporal producido en el acto del trabajo. Es éste un exceso muy leve de carga económica sobre el patrono, ya que no puede ser muy grave la incidencia de los riesgos catastróficos en este seguro, que completaría la protección35.


  d) En el seguro de enfermedad.


  Puede tener grave trascendencia la no cobertura del riesgo de epidemia o la cobertura sin base económica bastante, al dejar en desamparo a los contratantes precisamente en los momentos en que más se agudiza la utilidad de la protección. La mínima cuantía de las primas que se cobran en esta modalidad de seguro y la falta absoluta de reservas, por pagarse por meses naturales las primas, hacen más patente esta necesidad.



  Problemas que plantea en el seguro.


  La tendencia natural de la institución aseguradora es la de procurar la cobertura más completa posible de todos los riesgos y circunstancias que afecten a la economía humana. Sin embargo, los riesgos que estamos estudiando plantean importantes problemas que han llegado a hacer creer en la imposibilidad de extender hasta ellas el seguro.



    1.–La cobertura de los riesgos ordinarios mediante el seguro, se hace merced a unos procedimientos técnicos ya consagrados y que han pasado a formar parte integrante de la organización aseguradora actual: por ejemplo, la prima anual, la organización por entidades independientes, la fijación apriorística del precio del riesgo, etc. Fundamentalmente se condicionan todos esos procedimientos a uno: no se concibe el seguro sin estadística previa. El riesgo catastrófico, de difícil ponderación estadística, no puede asegurarse mediante la utilización de esos medios aludidos.


    2.–Las empresas aseguradoras tienen una potencialidad económica y financiera proporcionada y bastante, por lo general, para la cobertura del riesgo ordinario, pero completamente insuficiente para asegurar un riesgo caracterizado por su posible magnitud e intensidad en un tiempo quizá muy reducido.



  Desde el año 1870, en que la guerra franco-prusiana, primera de las de envergadura europea, hizo sentir la necesidad de un sistema de cobertura del riesgo de guerra, único catastrófico en el que se han manifestado estas dificultades, se han ensayado muy diversos sistemas para la cobertura del mismo en el seguro de vida. Casi todos ellos, con diferencias no esenciales, han tenido como denominador común los principios generalmente utilizados en el aseguramiento del riesgo ordinario.


  Por ese motivo se ha tropezado con los problemas a que acabamos de aludir y no se ha llegado a una cobertura de verdadera eficacia. En unos casos el precio elevado de las primas hacía ilusorio el seguro, ya que no podían satisfacerlas los interesados, y en otros casos el escaso interés de los aseguradores en unas operaciones que no les iban a proporcionar ningún lucro, han conseguido que hasta la actualidad hayan obtenido poco éxito los sistemas seguidos.


  Estos fracasos han llegado a hacer creer a una parte importante de los técnicos de esta institución, que el riesgo de guerra catastrófico era inasegurable. El actuario inglés Elderton, llega en 1937 a esta conclusión, diciendo al final de la lectura de una comunicación en Munich36 que "las grandes catástrofes no pueden ser cubiertas por ningún sistema de seguro". Lo más que se llega a conceder, como hace Molinaro37, es la posibilidad de cobertura no privada, sino estatal, lo que no sería sino un sistema de subsidios sin ninguna relación con nuestro trabajo ni interés para esta institución.


  A consecuencia de la última guerra han aparecido en la mayor parte de los países por ella afectados, sistemas de seguro de vida propiamente dicho en que se ha aspirado a una protección contra el riesgo de guerra en los combatientes y población civil, partiendo de principios más adaptados a la cobertura de ese riesgo típicamente catastrófico, que los hasta el momento utilizados.


  En Finlandia, Rumania y Hungría, y en cierto modo Francia, se ha utilizado el sistema de compensación entre las Compañías del país. Además, en casi todas las regulaciones se ha convenido en la fijación a "posterior!" de las cargas definitivas de la siniestralidad y se ha tratado uniformemente a todos los asegurados fuesen o no combatientes.


  El aniquilamiento alemán, la no entrada en la guerra de Suiza y Suecia, los problemas financieros y políticos de Hungría, Rumania y Bulgaria, así como el aislamiento cultural respecto de Finlandia, nos han hecho imposible averiguar los resultados que hayan tenido los sistemas seguidos. Especialmente sería interesante conocer el de Finlandia, que es el único país de todos los que pudieran interesarnos que ha conservado su estructura política.


  Podemos hoy, por lo tanto, afirmar que la única experiencia con que se cuenta es la española, que por ser solución posterior a la guerra no tiene el mismo interés, aun cuando nos tiene que resultar a los españoles un legítimo orgullo la repercusión que han tenido nuestras reglamentaciones en el extranjero, y el lugar preferente en que se las coloca en monografías como la de Schaetzle, que terminada en 1944 es de lo más completo, moderno e interesante en este aspecto del seguro de vida.



  Necesidad de un nuevo enfoque de estos problemas.


  El error de todos los que hasta ahora han estudiado el riesgo de guerra, y especialmente como Elderton y Molinaro, se han referido al catastrófico, así como de la mayoría de los sistemas utilizados legal o privadamente, reside en que buscando fundamentos técnicos aseguradores se ha partido de bases ajustadas no a la esencia del seguro, sino a manifestaciones accidentales del mismo.


  Se ha limitado su esencia a las normas corrientes de la organización actual, creyendo que sólo lo que esté dentro de ellas es seguro. No se ha advertido la diferencia intrínseca entre el riesgo catastrófico o extraordinario y el ordinario, diferencia que se tiene que reflejar en su cobertura. Las bases rígidas de que se ha partido son, repetimos, las técnicas empleadas en la cobertura del riesgo ordinario. Pero es que éstas, contra lo por muchos creído, no son esenciales al seguro, sino accesorias a una modalidad del mismo.


  El seguro en la actualidad está organizado bajo la base de las Compañías aseguradoras privadas, el ejercicio económico anual y la determinación previa estadísticamente exacta de las obligaciones a cumplir. De este modo se ha ido desarrollando durante siglo y medio y ha alcanzado, dentro del ámbito propuesto, una perfección técnica casi insuperable.


  Pero, sin embargo, no hay que confundir los principios técnicos organizativos, cuya máxima eficacia reconocemos y creemos indispensable que continúen, con la esencia del seguro. Estos son lo que pudiéramos llamar el armazón de la institución, su organización, que es distinta a sus auténticos principios fundamentales. En éstos es en los que basa esa organización y en los que necesitará basarse cualquier otra para que merezca el nombre de seguro que pretenda amparar los riesgos hasta ahora cubiertos, y otros que, como los catastróficos no lo han sido hasta el presente, al menos con eficiente garantía.


  La esencia del seguro está por una parte en la mutualidad o sea en el reparto proporcional de los daños entre los sometidos a la probabilidad de que les afecten, y por otra en la eficacia, o sea en que ese reparto de riesgos sea conveniente al que en él participa, porque no le grave de modo exorbitante cuando son otros los siniestrados, y porque si lo es tenga la seguridad de percibir la compensación correspondiente a los daños sufridos.


  La mutualidad está en todo momento presente en el seguro. De un modo puro en la organización mutualista, y "forfetariamente" en el seguro mercantil, ya que éste no hace en el fondo más que concretar con cada uno de los adherentes a su masa compensatoria un contrato que beneficia al asegurado en cuanto sabrá exactamente a cuánto asciende su obligación y al asegurador al tener la probabilidad de beneficiarse por existir una tasa de siniestralidad inferior al precio de la misma–lo que conoce por medio de la estadística– que, además, puede mejorar mediante la selección de riesgos.


  El seguro mercantil es, pudiéramos decir, un estado adelantado en la cobertura del riesgo; sin embargo, está tan latente en el seguro el principio mutualista, que hoy se vuelve cada día con más pujanza a él. En Norteamérica existe una corriente de transformación de Compañías en Mutualidades, y en el resto del mundo está cada vez más extendía la participación en los beneficios, que viene a ser una fórmula intermedia entre uno y otro sistema.


  La seguridad es también absolutamente necesaria al mismo. Cuando no existe podrá haber algo de apariencia semejante a él, pero nunca verdadero seguro. Por eso toda solución que no proporcione absoluta "seguridad" no tiene interés en este caso.


  De estos dos principios debería haberse partido para estudiar la cobertura del riesgo extraordinaria; al no hacerlo, y partir de principios accesorios que la técnica ha podido llegar a considerar como fundamentales, se ha llegado a la convicción errónea, como lo son sus premisas, de que el seguro de los riesgos catastróficos es inaceptable, cuando la inaceptable es la cobertura de ellos con la técnica ordinaria.



  Proyección en ella de los principios esenciales del seguro.


  Habiendo ya situado en debida forma el error de los teóricos y aseguradores en su generalidad, al tratar el problema veamos la posibilidad de estudiarlo partiendo de los principios esenciales del seguro que acabamos de exponer.


  La "seguridad", base del seguro, puede conseguirse por medio de los estudios estadísticos que nos den el valor medio de un riesgo, partiendo de que esa "realidad estadística" se va a dar en la masa de asegurados. Para que esto ocurra es preciso que exista para cada empresario de seguros, asegurador, si es mercantil, o personalidad mutual, si no lo es, un número de casos sobre los que operar que permitan el cumplimiento de la ley de los grandes números.


  En el seguro ordinario la técnica ha llegado a proporcionar una casi matemática seguridad en la realización de los presupuestos estadísticos, al conseguir un aumento en la masa de asegurados de cada Compañía por la clasificación de riesgos, no admitiendo los que puedan ser objeto de un mismo siniestro, y por el reaseguro, que por una parte iguala las sumas aseguradas y por otra permite a los aseguradores ampliar extraordinariamente sus riesgos (en el sentido de objetos distintos sometidos a riesgo); además, existe también el coaseguro, que viene a ser como una mutualidad de pequeñas proporciones. La práctica de siglo y medio en el aseguramiento de riesgos ordinarios enseña que estos sistemas permiten a las Compañías evitar cualquier desviación que pudiese haber respecto de las tarifas con que se opera.


  Ahora bien, no ocurre lo mismo en los riesgos extraordinarios; su naturaleza y la de los siniestros que los originan hacen inútil el sistema de división de riesgos practicado en el riesgo ordinario.


  Procede esta diferencia entre una y otra clase de riesgos, una de las más importantes en el campo asegurador, de su distinta etiología y proyección. Vimos al estudiar los siniestros catastróficos, cómo éstos se caracterizaban por estar compuestos por una pluralidad o universalidad de siniestros individuales; este hecho hace que del mismo modo que se considera un solo siniestro, un incendio de una manzana de casas, aunque esté cada una de ellas asegurada en distinta Compañía, se considere igualmente un solo siniestro catastrófico todo el conjunto de la siniestralidad procedente de una causa aun durante un período amplio de tiempo, como la duración de una guerra o una epidemia. Esta posible amplia magnitud, unida a un distanciamiento entre esa clase de siniestros, que origina la imposibilidad de estudio adecuado, hace que resulten estériles los procedimientos ordinarios en su cobertura.


  Pero, sin embargo, absolutamente no se diferencian unos siniestros ni unos riesgos de otros; solamente son distintos en relación a nosotros, pues mientras los ordinarios están al alcance de nuestra posible proyección, los catastróficos no. La prueba de que su diferencia es relativa, la tenemos si tomamos el siguiente ejemplo: para los aseguradores españoles, el riesgo de incendio de una casa es completamente previsible, ponderable y dentro del alcance de sus medios; pero, en cambio, en una isla sin relación con el resto del mundo, en que hubiese cuatro casas, el riesgo de incendio de ellas estaría fuera de la posibilidad de cobertura por los procedimientos ordinarios y se tendría que apelar a otros.


  La característica exclusiva que distingue al riesgo catastrófico es la desproporción con nuestros medios estadísticos y económicos.


  Partiendo de esa desproporción nuestra, debemos aspirar a combatirla; y ¿qué medios emplearemos para ello?


  Es preciso tener en cuenta, en primer lugar, los procedimientos de cobertura de riesgos ordinarios, y ver qué posibilidad tiene su ampliación. Anteriormente dijimos que las características técnicas del seguro actual eran las primas anuales y la organización por Compañías. En estos dos hechos advertimos dos limitaciones, convenientes a la cobertura normal, pero que para la del riesgo extraordinario es necesario suprimir: la primera es la limitación temporal; el período de cobertura del riesgo es anual, no sólo porque casi siempre se pague la prima por año, sino, principalmente, porque el ciclo económico es el año; la otra limitación es espacial, la de los grupos instituidos para asegurados de una sola Compañía. No influye en este caso excesivamente la existencia del reaseguro, porque éste tiene preferentemente una función igualadora de riesgo, más que propiamente difusora de los mismos; aclarando: sólo difunde los riesgos en tanto que excedan al pleno de las Compañías.


  Volviendo al caso de la isla, si hubiese que asegurar las cuatro casas, lo primero que procuraríamos sería que no hubiese para las mismas dos aseguradores, ni que cada año se repartiesen como beneficios las primas cobradas, sino que por una parte extenderíamos lo más que se pudiera espacialmente el número de objetos asegurados y por otro, lo prolongaríamos temporalmente acumulando todas las primas o cuotas que fuesen pagadas.


  Pues precisamente ese es el caso del riesgo catastrófico, por lo que la primera preocupación para su adecuada cobertura debe ser anular las barreras establecidas por la organización de Compañías en la masa de asegurados, a fin de ampliar cuanto sea posible el número de éstos en que se vayan a difundir los efectos del riesgo, y por otra proyectar temporalmente el período de observación, o sea el ciclo económico, a fin de difundir también en el tiempo los efectos de las posibles catástrofes.


  Ruiz y Ruiz, artífice de la teoría del riesgo catastrófico, dice: "El Seguro es fundamentalmente división de riesgos. Esta división puede ser de carácter que denominaríamos lineal, cuando se distribuyen dentro del ámbito de una entidad aseguradora; al revertir sobre el reaseguro, surge una nueva dimensión, ya que dos intereses del Seguro coinciden, y, por lo tanto, nos encontramos con la división de riesgos en superficie, si bien ésta no alcanza su verdadera amplitud hasta que no adquiere carácter internacional, o sea sin límites geográficos; a pesar de todo lo conseguido, no es suficiente cuando se trata del riesgo catastrófico; es necesario proyectar éste nuevamente en el tiempo, de una manera continua, con lo que se consiguen funciones estadísticas espaciales, o sea de tres dimensiones. Con este mecanismo, la masa indispensable de riesgos continúa incrementándose constantemente y en régimen de función exponencial"38.


  En esta explicación geométrica de los principios que hemos desarrollado puede condensarse toda la teoría de la cobertura de los riesgos catastróficos, que en definitiva es la teoría técnica del seguro.


  A. Proyección espacial.


  Para conseguirla es preciso, como ya hemos dicho, salimos de los actuales moldes del seguro y transformar las distintas masas de asegurados de cada Compañía en una masa común. Esto puede conseguirse mediante el establecimiento de una mutualidad de masas de asegurados, o si se quiere un coaseguro de todos los riesgos catastróficos que forman una comunidad y compensen entre todos sus daños.


  Este puede decirse que es el primer estadio en la organización del riesgo de naturaleza extraordinaria, y que es fácil su realización práctica como hemos podido comprobar en España.


  Una segunda etapa de este coaseguro o mutualidad nacional de riesgos de naturaleza extraordinaria es la nueva ampliación espacial creando otra mutualidad internacional que incluyese la máxima masa posible de riesgos extraordinarios del mundo.


  Es ésta una idea ambiciosa y de difícil realización en una época de divisiones y rencores y carente de todo espíritu de universalidad, pero es la meta suprema de la institución aseguradora que, como ninguna otra, lleva inherente la expansión y el universalismo.


  B. Protección temporal.


  En el seguro actual la unidad de tiempo es el año, no sólo porque generalmente las primas están de ese modo calculadas, sino porque el ciclo económico-financiero de las Compañías lo es.


  La empresa mercantil, en cualquiera de sus modalidades jurídicas, exige la existencia de un período regular y no largo en el que se efectúe un resumen contable y se liquiden los beneficios. Lo exigen también las necesidades fiscales, y siendo el año el período natural después del día más completo y determinado, en él ha venido generalmente la práctica mercantil girando su organización. En el seguro así ha ocurrido, y se ha podido efectuar en la cobertura de los riesgos ordinarios. Al final del ejercicio el balance proporciona los resultados del mismo y los beneficios, si existen, son repartidos. La conveniencia de ampliar el período anual ha llevado siempre a los aseguradores prudentes a la constitución de reservas, independientes de las obligatorias de otra finalidad.


  Al precisarse para la cobertura del riesgo extraordinario, por el volumen y anormalidad que representa, una ampliación aún mayor de la masa asegurada, es preciso acudir a ensanchar el ciclo económico del seguro, o sea la unidad de tiempo a que se destinan las primas. Esto se consigue sin alterar el ciclo económico de las economías privadas, mediante la creación de reservas.


  Esas reservas tienen un carácter análogo a las reservas de riesgos en curso, que es lo que en realidad son, aunque en lugar de proceder de una prima anual, lo sean de una prima correspondiente a un período muy superior de tiempo, que se percibe en fracciones anuales. La única diferencia importante está en que el período ese de tiempo no es rígido, como el anual, sino fijable de acuerdo con las necesidades que se estimen previsibles.


  La formación de reservas, complemento con que también el asegurador ordinario amplía su masa de asegurados, plantea problemas en el seguro catastrófico.


  La extensión que debe darse a esa formación de reservas, ya que es verdaderamente difícil establecer una norma fija sobre esto, y no existiendo experiencia, es preferible no dar reglas rígidas con anticipación, sino como hemos expresado, resolver lo conveniente en cada momento a medida que se vea que estas reservas alcanzan una cifra muy difícilmente superada por la más fuerte siniestralidad.


  Otro problema que se plantea es el de que paguen unos asegurados que no corren riesgo por los que lo corren. Esta objeción difundida con exceso en muchos medios pseudo técnicos, implica un desconocimiento de la esencia de la mutualidad y, por tanto, de su aplicación a la mutualidad temporalmente proyectada. En ésta los sometidos al riesgo no son los que están en el momento del siniestro dentro de la masa siniestral, sino, además, los que han estado y estarán dentro de ella.


  Y todavía un tercer problema es el del destino de esas reservas en caso de conveniencia de cesar el aumento. No es posible, ni tampoco conveniente, devolver a los mutualistas, como ocurre en las mutualidades de seguros, la parte de cuota sobrante; por ello, lo más apropiado y útil puede ser simplemente la supresión de las nuevas cuotas acumulables, quedando las reservas existentes como herencia del patrimonio económico que las antiguas masas de asegurados legan a las futuras, a no ser que se utilizase un procedimiento mercantil en la cobertura extraordinaria, como se práctica en España en la modalidad de "Cosas", con el riesgo catastrófico puro, o sean sus efectos directos, que se cubren por Compañías como un ramo más, pero compensándose los siniestros en el Consorcio.



  Posibilidad de esta cobertura.


  Hemos visto ya la posible aplicación práctica de los principios esenciales del seguro en sus proyecciones espacial y temporal, que permite aumentar extraordinariamente la masa de asegurados de las Compañías. Ahora debemos pensar en si con esas bases puede llegarse a encontrar un sistema de cobertura de los riesgos catastróficos que inspire la conveniente garantía y que no sea una mera fórmula teórica que quiebre al tropezar con la realidad.


  La dificultad con que siempre hemos de encontrarnos es la de no tener previsiones estadísticas, ya que éstas son imposibles para nosotros por la desproporción entre nuestros medios y la magnitud y distanciamiento con que se presentan las catástrofes


  De esta imposibilidad estadística es de donde principalmente se ha deducido la inasegurabilidad de estos riesgos. Sin embargo, esto no es exacto. Lo único que correctamente podría deducirse sería la inasegurabilidad por los medios actuales, de lo que precisamente nosotros hemos partido.


  Lo esencial para que el seguro exista es la "seguridad", y ésta, sin duda, se alcanza preferentemente con el conocimiento exacto, estadístico de los riesgos. Pero también puede alcanzarse por un reparto tan amplio de los mismos, por una multiplicación tan extrema de la masa asegurada, que haga que por muy grandes que sean los efectos siniestrales la difusión de éstos no grave excesivamente cada patrimonio afectado, y eso es lo que con las proyecciones espaciales y temporales de las masas puede conseguirse.


  Otro procedimiento de aumentar las garantías de este seguro, es el seguido en todas las mutualidades puras, de repartir a "posteriori" los efectos del siniestro entre los asociados. En caso de que no fuesen suficientes la proyecciones espacial y temporal de masa asegurada, podría encontrarse de ese modo otro aumento en la garantía.


  Y aún puede añadirse otro, y es el de la disminución de los capitales asegurados. Esto sólo va contra la esencia del seguro, cuando la detracción exigida anula la eficacia a la indemnización, pero no en otro caso. Y, además, tiene un antecedente dentro de la técnica actual aseguradora. En el seguro de vida, si los años declarados no coinciden con los reales, se opera una reducción en el capital asegurado. En el seguro catastrófico se podría establecer en caso de unos efectos superiores a lo previsto del siniestro, la presunción de que la prima insuficiente correspondía a un capital menor que el que figuraba en el contrato.


  Con la aplicación, en la medida que sean necesarios, de los cuatro principios que hemos visto; extensión espacial de la masa asegurada, proyección temporal de la misma, reparto de los daños entre la masa cuando se conozcan los efectos del siniestro y reducción de capitales asegurados, pueden aumentarse de un modo extraordinario las garantías y seguridad que el seguro proporciona, hasta conseguir prácticamente una garantía completa.


  Hay con todo una verdad irrebatible en las afirmaciones de los negativistas de este seguro, y es que no puede existir garantía contra todo riesgo extraordinario. Eso iría contra la naturaleza humana, condenada por mandato divino a la incertidumbre. A lo que con la cobertura de este riesgo se aspira, es proporcionar la mayor garantía posible al hombre, y eso sí puede lograrse. Pues desde la limitada cobertura ofrecida por el seguro ordinario, hasta la que puede ofrecerse en el seguro extraordinario, existe un camino enorme que podemos afirmar que basta para las necesidades económicas de la humanidad, porque el seguro sólo puede remediar los daños económicos privados, no los que tienen un carácter de trascendencia pública. Ese es uno de los problemas en el seguro de daños de las guerras, ya que cuando ha habido disminuciones en el patrimonio nacional, suficientemente importantes para apreciarse, no basta la compensación que se verifique del "nominal" asegurado, puesto que la pérdida de valor del dinero, paralela a la pérdida del patrimonio nacional, hacen que ese dinero, "nominalmente" contratado, no pueda cumplir la función indemnizatoria que se le asignó. La diferencia es la incidencia del "siniestro nacional" en el asegurado, que no puede combatirse con ningún seguro, ya que éste no crea auténtica riqueza, sino que da estabilidad al reparto privado de la existente, y, claro, su disminución es problema que no puede combatirse con el seguro, sino exclusivamente por el trabajo y la inteligencia humanas utilizando los bienes naturales y el "capital" existente.


  En otro aspecto, si hubiese un diluvio universal y quedasen unos pocos supervivientes, los daños excederían del ámbito económico y alterarían la sociedad, y el seguro no es sólo que no pudiese compensarlos, sino que no tendría interés alguno que lo hiciese.


  Del mismo modo puede enervar los efectos del seguro, del catastrófico y del ordinario, una revolución que altere los cimientos de la sociedad, a lo que se podría decir que el seguro sería inútil; pero es que lo inútil no sería el seguro, sino la sociedad en la que éste se asentaba.


  Por eso, reconociendo que hay límites de catástrofes a los que el seguro no puede llegar, y causas que impiden toda eficacia a cualquier seguro, afirmamos que mediante el seguro contra el riesgo catastrófico puede aspirarse a combatir perfectamente los riesgos hoy excluidos por los aseguradores, si bien del mismo modo que hay un límite al que el seguro ordinario no puede llegar, también hay otro para el seguro catastrófico, lo que sin embargo no quita la eficacia y la necesidad de éste. Y por último, que la aspiración del seguro debe ser llegar a proteger a la economía humana contra todos aquellos riesgos que no impliquen una "revolución" en la organización social y civilización que hagan indiferente la compensación que bajo la sociedad y civilización pasada podría proporcionar el mismo.


  Capítulo IV. Teoría y práctica extranjera


  Aun cuando hubiésemos deseado poder aportar a este trabajo referencias doctrinales, prácticas y legislativas de otros riesgos de naturaleza catastrófica distintos del de guerra, nos hemos encontrado con la inexistencia, en cualquiera de los tres aspectos que hemos citado, de ningún antecedente que podamos estimar interesante. La menor frecuencia y probabilidad de anormalidad, unido a la fuerte potencia económica de gran parte de las Entidades aseguradoras de otros países, hace que no hayan merecido atención especial esos otros riesgos. catastróficos, que en los ramos personales podemos considerar secundarios, por ser el de guerra, al que en ciertos casos pudiera asimilarse el de revolución, el que presenta verdaderos problemas y el que ha sido indispensable abordar teórica y prácticamente.


  Y aun dentro del riesgo de guerra nos encontramos con otra limitación en el estudio comparativo que vamos a hacer en relación con nuestro trabajo. Solamente se abarca su cobertura en el extranjero dentro del seguro de vida, pero en ningún caso en el de accidentes individuales, como se ha hecho en las reglamentaciones españolas.


  Por lo tanto, nos limitaremos en este capítulo a referirnos al riesgo de guerra en el seguro de vida dentro de la doctrina, la legislación y la práctica extranjera.



  I.– Literatura doctrinal del riesgo de guerra


  El seguro de vida, en su concepción técnico-matemática y propiamente aseguradora, comenzó a desarrollarse con el siglo XIX.


  La preocupación por resolver los problemas que planteaba la guerra se encuentra primeramente en los países más afectados por ésta. En Alemania, que intervino en las numerosas guerras centroeuropeas de mediados del siglo pasado, fué donde aparece por primera vez un trabajo sobre esta materia. Se publicó en Leipzig, en 1869, siendo su autor W. Karup39. En 1873 aparece otro debido a J. Dienger40. En Francia encontramos el primer estudio, en 1872, publicado en "Le Moniteur des Assurances", por Adan41, y en que se recogían las enseñanzas en el seguro de la guerra francoalemana de 1870.


  En Alemania destacan entre otros, con anterioridad a la guerra europea, los artículos publicados en Zitschrift fur die Gesamte Versicherungs-wissenschaft (Z. V. W.), por Leibrand en 190142 y Wehberg en 191043, así como el de Loewy en 190944. Con ocasión de la guerra de 1914-1918, se intensificaron los estudios de esta clase, mereciendo especial atención los de Binder45, Mueller46 y Florschutz47 en 1914, Lubarsch48 en 1915, Feher49 en 1916, Hockner50 y Beume51 en 1917, Mittermuller52 en 1918 y Meyer53 en 1919. En los años siguientes disminuye el interés por estos estudios y sólo encontramos un trabajo de Patzig en 192454 y otro de Heinel55 en 1927. En los años de preparación de la última guerra mundial y principios de la misma vuelve, ante la necesidad imperiosamente sentida de una regulación adecuada, a notarse la preocupación por este tema y podemos citar, entre otros muchos, trabajos de Nobel56 en 1935 y 1940, de Ulrich57 en 1939, de Moller58 en 1936, de Goudefroy y de Daniel59 y60 en 1940 y de Conrad61 en 1936 y 1939.


  En Francia, después de los trabajos de Senes62 y Lux63, debidos sin duda a la psicosis de guerra originada por el "Boulangismo" y de algún otro como los de Risser64 y Germain65 de la postguerra pasada, surge una preocupación por este estudio que comienza con el artículo de Guillion66 en 1928 "Le Journal de la Assureur et de la Assuré", siguiendo por el de Bernus67 en "Le Bulletin trimestriel de l'Institut des Actuaires Français" en 1931, por la magnífica tesis doctoral de Gregoire68 en 1934 y muy recientemente, ya con ocasión directa de la última guerra, por los artículos de Tonneau69 en la "Reassurance" en 1939, Picard70 y Doh71 en la "Revue Generale des Assurances Terrestres" en 1940, Chatelier72 en "l'Argus" de 1941 y Besson73 en 1943, que es el último que conocemos; y, además, la interesante tesis de Bourdiol74 que hemos utilizado en este trabajo.


  En Suiza no comenzaron tan pronto esta clase de estudios, sin duda porque hasta este siglo no se ha independizado técnica y prácticamente el seguro en ese país de las influencias extranjeras, aun cuando después podremos ver el alto nivel que ha llegado a ocupar. Destaca el interés que despertó desde muy pronto el estudio del riesgo de guerra entre los estudiantes universitarios que se refleja en las tesis doctorales que existen sobre el tema: en 1914, de Linsmayer75; en 1940 de Wollner76, y por último, la de Schaeztle77 en 1944, que tan útil nos ha sido en este estudio. Además, interesa especialmente el artículo de Dumas78 en 1911, en el "Bulletin de l'Association des Actuaires Suisses", el de Bonnet79 en 1939 y el de Moser80 en el XII Congreso Internacional de Actuarios celebrado en Zurich en 1940. Y muy recientemente, el artículo de Robert81 en la "Revue Suisse d'assurances" de julio de 1946.


  En Inglaterra y Estados Unidos apenas se ha estudiado como en el Continente la cobertura del riesgo de guerra, mereciendo sólo la atención algunos trabajos de tipo actuarial y estadístico, como los de Baldwin82 sobre la influencia de la epidemia de grippe en el seguro, publicado en 1938; el de Schoolin y Rusher83 en 1903, sobre la mortalidad en la guerra sudafricana; el de Smee y Ackland84 sobre el seguro de los militares y marinos de profesión en 1899, y el de Thompson85 de 1915 sobre el mismo tema. También, y con una finalidad más amplia, debe destacarse la comunicación de Brown86, leída en el "Insurance Institut of London", en 1929. Y con una relación más directa con la cobertura del riesgo de guerra, únicamente hemos encontrado los dos trabajos de Elderton87 a que hemos hecho referencia en el capítulo primero de este estudio.


  También deben citarse los trabajos de índole estadística presentados por Schooling88, Schida89 y Haan90 en el IV Congreso Internacional de Actuarios celebrado en Nueva York en 1904; y los de Watson91, Bischof92, Goldschmidt93 y Bleicher94 en el V Congreso celebrado en Berlín en 1906, en que se discutió los límites en los que el seguro era posible. Y por último y especialmente por haberse realizado ya en plena guerra mundial, los documentos y comunicaciones al XII Congreso celebrado en Zurich en 1940, debidos a Citteri95, Von Gesau96 y Nyss97, en que se aborda el problema de la cobertura del riesgo de guerra.


  En España existió indiferencia absoluta por todos estos problemas hasta que con la guerra de liberación se plantearon dificilísimas situaciones en el seguro español, que fué preciso resolver. Con las características especiales de nuestra inteligencia de asimilación y estudio rápido de los problemas que se nos plantean, la total indiferencia anterior se transformó en un interés especial por la resolución de las situaciones creadas y las que en lo sucesivo pudieran crearse por motivos análogos; que si por una parte se reflejó en las soluciones y reglamentaciones originales y audaces que estudiamos en este trabajo, por otra, en el campo doctrinal, originó la aparición de teorías completamente nuevas y que pretenden resolver los problemas de un modo amplio y completo, como la de los riesgos catastróficos expuesta en folletos y conferencias por el Director General de Seguros don Joaquín Ruiz y Ruiz, no sólo en nuestra patria98 y99, sino en Estados Unidos100 y Suiza101, que parte de principios fundados en la técnica aseguradora, pero sin ningún antecedente entre los muchos trabajos extranjeros sobre el riesgo de guerra.


  Asimismo merece especial interés la Memoria actuarial presentada por Muntadas102 en 1942 sobre la reglamentación definitiva de la cobertura del riesgo de guerra, que en numerosos aspectos coincide con la solución adoptada en la O. M. de 27 de marzo de 1944. Debemos, por último, añadir otros trabajos en que se comentan las disposiciones españolas sobre esta materia, como los de Martínez de la Fuente103, Navas104, Mariscal de Gante105, Parra Lázaro106, Reyes Aldave107, Verdú108 y Ardizon109.



  II.– La cobertura del riesgo de guerra en los principales países asegurados


  Con objeto de tener la más amplia visión posible del problema, no nos limitaremos a un simple estudio de los procedimientos seguidos en los diversos países en la última conflagración, sino que haremos un breve estudio histórico.


  1. Hasta la guerra europea de 1914.


  El antecedente más antiguo que hemos encontrado es el estudio hecho por el Gobierno holandés en el año 1665, para la formación de una tarifa de indemnizaciones que se deberían pagar a los voluntarios en su ejército por las heridas de guerra.110


  Fuera de este precedente de interés más histórico que sintomático de un problema o una necesidad, en los comienzos del seguro técnico sobre la vida se excluyó la cobertura del riesgo de guerra. En Inglaterra, la "Society of Assurance For Widows and Orphans", fundada en 1699, estipulaba la rescisión de los contratos si el asegurado se hacía militar, y la "Equitable", fundada en 1762, adoptó cláusula análoga; en Francia, en 1788, la "Compagnie Royale d'Assurances" excluía el riesgo de guerra; y por fin, lo mismo establecía en sus Estatutos la "Lebensuersicherungsbank fur Deutschland a Gotha", fundada en Alemania en 1828.


  En Alemania se inició, durante las guerras de 1864 a 1871, una corriente favorable a la cobertura con sobreprima previa y única, si bien muy pocos contratos se formalizaron. Después de la guerra del 70 se reconoció la necesidad del seguro contra el riesgo de guerra haciéndose para ello varios intentos desde la constitución de un verdadero consorcio de entidades aseguradoras al que se aportasen las sobreprimas, hasta el seguro gratuito, habiendo cuando estalló la guerra de 1914 gran diversidad de procedimientos con ese fin.


  En Francia se siguió en cierto modo un camino paralelo al de Alemania. En 1830 ya se admitía la posibilidad de cubrir el riesgo mediante pactos especiales. Después de la guerra de 1870, muy dura para el seguro francés, se inspiró en este aspecto en la experiencia de las compañías alemanas, cubriéndose mediante una sobreprima, y poco a poco fueron variándose las condiciones y tendiéndose a la constitución de cajas especiales administradas gratuitamente por Compañías y en las que el asegurador no tenía ningún beneficio. En 1896, "Le Phenix" introdujo el procedimiento de cubrir el riesgo de guerra con los beneficios correspondientes a los asegurados, que sólo se entregarían en el caso de que durante la vigencia del contrato no se hubiese producido ninguna guerra.


  En Inglaterra y Estados Unidos se miró en un principio con mucha prevención la cobertura de este riesgo, dándose el caso de que algunas Compañías yanquis hiciesen muchos beneficios al no devolver las reservas matemáticas de los asegurados que murieron en la guerra de Secesión. En Inglaterra estuvo excluido este riesgo durante casi todo el siglo XIX, si bien poco a poco fueron las Compañías aceptándolo, haciendo su aparición las "free and unconditional polices". De esto se exceptuó solamente el seguro popular, que mantuvo la cláusula que excluía la guerra. Lo que en Inglaterra preocupó más fue la agravación de riesgo que representaban los militares de carrera, a los que se cobraba una sobreprima. Para la "Gresham" se hicieron con este fin estudios por los actuarios Amee y Ackland. En la guerra anglo-boer se pidió a los asegurados una sobreprima del 7,35 por 100, que fué muy superior a la mortalidad, que no excedió, para los aseguradores, del 3,9 por 100. En Estados Unidos, en 1890, se siguió el sistema de declarar a los dos años de vigencia la incontestabilidad de la póliza, quizá pensando en la poca probabilidad de entrar en ninguna guerra.


  Podemos afirmar, resumiendo lo dicho, que el principio que dominó la cobertura del riesgo de guerra en todo el siglo XIX y principios del XX, fué el de la libertad de las Compañías. Bien por los principios liberales que impregnaban la época, bien porque las guerras no tuviesen una trascendencia que hoy se denominaría social, no se sintió la necesidad de la intervención pública en este aspecto.


  El sistema de la libertad ofrecía grandes peligros, pues siempre ocurría que se concedían las mejores condiciones a los asegurados, cuando estaba reciente el recuerdo de los efectos de la guerra, y en cambio no era probable hubiese una nueva. O sea cuando menos falta hacía. En cambio, cuando el peligro se aproximaba, las condiciones se agravaban o se rechazaba la cobertura del riesgo.


  Para conocer mejor los diversos sistemas que fueron seguidos, vamos a incluir un breve esquema con los diferentes procedimientos utilizados por las Compañías aseguradoras en esta época, que hemos conocido a través de las referencias de Bourdiol111, Maze112, Schaeztle113, Dupuig114, Schooling115 y Levy116.


    A. Cobertura gratuita.


    a) Absoluta.


    b) Con cargo a los beneficios de los asegurados.


    B. Cobertura con sobreprima.


    a) Única.


    1) Obligando a la Compañía al pago del capital asegurado.


    2) Constituyendo un fondo especial que se repartirá entre los beneficiarios de los fallecidos.


    b) Periódica.


    1) En época de paz.


    a') Constituyendo un fondo varias Compañías con estas aportaciones, para repartir luego los siniestros en proporción a las primas recaudadas por cada una de ellas (sistema consorcial).


    b') Constituyendo fondos especiales las Compañías, a reserva de pedir al conocer la mortalidad, ya una derrama entre los asegurados supervivientes, ya una reducción en los capitales siniestrados.


    2) Durante las hostilidades.


    C. No cobertura.


    a) Total.


    a') Declarando nulo el contrato al comenzar las hostilidades sin devolución de las reservas matemáticas.


    b') Rescindiéndolo temporalmente.


    1) Con devolución reserva matemática o rescate en caso de muerte exigiendo para la reanudación del seguro un reconocimiento médico.


    2) Sin devolución reserva matemática ni necesidad de reconocimiento médico para reanudar el contrato.


    b) Parcial durante el período de carencia.



  2. Durante la guerra europea.


  La primera importante confrontación con la realidad que sufrió la cobertura del riesgo de guerra, fué la de la guerra europea. El principio de la libertad contractual, hasta ese momento inatacable, fué sustituido por la intervención del poder público para regular un aspecto de la institución aseguradora de una importancia tan grave y decisiva. A continuación estudiaremos separadamente en algunos países los efectos económicos técnicos y legales que tuvo este acontecimiento en 1a contratación y regulación de la cobertura del riesgo de guerra.


  A. Alemania.117


  Al estallar la guerra utilizaban las Compañías alemanas de vida sistemas muy distintos: unos cubrían el riesgo de guerra gratuitamente, no exigiendo sobreprima más que a los militares de carrera. Otros amparaban gratuitamente este riesgo a todos los asegurados hasta un capital determinado, reservándose la posibilidad de no pagar sino una cantidad a cuenta inmediatamente, y el resto al finalizar las hostilidades; una compañía, la "Leipziger Lebensversi-Cherungs Gesellschaft auf Gegeuseitigkeit", no exigía el pago de la sobreprima hasta el fin de la guerra; otras compañías cubrían gratuitamente el riesgo de guerra, exigiendo un período de carencia, y por fin, y quizá el grupo más importante de aseguradores, redactaban la cláusula de guerra de un modo análogo, no concediendo al asegurado muerto en acción de guerra otro derecho que el de la cantidad a que ascendiese la reserva matemática.


  Los nuevos seguros contratados durante la guerra no aceptaban, sino en condiciones muy rigurosas, la cobertura de este riesgo. Durante los primeros meses los aseguradores no admitían en sus pólizas la cobertura. Solamente dos de ellas, la "Gotha" y la "Friedrich Wilhelm", lo aceptaban mediante una sobreprima del 6 y el 4 por 100, fuesen o no combatientes los asegurados. Las restantes compañías fueron después aceptándolo en condiciones análogas.


  Distintos problemas surgieron, además, en el seguro de vida. El pago de la reserva matemática a los asegurados que muriesen por efectos de la guerra, se había establecido que debía hacerse al fin de las hostilidades, pero como éstas se prolongaban, se acordó por bastantes compañías pagarlas en Bonos de Guerra. Por otra parte, no se había establecido claramente si los contratos quedaban en suspenso durante la guerra (en los casos en que sólo se tenía derecho a la reserva matemática). Por ello se requirió la intervención del Gobierno, que en 1917 ordenó regulase esa situación la Oficina de Vigilancia de Seguros. Esta, en la Orden de 20 de diciembre de 1917, prescribió que todo asegurado tenía derecho a que su seguro se pusiese de nuevo en vigor, debiendo solicitarlo en el término de seis meses desde la conclusión del tratado de paz. Las Compañías quedaron obligadas a conceder préstamos para el pago de primas atrasadas. Además, se exigía a las Compañías que efectuasen la revalorización de las pólizas sin necesidad de nuevo reconocimiento médico, sustituyéndolo por una reducción de la suma asegurada en los primeros años.


  En Austria, especialmente, se desarrolló una modalidad de seguro contra el riesgo de guerra, caracterizada porque el seguro de vida principal se contrataba por años (seguro temporal), sin que existiese, por lo tanto, reserva matemática, la prima oscilaba entre el 4,4 por 100 y el 11 por 100 del capital asegurado, y se incluía el riesgo de guerra.


  En el seguro de vida popular se excluyó el riesgo de guerra salvo raras excepciones. Se crearon en cambio Cajas de Seguros sobre la base de la mutualidad, que repartían las aportaciones de los asociados, al fin de la guerra, entre las familias de los difuntos.


  Las dificultades surgidas a consecuencia de la diversidad de contratación del riesgo de guerra, llevó a los aseguradores a estudiar la posibilidad de uniformar las condiciones especiales de este riesgo. Como ya en 1909 se había hecho con las condiciones generales del seguro de vida. Así nació el proyecto de 1916, que tanta importancia ha tenido posteriormente.


  Caracteres del proyecto de 1916.–Los aseguradores deberán soportar el riesgo de guerra para todas las pólizas suscritas anteriormente a ella. Se crea un fondo de guerra para compensar el exceso de mortalidad y eventualmente los beneficios no realizados. Este fondo se nutre por aportaciones de la Compañía de un X por 100 de los capitales asegurados y de los intereses que produjese. Si las pérdidas por mortalidad no excediesen de una determinada cantidad, podrían ser amortizados durante los primeros años al fin de la guerra; en caso de exceder podría acordarse una contribución entre los asegurados que tenían pólizas en vigor al fin de las hostilidades.


  El proyecto tuvo defensores y detractores. Principalmente fué combatido el principio de la "universalidad de los asegurados", que hoy día domina en la contratación de este riesgo, y que ha sido recogido primeramente por la legislación alemana de la última guerra.


  Este proyecto no tuvo trascendencia en la guerra de 1914-18; su finalidad y objetivo eran para el futuro, para que en el caso de una guerra, no ocurriese lo que había pasado en aquélla. En 1917, una asamblea de aseguradores se declaró de acuerdo con el proyecto, y después del armisticio se quiso llevarlo a la práctica, pero las consecuencias económicas de la postguerra crearon problemas superiores a los de la guerra, que monopolizaron la atención de las Compañías de Seguros.


  B. Francia.118


  Al comenzar la guerra, el sistema de cobertura dominante en Francia era el de suspensión de la póliza, a no ser que se suscribiese un "avenant" y pagase una sobreprima de guerra por adelantado. (Esto ocasionó muchas dificultades.) Algunas compañías ("D'Assurances Generales") aplicaban el sistema del fondo común (ver clasificación anterior), y la mayor parte de las pólizas emitidas por compañías extranjeras acordaban la cobertura gratuita hasta un cierto capital suscrito.


  El sistema del "avenant de guerre" era con mucha diferencia el más generalizado. La suscripción de este suplemento dió lugar a bastantes complicaciones y dificultades. Para resolverlas, y de acuerdo con los aseguradores que propusieron la fórmula, se dictaron las órdenes circulares de los Ministerios de Trabajo y de la Guerra, de 24 y 26 de agosto de 1914, respectivamente, relativas a los seguros sobre la vida suscritos, por militares o asimilados.


  Se ampliaba para ellos el plazo de treinta días para suscribir el "avenant de guerre" hasta cuarenta, a partir del 20 de agosto; se admitía que suscribiera dicho suplemento toda persona que tuviese un interés directo o indirecto en el seguro, y se daban facilidades para el pago de la sobreprima; bastando en el primer momento con la suscripción del apéndice. Además, las compañías deberían restituir a sus asegurados los excedentes después de haber pagado todos los siniestros y no podrían valerse de las cláusulas que tuviesen sus pólizas sobre rescisión del seguro por no pago de la sobreprima de guerra.


  Las sobreprimas más usuales fueron del 10 por 100, 7,5 por 100 y el 5 por 100 del capital en riesgo (deducido del asegurado la reserva matemática), según la categoría militar.


  A pesar de todas las facilidades, lo elevado relativamente de la sobreprima impidió a la mayor parte de los asegurados cubrirse en este riesgo. Hay que tener en cuenta que por ser jóvenes la mayor parte de los movilizados, el capital en riesgo se acercaría mucho al capital contratado.


  Por lo tanto, puede decirse que los asegurados franceses no estaban cubiertos, en general, contra el riesgo de guerra, sino que en sus contratos estaba en vigor la cláusula de exclusión de los riesgos de guerra que concedía el derecho a las reservas matemáticas, y que si el asegurado tenía que tomar parte en las operaciones quedaba suspendido temporalmente el contrato, que en los ocho meses siguientes, al fin de las hostilidades, entraría de nuevo en vigor, sin examen médico, pero mediante el pago de las primas atrasadas con intereses de retardo al 4 por 100.


  La cantidad de contratos suspendidos por la guerra fué tan elevada que el Gobierno se vió en la precisión de dictar la Ley de 22 de julio de 1919, que fué modificada y completada por el Decreto de 19 de septiembre del mismo año.


  En estas disposiciones legales se regula el reparto de los fondos que se habían constituido con la reserva matemática de los asegurados movilizados muertos mientras sus seguros estaban en suspenso, así como las asociaciones de sistema tontino que expiraron durante la guerra, y los casos referentes a los seguros en caso de vida, en que los beneficios de mortalidad ocasionados por la guerra deben devolverse a los herederos de los asegurados fallecidos en proporción a las reservas matemáticas de los contratos correspondientes, determinados en el día de la muerte del asegurado.


  C. Inglaterra.119


  Desde algún tiempo antes de la guerra, los aseguradores ingleses habían emitido pólizas incontestables, por lo que los asegurados estaban protegidos contra el riesgo de guerra. En el seguro popular no estaba cubierto este riesgo, habiéndose reservado las compañías la facultad de exigir sobreprima sobre los contratos emitidos con anterioridad al 4 de agosto de 1914.


  En los contratos posteriores a la ruptura de hostilidades, los aseguradores pidieron en un principio sobreprimas de 7 libras 7 chelines, por 100 libras aseguradas, a los combatientes, y de 5,5 a los no combatientes. Meses después del principio de la guerra, las sobreprimas para los nuevos asegurados aumentaron, llegando hasta el 20 por 100 del capital asegurado, y, además, las compañías limitaron la aceptación de seguros con este riesgo a un capital no superior a 1.000 libras. Puede decirse que prácticamente quedó cerrado para los nuevos seguros la cobertura del riesgo de guerra.


  Al acabar la guerra, y sin duda alentadas por la sólida situación económica en que quedaron, volvieron a emitir pólizas incontestables, en las que se incluía el riesgo de guerra sin pago de sobreprima.


  D. Estados Unidos.120


  Del mismo modo que Inglaterra, al estallar la guerra emitían los aseguradores norteamericanos pólizas "free and inconditional". Sin embargo, para los contratos posteriores a la entrada de los Estados Unidos en la guerra no incluyeron el riesgo de guerra. Solamente algunas compañías, excepcionalmente, lo cubrieron mediante sobreprimas arbitrarias y muy elevadas o estableciendo una contribución a pagar al fin de la guerra.


  En vista de esta actividad del seguro privado, el Estado instituyó por sí mismo un seguro de este riesgo por "Act of War Risk Insurance" de 6 de octubre de 1917, que fué modificado por otra el 24 de diciembre de 1919.


  Este seguro estatal de vida se destinaba exclusivamente a los miembros del ejército y la marina, que deberían expresar su deseo de asegurarse al ser movilizados. Se comprendían los riesgos de muerte e invalidez. El capital asegurado variaba de 1.000 a 10.000 dólares, a voluntad del asegurado, por fracciones de 500. La prima oscilaba desde 0,63 por 100 a los quince años, hasta 33,5 por 100 a los sesenta y cinco. Las primas, mientras el movilizado estaba en servicio, eran retenidas de su sueldo y eran remitidas a la "Office of War Risk Insurance". Los beneficios estaban limitados por la ley a determinados grados de parientes, entre los que podía designar el asegurado.


  En caso de invalidez recibía el asegurado una renta pagadera desde el momento en que ocurriese la misma, y en caso de muerte la indemnización la recibirían los beneficiarios en 24 plazos mensuales.


  En la misma disposición legal se establecían efectos retroactivos y automáticos para este seguro en relación a los movilizados muertos o inválidos en acción de guerra antes de su promulgación, en los que se presumía la voluntad de haberse asegurado, y se les concedía el beneficio de un seguro de 25 dólares mensuales.


  Durante los años de guerra el seguro era temporal por cinco años, pagándose cada año la prima que señalaba la tarifa para la edad en él del asegurado, y se podría transformar en un seguro ordinario al cesar las hostilidades. De este modo se querían compensar en parte las pérdidas que hubiese ocasionado el seguro propiamente de guerra. Pero mientras casi la totalidad de los movilizados contrataron la cobertura de guerra, muy pocos transformaron sus contratos a ordinarios, debido sin duda a que no podían sostener el pago de las primas, que durante la guerra les habían sido descontadas de sus sueldos.


  La finalidad de este seguro fué, en parte muy importante, la de evitar las cargas extraordinarias que pesarían al Gobierno por las indemnizaciones de los movilizados que pereciesen o se invalidasen en la guerra. Se creyó que éste sería el método más conveniente para los beneficiarios y menos oneroso para el Estado. Por esto no encaja completamente el estudio del mismo en nuestro trabajo, ya que más que un seguro en el sentido que se da a esta institución es una forma de socorro a la que también contribuyen los beneficiados.


  3. En la guerra mundial 1939-1945.


  Muy pronto fué advertido por los diversos gobiernos que la función social que cumplía el seguro de vida quedaría ineficaz si se excluía de su ámbito la cobertura del riesgo de guerra, el principal que en esos momentos afectaba al hombre, sin distinción de que fuese o no combatiente, ya que mediante los destructores medios modernos de guerra y el sentido de "guerra total" que se dió por todos los beligerantes a la última, quedaban por completo anuladas las distinciones básicas en otros tiempos, pues ni se podía matizar la diferencia de peligro entre los combatientes y los civiles ni convenía al sentido de solidaridad entre todos los nacionales que tuviesen más carga aquellos que al menos teóricamente se exponían más, y sobre los que pesaba la de la salvación de la Patria.


  En casi todos los países se reguló por el Gobierno la contratación de este riesgo, si bien muchas veces la finalidad de esta regulación del contrato de seguro era entrar en la protección de los combatientes eludiendo en lo posible la necesidad de las indemnizaciones estatales.


  A. Alemania.121


  A pesar de los ensayos de unificación que hubo en Alemania en 1916 y en 1931, cuando en 1939 se declaró la guerra existía bastante diversidad en las condiciones del seguro del riesgo de guerra. Sólo en un punto estaban todas las Compañías de acuerdo: la cobertura es obligatoria y no exigía declaración de entrada en campaña. En los detalles había diferencias: los períodos de carencia eran de unas doce semanas; los recargos sobre las primas del 0,1 por 100 al 15 por 100; las sobreprimas, del 1 por 100 al 12 por 100 del capital o del capital en riesgo; en unas pólizas se establecían contribuciones pagables al fin de la guerra, en otras, reducciones en los pagos a los asegurados, etcétera. Algunas Compañías adoptaron las condiciones del proyecto de 23 de julio de 1931.


  Desde el momento de la declaración de guerra se dictaron por la Oficina de Vigilancia numerosas circulares para regular la cobertura, en especial de nuevos contratos del modo más conveniente a los intereses del pueblo y a la futura marcha del seguro. Destacan por su trascendencia: la circular R 39, del 1 de septiembre de 1939, en que se declaraba obligatoria la cobertura de este riesgo a los contratos antiguos y los que desde entonces se hiciesen sin plazo de carencia, mediante el pago por el asegurado de una sobreprima única que por primera vez en el seguro no era proporcional al capital asegurado, sino progresiva (ninguna hasta 200 marcos, 2 por 100 hasta 3.000; 3 por 100 hasta los 17.000 siguientes, así como el excedente), limitándose los capitales cubiertos a 100.000 marcos, y sobre todo no haciéndose diferencia entre soldados y civiles; la circular R 44, de 7 de octubre de 1939, que modificó a la anterior, y en la que se establecía que para cubrir el déficit producido por la mortalidad de guerra no podrían pedir las Compañías ni otra sobreprima ni un anticipo sobre la contribución, pero en cambio sí podrían reducir sus préstamos en caso de rescate o de vencimiento de la póliza, pero no en el de muerte, reducción que podía ser desde un 0,25 por 100 hasta un 1,5 por ciento de la suma asegurada, por cada mes de guerra. También las prescripciones de esta circular se aplican al seguro de grupo. La circular R 47/40, de 25 de julio de 1940, limitó la anterior reducción a un máximo de once meses; la circular R 39/40 redujo la sobreprima fijada por la circular R 39 pero, posteriormente, a consecuencia de la campaña rusa, la Oficina de Vigilancia se vió en la obligación, el 31 de agosto de 1942, de elevar de nuevo las sobreprimas fijando una escala que comenzaba en un 1,5 por 100 para los 200 marcos, y llegaba al 5 por 100 para el capital que excediese de 40.000 marcos; la circular R. 48/40 obliga a las Cajas para caso de muerte a cubrir el riesgo de guerra. Las disposiciones posteriores a esa fecha no nos ha sido posible hallarlas ni conseguir una idea de cuál fué el resultado económico de las mismas.


  Dos hechos esenciales se advierten en la legislación alemana sobre este punto: primero, el ya citado de la igualdad de los asegurados en el pago de las primas, considerándolos a todos como una comunidad de riesgo; el segundo, las modificaciones que fueron hechas de los contratos en curso, un paso más en la política interventora del Estado, explicado por el amparo a la colectividad que defendía la patria, aún en contra de los intereses individuales.


  B. Francia.122


  Los sistemas de seguros del riesgo de guerra más utilizados en Francia en la preguerra eran: el de "Le Phenix", del seguro completo con cargo a los beneficios de los asegurados; el de la prórroga del vencimiento del contrato, que era seguido por la mayor parte de las compañías, en que el asegurador, en lugar de pedir la sobreprima de guerra al asegurado, la percibe mediante una deducción de la reserva matemática, representando la reserva restante la reserva matemática de un contrato del mismo tipo, pero con vencimiento más tardío–en los casos de seguros de vida entera, en que es imposible retrasar el vencimiento, se opera una reducción del capital asegurado–este sistema, si bien, en general, favorece a los asegurados, es perjudicial para los aseguradores al reducir el conjunto de las reservas matemáticas, y por otra parte, hace soportar todos los efectos de la guerra en los asegurados supervivientes, lo que no es ni justo ni conveniente; el sistema del "avenant" y la sobreprima única, o suspensión del contrato, a que anteriormente nos hemos referido. De las 43 compañías francesas en 1939: cuatro ofrecían el seguro completo; 10 una combinación entre seguro completo y prórroga del vencimiento; 17 prórroga del vencimiento; 5 suspensión del contrato, y 7 de nueva creación, cubrían gratuitamente el riesgo de guerra, siempre que se hubiese suscrito en un tiempo determinado antes de la guerra.


  En 1939, las compañías declararon, de común acuerdo, que aplicarían una cláusula en sus nuevos contratos que excluyese la muerte de los soldados durante la movilización, así como la de los civiles directamente imputable a hechos de guerra. Para la cobertura del riesgo establecieron las compañías condiciones muy duras, hasta del 10 por 100 del capital, lo que prácticamente paralizó la cobertura de este riesgo.


  Para remediar esta situación se dictó el Decreto-Ley de 22 de febrero de 1940, que procuraba la creación de un grupo de sociedades de seguros que garantizase el riesgo de guerra. Este Decreto hizo que se cubriese. Todas las compañías que quisieran trabajar en este riesgo deberían ingresar en el grupo.


  En el Decreto sólo se garantizaban los "riesgos de guerra extranjera", Se considera como riesgo de guerra: la muerte de los antiguos militares en el término de dos años de pertenecer a las fuerzas armadas, o en el de uno de acabar las hostilidades; la muerte de cualquier persona, hasta un año después del fin de la guerra, cuando resulte directamente de heridas o lesiones ocasionadas por acción de guerra o violencia del enemigo; la muerte, cualquiera que sea la causa, de las personas deportadas o internadas por el enemigo, en unos términos máximos de dos años de cesar esas medidas o de uno de acabar la guerra (art. 8).


  La Ley de 14 de mayo de 1941 modificó el Decreto, extendiendo la cobertura no sólo a los muertos causados por el enemigo, sino los ocasionados por cualquier beligerante.


  En el reglamento de régimen interior del "Grupo de Compañías de Seguros sobre la Vida" de 26 de febrero de 1940, que tiene por objeto el seguro contra el riesgo de guerra, se establece en su artículo 13 que sólo se admitirán pólizas de 300.000 francos, sin participación en los beneficios.


  Las condiciones de la cobertura eran el pago de una sobreprima previa del 4 por 100 del capital asegurado, pudiendo en caso de necesidad exigirse por las compañías primas anuales hasta de un 2 por 100. La contribución es igual para militares y civiles. En caso de muerte, el asegurador no paga sino un 40 por 100 de la prestación, pagando el resto en el plazo de dieciocho meses del fin de la guerra.


  A causa del poco interés de las compañías, que no obtenían ningún beneficio; de lo elevado de las sobreprimas y de lo ambiguo de las cláusulas, en contra de a lo que estaba el asegurado francés acostumbrado, fué un fracaso completo este grupo de compañías, no formalizándose por su conducto más que 200 contratos.


  El Decreto de 11 de julio de 1941 modificó notablemente el reglamento interior del grupo de aseguradores. Se aumentaron las posibles combinaciones del seguro; en caso de muerte se ordenó el pago del 80 por 100 de las prestaciones y la sobreprima se redujo del 4 por 100 al 1 por 100 del capital.


  En cuanto a los seguros para caso de vida, si bien no se dictó ninguna disposición, en la Ley de 14 de mayo de 1941 se expresa que continúa en vigor la Ley de 22 de julio de 1919, que en su artículo 6 preceptuaba (regulándose posteriormente por el Decreto de 19 de septiembre de 1919) que los Beneficios obtenidos por las compañías en los contratos para el caso de vida a causa del exceso de mortalidad causada por la guerra, deberían ser repartidos entre los beneficiarios de los asegurados muertos en ella.


  C. Suiza.123


  En 1939, el seguro del riesgo de guerra se contrataba en Suiza por los sistemas habituales similares a los que existían en Francia y Alemania y muy diferentes para casi cada compañía: período de carencia; sobreprima previa; contribución "a posteriori"; devolución de la reserva matemática, etc.


  Ante el peligro de una guerra, se buscó una solución que cuando estalló estaba ya preparada, pudiéndose de este modo aprobar el 2 de septiembre de 1939, por el "Bureau Federal des Assurances" el reglamento especial relativo a la cobertura del riesgo de guerra uniforme para todos los asegurados de la cartera suiza. Debían éstos pagar una contribución de guerra única exigible un año después del fin de la contienda. Previa autorización, las compañías tienen derecho a diferir el pago de las prestaciones durante la guerra, con el fin de que todos los asegurados puedan participar igualmente de los sacrificios que se impongan.


  Caracteriza a las nuevas condiciones lo siguiente: todos los asegurados, tomen o no parte en la guerra, son tratados de idéntico modo; la contribución es exigible después de la evaluación de las pérdidas, y no se fija ningún máximo de capital asegurable.


  Este reglamento, que en un principio fué aplicable sólo a los contratos concluidos desde septiembre de 1939, se declaró, en virtud de acuerdo federal de 15 de mayo de 1940, extensible a todos los contratos en vigor.


  D. Inglaterra.124


  De idéntico modo a lo ocurrido en 1914, las compañías inglesas, antes de 1939, emitían pólizas incontestables que no excluían ningún riesgo de muerte. Solamente durante la crisis europea de 1938 restringieron las compañías la emisión de estas pólizas. Y muchas compañías, cuando fué decretado, el 28 de mayo de 1939, el servicio militar obligatorio, extendieron a los movilizados los beneficios de sus pólizas, que hasta entonces sólo alcanzaban a los incorporados voluntariamente. Los militares de carrera sí pagaban sobreprimas que oscilaban de 2,50 a 5 por 100 del capital. La difícil situación en que podían haberse encontrado las compañías inglesas, se amortiguaba debido a que la mayor parte de las pólizas estaban emitidas con participación en los beneficios, y éstos eran los que habían de satisfacer, al menos en parte importante, las pérdidas de la compañía por hecho de mortalidad.


  Al comenzar las hostilidades las compañías redujeron para los nuevos contratos la garantía en caso de muerte por operaciones de guerra, a la cantidad de primas pagadas o al valor del rescate si era éste superior.


  Se restringió mucho la contratación, siendo preciso que se estableciesen cláusulas especiales. Al ser en los primeros meses de guerra muy reducida la mortalidad, las compañías ofrecieron cláusulas más liberales, distinguiendo entre los asegurados que luchaban fuera de la metrópoli y los otros. Se exigían a los primeros sobreprima de 5,5 por 100, y hasta de 10 por 100 a los aviadores. En cambio, a los que permanecían en la metrópoli, las sobreprimas eran de 1 10s, que se doblaban si se preveía además el riesgo de invalidez total. En algunos casos se estipulaba que las sobreprimas se satisfarían durante cinco años y hasta más.


  En el invierno 39-40, adoptaron las compañías medidas más favorables para el asegurado, llegando hasta a la cobertura gratuita.


  Al producirse la invasión de Francia volvieron a hacerse más severas las condiciones del riesgo de guerra y aumentaron las sobreprimas al mismo tiempo que se aumentaron los precios ordinarios.


  En el resto de la guerra se siguieron emitiendo pólizas con sobreprima y también una cláusula en las pólizas con participación en los beneficios muy interesante, en la que se establecía que se pagaría en caso de muerte por efecto de guerra: a los civiles que se encontrasen en el Reino Unido, un 25 por 100 del capital asegurado, más el doble del total de primas pagadas; y a los miembros de las fuerzas armadas, marina mercante o cualquier persona en el extranjero el doble de la suma de las primas pagadas.


  En los últimos tiempos se emitían pólizas con participación en los beneficios, en que sin sobreprima se cubría el riesgo de guerra.


  Como ha podido verse, en Inglaterra contribuyó en parte importante a la cobertura del riesgo de guerra, sin que se perjudicase la estabilidad de las compañías, la modalidad de seguro con participación en los beneficios. En Francia este sistema ha sido practicado por "Le Phenix", siendo el que probablemente ha dado mejores resultados en su país, y se ha mantenido por más tiempo, desde 1896 hasta por lo menos 1940.


  Los efectos de mortalidad extraordinarios durante la guerra fueron perfectamente compensados por las compañías, contribuyendo principalmente a ello la excelente mortalidad ordinaria que tuvieron durante ese tiempo.


  E. Estados Unidos.125


  Paralelamente a Inglaterra, en los Estados Unidos se emitían antes de 1939 pólizas de vida "free and unconditional", pero al comenzar a apuntarse la posibilidad de guerra comenzaron a utilizar la cláusula "War risk Rider", que excluía en ciertos casos el riesgo. Generalmente escogían entre una de estas tres posibilidades: excluir el riesgo de guerra, cubrirlo mediante aumento de primas y rehusar el candidato.


  En caso de muerte en acción de guerra con pólizas que excluían ese riesgo, no se pagaba más que el importe de las primas pagadas con intereses del 3 por 100, o si era superior, la reserva matemática. Durante 1940, los aseguradores cubrieron sin restricciones este riesgo para los norteamericanos que no abandonasen Estados Unidos. Para los soldados y marinos el capital máximo se fijaba en 5.000 dólares, si no tenían treinta años; teniendo más edad, se aseguraban hasta 10.000 dólares. Las compañías canadienses tenían condiciones similares, pidiendo sobreprimas que variaban desde 9 por 100 del capital para el servicio militar activo en el extranjero, al 1 por 100 para los viajes de civiles por Europa.


  Previendo la entrada en la guerra el 1.° de octubre de 1940, se dictó en "The National Service of Life Insurance of 1940", que fué ratificado el 3 de junio de 1941, y en la que se seguían las líneas generales del "Act of war risk insurance de 1917".


  Podía asegurarse todo el personal de las fuerzas armadas dentro de un período de treinta días de la movilización. La cantidad máxima asegurable es de 10.000 dólares, con un mínimo de 1.000 y fracciones de 500. Las primas eran análogas a las de la guerra anterior, calculadas de la "American experience Tables of mortality" al 3 por ciento y se establecía una escala que comenzaba en un 0,63 por 100 mensuales a los quince años, y acababa en un 8,67 por 100 a los setenta y cuatro, pagaderas por adelantado. Se cubría el riesgo de muerte (en "The war Risk Insurance of 1917" se cubría también invalidez). Los capitales se cobran en 240 mensualidades de 5,51 dólares cada una por cada 1000 asegurados, en el caso de que el beneficiario tenga menos de treinta años, y en 120 si tiene más. Las primas se pagan deduciéndolas de la nómina en que cobre su sueldo el asegurado.


  Este seguro, de cinco años de duración, puede convertirse después del primer año, sin reconocimiento médico, en uno ordinario de vida entera o mixto de veinte a treinta años. El beneficio de la exención del reconocimiento médico se pierde si se transforma el seguro después de la desmovilización.


  Como se puede ver, esta modalidad se sale bastante de la esfera del seguro puro, y tiene un fin eminentemente político social, como es el de proteger a los combatientes aun cuando acabe el gobierno teniendo necesidad de poner dinero para cumplir las obligaciones de su contratación.


  F. Italia.126


  En este país, el Instituto Nazionale delle Asicurazioni cubría desde 1918 gratuitamente el riesgo de guerra en sus pólizas. Las compañías se vieron por ello obligadas a hacer lo mismo, pero estipulando límites máximos de 30 y 50.000 liras y pidiendo para el excedente sobreprimas únicas del 2 y 3 por 100 del capital asegurado, pagables al concluirse el seguro. Este procedimiento resultó insuficiente, y durante la guerra de Abisinia la Oficina de Vigilancia se vió obligada a autorizar unas sobreprimas del 1 al 3 por 100 del capital y durante la guerra española tuvieron que establecerse sobreprimas del 3 por 100 anual, y únicas del 6 por 100 del capital.


  En 1939, las compañías introdujeron cláusulas restrictivas limitando sus garantías al reembolso de las primas pagadas. La Oficina de Vigilancia, en vista de ello, estudió diversos proyectos que tendían a suprimir las diferencias entre civiles y militares, pero no se llegó a nada definitivo, cuando el 10 de junio Italia entró en la guerra. Sin embargo, se dictó el día siguiente, 11 de junio, un Decreto obligando a todas las compañías a insertar una cláusula para la cobertura de este riesgo. Esta cláusula fué regulada en el Decreto de 5 de septiembre de 1940 y establecía lo siguiente: para la población civil, la cobertura era gratuita, sin límite de capital; las fuerzas armadas debían satisfacer una sobreprima anual del 1 por 100 del capital asegurado, con un capital máximo asegurable de 200.000 liras, y en el exceso de esta cantidad debería pagarse un 3 por 100 del capital; la sobreprima podía fijarse fraccionariamente; y en caso de no ser pagada, el contrato se suspendía, a menos de que hubiese un rescate suficiente para pagar la prima.


  Los asegurados que en la fecha de dictarse el decreto tenían contratados seguros sin cobertura del riesgo de guerra, podían obtenerla pagando la sobreprima sobre el capital "en riesgo".


  G. Bélgica.127


  En Bélgica se cubrió el riesgo de guerra basándose en una mortalidad anual del 6 por 100 (calculada de la guerra europea). Como la competencia hacía que las compañías disminuyesen las primas, el Ministro correspondiente se vió obligado el 31 de diciembre de 1939 a dirigir una circular a los aseguradores prohibiéndoles la cobertura del riesgo sin contraprestaciones bastantes. Antes de la invasión alemana se preparaba un proyecto inspirado en el suizo, que no pudo llegar a realizarse. Las combinaciones que regían anteriormente fueron suficientes para compensar las muertes de la campaña del 10 al 28 de mayo de 1940.


  H. Holanda.128


  Después de 1918 la mayor parte de las compañías adoptaron el sistema de la sobreprima única, que tuvo muy escasa acogida entre los asegurados. La "Utrech", la más importante de las compañías holandesas, comenzó a cubrir gratuitamente el riesgo. Desde 1939 se reservaba el derecho a reducir un 8 por 100 de los capitales asegurados durante la guerra si lo exigían las pérdidas de mortalidad. Fué seguido ese ejemplo por los restantes aseguradores. No se hacía en este sistema distinción entre militares y civiles. La muerte del asegurado por causa de guerra en los tres primeros años del contrato, autoriza a las compañías a aumentar las detracciones exigidas. También aumentan éstas si el capital es superior a 25.000 florines. La reducida mortalidad de la rápida campaña de 1940 con Alemania hizo que no fuese necesario que se aplicase ninguna detracción.


  I. Suecia.129


  En el período entre la guerra del 14 y la del 39, habían tenido los aseguradores cuidado en insertar cláusulas restrictivas de guerra, reservándose la posibilidad de tomar medidas apropiadas en ese caso. Además, habían constituido importantes fondos para catástrofes que destinaban a cubrir parcialmente el riesgo de guerra, pero se habían visto obligados a utilizarlos durante la disminución del tipo de interés, ocasionada por la crisis económica mundial. Por ello se encontraron en la necesidad de tomar medidas comunes en 1939. El 29 de septiembre de dicho año estipularon la cobertura obligatoria para todos los asegurados que deberían pagar una contribución fijada por las experiencias de cada compañía. Además, sólo se pagaría inmediatamente el 50 por 100 del capital asegurado, y con un límite de cobertura de 50.000 coronas.


  Como esta solución adoptada sólo incluía a las nuevas pólizas, se hacía necesario resolver lo más adecuado para los contratos en vigor con anterioridad. Con este objeto se dictó la Ley de 4 de octubre de 1940, aplicable a esos contratos.


  No establece diferencia entre civiles y militares, por lo que los civiles que estaban asegurados gratuitamente dejaban de estarlo. La cobertura del riesgo es obligatoria hasta 200.000 coronas. El coste de ese seguro especial se cubre por contribuciones del asegurado y del asegurador. La contribución total del asegurado no podrá ser superior a un 5 por 100 del capital en riesgo, pagándose anualmente un 1 por 100 de ese capital. El pago inmediato en caso de siniestro durante la guerra se limita al valor del rescate, más la mitad del capital en riesgo. Las compañías contribuirán con un 50 por 100 del aumento de mortalidad, pero si no bastare éste para hacer frente a las obligaciones por ese concepto, también tendrán que soportar la cifra restante. A los asegurados que hayan tomado parte en operaciones de guerra podrán hacérseles reducciones en sus indemnizaciones, pero no a los civiles.


  J. Finlandia.130


  En los contratos en vigor en 1939, sólo se concedía en caso de muerte a los combatientes, el derecho a la reserva matemática. Para remediar esta situación que no satisfacía las necesidades sentidas, se dictó la Ley de 24 de octubre de 1939. Regula los contratos de los finlandeses, o personas que habitasen en Finlandia en vigor en 1939, anulando todas las salvedades y restricciones existentes en los mismos respecto al riesgo de guerra y concediendo a los aseguradores facultades para pedir sobreprimas de guerra. No distingue entre civiles y combatientes. Anula los períodos de carencia en los casos sin reconocimiento médico, y lo mismo hace con los seguros complementarios de capital doble en caso de accidente. Las sobreprimas que se autorizaban en caso de guerra a pedir eran de un 10 por 100 para el seguro de vida y 15 por 100 para incapacidad. Además, pueden hacerse reducciones en las indemnizaciones de acuerdo con la mortalidad extraordinaria habida; por ello no se pagaría inmediatamente la totalidad del capital. Los asegurados que se negasen al pago de la sobreprima sólo percibirían un 50 por 100 del seguro.


  Dos importantes aspectos nos interesa destacar además en esta regulación finlandesa. En primer lugar, el sistema para fijar los períodos por las Compañías, en que se incluye no sólo la mortalidad extraordinaria, sino las pérdidas por inversiones a causa de una moratoria. Para ello, al acabar la guerra, la Compañía determinaba si había habido aumento o disminución en sus reservas libres y el excedente positivo se repartiría entre los asegurados, y el déficit se cubriría mediante contribuciones de éstos. Y por otra parte, el acuerdo a que llegaron los aseguradores el 13 de diciembre de 1939 de soportar las pérdidas de guerra en común, lo que constituye un antecedente del sistema de compensación español.


  K. Noruega.131


  A pesar de que desde 1925 existía un plan común entre las compañías para fijar las condiciones del seguro de vida, no se había llegado a un acuerdo en cuanto al riesgo de guerra y existían diferentes modalidades en su cobertura. En 1939 introdujeron la generalidad de las Compañías las siguientes condiciones: cobertura si se ha efectuado el contrato tres meses antes de la guerra; posibilidad de rebaja en las ramas aseguradas en caso de mortalidad extraordinaria o en su lugar prórroga del tiempo de pago de las primas; no se diferencian civiles y combatientes. En los seguros efectuados después de abril de 1940, se excluía el riesgo de guerra.


  L. Dinamarca.132


  Antes de la guerra se cubría en el seguro danés el riesgo de guerra gratuitamente, debido principalmente a la competencia hecha por la entidad alemana "Gotha", que practicaba hace mucho tiempo esta modalidad. Se establecía generalmente un período de carencia de dos años, en el que podía cubrirse el riesgo con una contribución de un 4 por 100 del capital. En vista de la guerra que comenzó en 1939, las compañías elaboraron un plan común que fué aceptado por las autoridades el 29 de abril de 1940, obligando a todos los aseguradores, pero que no entró en vigor hasta el 1.° de julio de 1940. Las disposiciones más importantes son: igualdad de trato para combatientes y no combatientes. Los primeros debieron estar asegurados seis meses antes del comienzo de la guerra. Sobreprima anual de un 6 por 100 del capital desde el principio de la guerra. Un año después de terminar la guerra, las compañías aseguradoras harán un balance de las cuentas de los asegurados de guerra, en el que figurarán como entradas las primas durante la guerra, las sobreprimas, una parte de las reservas libres de la Compañía y como salidas las sumas pagadas por muerte o invalidez en proporción a las sobreprimas pagadas. Si hubiese déficit se determinará el tiempo que deban seguir pagándose las sobreprimas, debiendo ser aprobado este extremo por el Consejo de Seguros. No se cubre el riesgo de los asegurados que tomen parte en una guerra bajo mando extranjero.


  M. Bulgaria.133


  A partir del 1.° de octubre de 1940 se declaró obligatoria la cobertura del riesgo de guerra. Se establece una sobreprima anual de un 1 por 100 del capital asegurado, que será percibido hasta que se haya formado una reserva de guerra del 4 por 100 de capitales asegurados. Si al acabar las hostilidades no se ha completado esa reserva se podrá seguir percibiendo hasta conseguirlo. Si hubiese excedente sobre la reserva se devolverá a los asegurados. La máxima garantía será de 100.000 levats.


  N. Rumania.134


  Queda regulada la cobertura del riesgo de guerra en el Decreto-ley de 1.° de octubre de 1941. Declara obligatoria esta cobertura para todas las pólizas nuevas o ya en vigor, con arreglo a sus preceptos. Se incluye en el riesgo de guerra, tanto la muerte a consecuencia de operaciones militares, como de otra causa derivada del "estado de guerra". El capital máximo cubierto será de un millón de leis, entregándose del excedente sólo la reserva matemática. Las sobreprimas se establecen anuales y en función inversa de los años de antigüedad de la póliza. Los contratos posteriores a la guerra pagarán, además de la sobreprima, un suplemento especial durante los dos primeros años del 1,25 y 0,50 por 100 del capital asegurado.


  Las sobreprimas y suplementos alimentarán un fondo común de compensación, por lo que deberán ser pagadas en tanto sea necesario para cubrir los siniestros que se obliga a pagar a las sociedades


  Dentro del año siguiente a la firma de la paz deberán las compañías hacer una relación de las sobreprimas y suplementos percibidos y de los siniestros pagados, teniendo en cuenta las reservas matemáticas de los movilizados asegurados muertos durante la guerra por cualquier causa, o si es por causa de guerra en los seis meses posteriores a la misma; y de los demás asegurados muertos a causa de operaciones militares o a consecuencia de lesión o enfermedad por esa causa durante la guerra y seis meses después.


  El excedente del fondo común deberá, si lo hubiere, ser repartido entre los asegurados.


  O. Hungría.135


  Se regula el riesgo de guerra por Decreto de 15 de abril de 1941. Se declara obligatoria la cobertura del riesgo de guerra. Para ello se establece una sobreprima anual. Los seguros ya en vigor al estallar la guerra pagarán dentro de quince días de la iniciación de la misma, la primera, y los nuevos con la primera prima principal. Esta sobreprima será pagadera durante el tiempo necesario para que sean indemnizados todos los siniestros de guerra. Su cuantía será del 6 por 100 del capital asegurado en los seguros en vigor al comenzar la guerra, y de un 10 por 100 para las nuevas. Se formará un "fondo de sobremortalidad de guerra" que permita a los aseguradores compensar entre sí el riesgo de muerte de los asegurados. El ministro de Hacienda podrá aumentar la sobreprima si el balance anual de dicho fondo cerrase con déficit. En caso de superávit se repartirá entre los inválidos de guerra que hubiesen pagado sobreprima en sus seguros.


  Destaca en esta regulación, así como en la de Rumania y Finlandia, la existencia de un régimen de compensación del riesgo de guerra entre las diversas compañías.


  Capitulo V. Reglamentación española de la siniestralidad causada por la revolución y la guerra civil (Primera parte)



  I.– Seguro de vida.


  Es imprescindible para proceder al estudio de nuestra reglamentación actual de la cobertura del riesgo catastrófico en el seguro de vida, el conocimiento de las fórmulas legales utilizadas para resolver los problemas en esa misma rama del seguro ocasionados por la guerra de liberación. Estas normas, que por sí solas tienen un valor aleccionador, son además el antecedente necesario de la O. M. de 27 de marzo de 1944, que en su preámbulo ya indica que sigue los mismos cauces de las leyes de 17 de mayo de 1940 y 12 de diciembre de 1942, de que ahora nos vamos a ocupar.


  A pesar de que por haber finalizado la misión que les fué encomendada de resolver situaciones concretas de hecho ha desaparecido el interés práctico de estas disposiciones, tienen para nosotros un doble valor: directo, al ser antecedente necesario de la legislación actual, e indirecto, por su eficacia en la solución de problemas a los que dedicamos este estudio y por abarcarse en ella cuestiones de interés jurídico y económico extraordinario también relacionados con el objeto de este trabajo.


  Antecedentes.


  A. Hechos.

En 1936, al producirse el levantamiento nacional y consecuente guerra civil, había contratados en España 2.348 millones de pesetas de capitales asegurados. Las reservas de estos capitales el 18 de julio de 1936 eran de 115 millones de pesetas. La mortalidad prevista para 1936 era de 2.219 personas.


  En el clausulado de las pólizas existía unanimidad en cuanto a la cobertura del asesinato, y una extraordinaria gama de variedades en cuanto al riesgo de guerra, si bien puede asegurarse que se cubría en casi todos para la población civil.


  La anormalidad de la guerra civil produjo efectos muy complejos e importantes en el seguro de vida español. Es realmente difícil la reunión de tantas causas perjudiciales al seguro, y con tanta intensidad, como las que coexisten en este caso. Podemos clasificarlas esquemáticamente del presente modo:


   a) Perjudiciales para los asegurados.


    1) Imposibilidad de cumplir las obligaciones contratadas necesarias para la continuidad de su seguro.


    2) Mortalidad extraordinaria en los seguros para el caso de vida.


    3) Desvalorizaciones monetarias en la zona roja.


    b) Perjudiciales para los aseguradores.



1. Mortalidad extraordinaria a consecuencia de muertes violentas de diferente origen.


    Tiene un interés grande conocer la relación en que se hallaban cada clase de esas muertes; vamos a presentarlas, agrupadas en razón de su protección o no, dentro del clausulado de las pólizas.


    A. Incluidos en todos los clausulados sin excepción:


 		Asesinados ..................... 2.573

       	Pasados por las armas ......265

      	Desaparecidos ................. 173 

      	Total ............................. 3.011




    B. Excluidos en aquellas pólizas que no amparaban el riesgo de guerra:


   Muertos en operaciones mixtas 618


    C. De dudosa interpretación, ya que el bombardeo es hecho de guerra, aun cuando en general estas muertes fueron en la población civil y en la casi totalidad de las pólizas a ésta no sé la excluía de la protección aun en caso de guerra:


    Bombardeos....................... 132


    2) Pérdidas en inversiones.


    3) Desvalorizaciones monetarias.


    4) Falta de pago de primas.



  B. Soluciones intentadas.


No fué difícil ver desde los principios de la guerra las dificultades que iba a producir en el campo del seguro. Muy pronto los aseguradores se preocuparon de buscar las soluciones que mejor coordinasen los problemas creados con los intereses de asegurados y aseguradores y con la supervivencia del seguro amenazada en caso de no llegar a la solución de esos problemas.


  El 16 de diciembre de 1937 la Conferencia de entidades aseguradoras que se había reunido en San Sebastián aprobó una moción en la que partiendo de la base de que aun no estando el riesgo de asesinato dentro de lo previsto por los pactos al contratar el seguro, se estimaba que en atención al interés general era conveniente la compensación de todas las muertes motivadas por esa causa, tanto en civiles como en militares y combatientes, para lo que se proponía una solución consistente en el pago de una sobreprima por todos los asegurados con contrato vigente el 18 de julio de 1936, presumiendo que dado el peligro general corrido por todo el mundo sin distinción de sexos ni edades, todos ellos habrían querido protegerse contra el riesgo extraordinario de conocer lo que iba a suceder y si disponían de los recursos necesarios. La sobreprima se debía establecer en relación con el capital "en riesgo" el 18 de julio de 1936 y por la cantidad necesaria para su compensación de los daños que en su día se fijarían, independientemente cada compañía, que las haría efectivas deduciendo su importe al pagar el capital, para los siniestrados por ese motivo extraordinario, y descontándolas de las restantes pólizas gravadas en el momento de su liquidación (esto aparentemente, ya que en realidad la Compañía podría disponer a este efecto de la reserva matemática del asegurado, siempre que ésta fuese suficiente, lo que en los contratos recientes no ocurría).


  En una segunda parte, la referida moción trataba de la cancelación de las posibles pérdidas que pudiesen producirse en las inversiones afectas a reservas matemáticas. Partiendo de que éstas son patrimonio de los asegurados, estimaba que no deben soportarse exclusivamente por las entidades aseguradoras, y proponía la distribución de las pérdidas entre los asegurados, en proporción a la reserva de sus pólizas, si bien añadiendo que también participarían en alguna parte de esas pérdidas las compañías. Proponía asimismo, partiendo del mismo principio de la propiedad de las reservas de los asegurados, repartir las mejoras que en "un plazo prudencial" pudiese haber en la misma proporción que se hubiesen soportado las pérdidas.


  Posteriormente a esta moción se solicitaron de diversos letrados y técnicos actuariales dictámenes sobre la responsabilidad de los aseguradores y sobre las pérdidas en inversiones afectas a reservas matemáticas.


  Clemente de Diego y Maynes136 concluían en cuanto a la mortalidad extraordinaria, afirmando que el riesgo de la revolución española era imprevisible, por no estar calculado en la prima, y siendo ésta el precio del riesgo, no deben compensarse los que no estaban en ella incluidos.


  Maynes dictaminó, en cuanto al segundo problema, que siendo las reservas matemáticas propiedad de los asegurados dichas compañías aseguradoras son tan sólo administradoras legales de las reservas y de los bienes afectos a las mismas, por lo que no puede existir obligación para ellas en cuanto a la reposición de las pérdidas originadas por hechos extraordinarios, aun cuando "las compañías aseguradoras, por su propio interés, como contribución al siniestro colectivo que afecta a todos sus asegurados y por el beneficio que en definitiva ha de reportarles la adopción de una fórmula técnica y legal que permita extinguir aquel déficit y cancelar jurídicamente sus obligaciones, deben contribuir a dicha extinción con la aplicación de un porcentaje que en términos de equidad guarda relación con sus posibilidades patrimoniales y con aquella fracción del perjuicio sufrido que representa el que hubiera podido producirse en circunstancias ordinarias y normales".


  Garrigues137, en cuanto al mismo problema, dictaminó que si bien son las inversiones legales de las reservas matemáticas propiedad de los aseguradores, la concurrencia de los derechos sobre ellas de los asegurados y la naturaleza limitada (garante para responder de esos derechos) de la propiedad, determinaba una comunidad de intereses entre las partes contratantes del seguro que imponían una concurrencia en las pérdidas extraordinarias–por efecto de fuerza mayor, imprevisible en la explotación normal del seguro–, de los bienes afectos a dichas reservas, por lo que las pérdidas derivadas de la guerra civil española deberían ser en común soportadas por asegurados y aseguradores en la proporción que el gobierno estableciese.


C. Problemas en 1939.


A consecuencia de todos los hechos que anteriormente hemos expuesto y de no haberse siquiera llevado a la práctica la solución propuesta en la Asamblea de Aseguradores en 1937, la situación en que se encontraba el seguro de vida español al acabar la guerra en 1939 era, como dijo el Director General de Seguros, "verdaderamente caótica"138 : la falta del pago de primas, por una parte, y por otra, la siniestralidad de 80 millones de pesetas y la difícil situación de tesorería producida en las compañías por la carencia de toda clase de ingresos, con la reducida contratación, creaban una serie de problemas de muy difícil arreglo.


  D. Necesidad de una solución. 


La situación planteada exigía una solución; de no llegarse a ella, sé seguiría un enorme perjuicio:


 
    1.–A los 5.000 beneficiarios de las víctimas de guerra, a quienes se imposibilitaba rehacer su vida.


    2.–A los aseguradores a quienes la situación de desequilibrio financiero podría llevar a la ruina.


    3.–Al seguro como institución, que quedaría desacreditado para mucho tiempo al haber sido impotente en unas circunstancias en que era necesaria su función.


    4.–A la sociedad española en que iba a repercutir la falta de protección a las víctimas de la guerra, y que durante mucho tiempo se iba a ver privada de la estabilidad, consecuencia económica del seguro.



  E. Posiciones que podían adoptarse para ello.


El Gobierno tenía que seguir al final de la guerra uno de estos tres caminos:


  a) Abstención.


  Dejando a las partes interesadas el camino libre para llegar en cada caso a un arreglo o para acudir a los Tribunales en defensa de sus derechos. Esto hubiese ocasionado un verdadero caos por la multitud de casos que podrían presentarse y por los gastos y dilaciones que se hubiesen seguido, aparte de que a la aplicación rígida de las leyes podrían los Tribunales necesitar sacrificar la equidad. Además hubiese sido así imposible solucionar las dificultades de tesorería, que quizá eran el principal problema del seguro de vida español.


  b) Aceptar la propuesta de los aseguradores.


  Este camino ni hubiese sido justo ni presentaba una solución completa, ya que hubiera sido necesario, además, buscar la fórmula de llegar al equilibrio financiero mínimo para cumplir lo propuesto por las compañías.


  A la solución parcial de la moción aprobada por los aseguradores hubiésemos encontrado los siguientes motivos para oponernos:


    a') Es falsa la premisa de que se parte en ella de que los efectos de la revolución, al no estar previstos en las tarifas, no estaban comprendidos en el seguro. Ello sería reconocer la inexistencia de cláusulas contractuales, redactadas como en todo contrato de adhesión por el comerciante, asegurador aquí, y que en todo caso, si hubiese duda en su interpretación, procedería aclararla en beneficio del asegurado por establecerse que el causante de la duda, quien redactó la cláusula, debe sufrir las consecuencias perjudiciales de ella.


    En la doctrina francesa, Walh139 y Missol140 sostienen este principio, que encontramos justo y adecuado a la contratación, con cláusulas impuestas que caracterizan muchos de los modernos contratos de empresa y especialmente el de seguros, pues de otro modo sería injusto que quien ninguna intervención ha tenido en la redacción de cláusulas fuese a ser perjudicado por la confusión posiblemente intencionada de las mismas (art. 1.288, C. C.). El mismo criterio de la doctrina y jurisprudencia francesa, se encuentra en la Sentencia del Tribunal Supremo de 13 de diciembre de 1934, al decir que por ser el seguro un contrato de adhesión, en caso de duda se debe adoptar la interpretación más favorable al asegurado.


    Además, aquí ni siquiera había duda; lo que únicamente ocurría era que el asegurador, que estaba obligado a conocer la técnica del seguro, había prescindido de ella para inducir con más facilidad al contrato, y que de esa impericia del asegurador se dedujese perjuicio para el asegurado, hubiese sido un precedente antijurídico y peligroso.


    No es de aplicación, como pretendían las Compañías, a este caso, el artículo 1.283 del Código Civil, ya que en cualquier póliza de vida constaba claramente la protección contra la muerte por la causa que fuere, salvo excepciones que especialmente se designaban, y entre las que en ningún caso estaba el riesgo de motín o el de atentado. Tan sólo el riesgo de guerra quedaba en algunas cláusulas excluido especialmente, aun cuando por lo general también especialmente se aceptaba. Estimamos por lo tanto muy arbitrario y caprichoso por parte de los aseguradores, afirmar, como para recabar la aplicación del citado artículo 1.283, era necesario, "que no se habían propuesto contratar la muerte por esas causas".


    El artículo 424 del Código de Comercio, única base jurídica en que apoyar la pretensión de las compañías, estimamos que había sido olvidado por el uso mercantil, si es que se interpretase su contenido en el sentido de que era precisa para la cobertura de los riesgos que especifica el pago de sobreprima determinada, ya que quedando éstas al arbitrio del asegurador, podía éste no exigir ninguna, que es lo que en realidad hacía generalmente. En todo caso, el pacto expreso sobre el riesgo de guerra existía en la generalidad de las pólizas; la mayoría de las muertes violentas de asegurados no podían estar afectadas por ese artículo 424, pues no procedían de "servicio militar de mar o tierra en tiempo de guerra", sino de asesinato o atentado durante una revolución sobre lo que nada se dice.


    Del mismo modo que estaba olvidado por el uso el artículo 424, lo está el 423 del Código de Comercio, ya que las pólizas de vida incluyen la muerte por suicidio y otras análogas.


    No podemos entrar aquí en un estudio sobre la posible fuerza derogatoria del uso; nos limitamos a apuntar hechos incontrovertibles en el comercio asegurador. Por otra parte, es de hacer notar la mayor prudencia y acuerdo con la técnica que se encuentra en el Código de Comercio en cuanto al riesgo de guerra, que en la práctica mercantil.


    La naturaleza técnica del seguro puede sin duda tener trascendencia jurídica, pero no en contra de cláusulas terminantes, que con seguridad han decidido especialmente al asegurado a ultimar un contrato. Tan factible sería en ese caso, que los asegurados, partiendo de lo inferior que es la mortalidad calculada en las tablas a la que realmente existe hoy día, y se da en las compañías de seguros, pretendiesen que les devolvieran todas las primas por ese motivo pagadas con exceso, o que se las imputasen a un seguro por el capital que correspondiese pagar junto al contratado.


    b') Asimismo es erróneo el supuesto de que se parte al referirse a las pérdidas en inversiones afectas a reservas matemáticas, considerando a éstas como propiedad del asegurado, que por lo tanto debe cargar con esas pérdidas, aun cuando también se diga con carácter subsidiario, casi como una concesión, que los aseguradores contribuirán en alguna parte a esas pérdidas.


    Como sostiene Garrigues en su dictamen a este extremo, las reservas son propiedad del asegurador. Otra cosa no puede sostenerse en un sistema jurídico que, como el español, establece terminantemente que la entrega de cosas fungibles transmite su propiedad (artículo 1.768 en relación con el 1.753 del C. C.). Sobre este problema jurídico tan poco estudiado (creemos que en España exclusivamente se ha abordado en los dictámenes a que se ha hecho referencia141 de Garrigues y Maynes), y que tanta importancia tiene en el desenvolvimiento del seguro de vida, nos atrevemos a decir lo siguiente: "La reserva matemática, jurídicamente, es, por parte del asegurado, un derecho de naturaleza personal contra el asegurador, a cuya garantía se sujetan determinados bienes de éste, y que, como tal derecho, forma parte de su patrimonio; por la del asegurador, una obligación a término impreciso (muerte o rescate) hacia los asegurados, garantizada mediante restricciones en la libertad de disposición impuesta legalmente sobre determinados bienes de su propiedad "


    Además de lo que hemos expuesto desde un punto de vista netamente jurídico, y que puede parecer poco apropiado a la técnica del seguro, podemos afirmar que en la actual organización técnica de éste (que si por una parte es de dificilísima sustitución, por otra puede ser la causante de los períodos de crisis porque en épocas de inflación atraviesa el ramo de vida), no cabe más solución posible que la de considerar que la propiedad de las reservas es absolutamente de los aseguradores y se hagan de éstos todas las variaciones en el valor de los bienes que las constituyan. Prueba de que tenían conciencia de esta realidad los aseguradores, era que cautelosamente incluían en su propuesta que si aumentaban de valor las inversiones que por la guerra habían sufrido pérdidas, se restituirían al asegurado durante un plazo prudencial. Con lo que, previendo un posible beneficio, evitaban que pudiesen reclamarlo los asegurados del mismo que habían contribuido a las pérdidas. Actualmente vemos cómo es el asegurado el que se ve afectado por la disminución del valor ,del dinero, ya que percibe una cantidad nominal, que corresponde "nominalmente" al que en su día entregó y muy inferior al valor efectivo de su prestación. El asegurador, en cambio, se está beneficiando con el incremento de valor que adquieren y han adquirido las inversiones inmobiliarias, y todavía no se ha dado el caso de ninguno que haya creído que siendo esas inversiones propiedad de los asegurados deba entregar a éstos los beneficios que con ellas se han obtenido.


    Estos problemas, producidos en el seguro de vida por la desvalorización del dinero, tienen un interés extraordinario, pues son tan graves como los que plantea la siniestralidad extraordinaria de la guerra. Es muy difícil encontrarles solución adecuada. Recientemente, Reyes Aldave142 aporta una muy interesante, aprovechando para la cobertura de reservas de seguros contratados en oro unos valores internacionales oro, especie de obligaciones oro representativos de acciones y aportaciones de ese metal al "Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento", cuya creación se acordó en Bretón Woods.


    A pesar de las argumentaciones que hemos hecho, no dejamos de admitir con Garrigues la posibilidad de que ante circunstancias extraordinarias, y ante un inminente peligro a la institución aseguradora, estimándose que se está frente a un caso de fuerza mayor, puede ponerse a contribución todo el seguro y participar asegurados y aseguradores en las pérdidas que hayan experimentado las inversiones de los últimos. La fuerza mayor y el interés público de la pervivencia del seguro pueden hacer equitativo y conveniente la contribución de los asegurados a las pérdidas de los aseguradores en estas inversiones; lo que no podemos, por el contrario, admitir con Maynes y con la propuesta aseguradora, es que los que contribuyan subsidiaria y casi graciosamente a esa pérdida sean los aseguradores.


    Por último creemos que en cuanto al caso concreto de nuestra guerra ha sido de la mayor conveniencia para las compañías de seguros haber soportado ellas solas, conjuntamente con los asegurados, esas pérdidas, pues no han sido tan graves como sé temía, y así se han evitado posibles criterios de reciprocidad que las hubieran perjudicado.


    c') El reparto de las pérdidas entre los asegurados de una sola compañía (aparte de los argumentos antes sostenidos, de los que se deriva que no puede imputarse toda carga de la siniestralidad a los asegurados) no era solución para la situación existente, porque la desviación de la siniestralidad en las compañías, especialmente en las de reducida cartera, hubiese exigido a unos asegurados sobreprimas muy onerosas mientras que las de otras eran reducidas.



  c) Dictar una solución legal.


  Que fué el acertado criterio adoptado, único que podía resolver los problemas existentes y dar satisfacción a todos los interesados.


  Esta disposición legal debía abordar todas las imprevisiones técnicas y jurídicas y las situaciones de anormalidad producidas en los contratos.


  Era lo qué se necesitaba una verdadera interpretación legal de esa cláusula "rebus sic stantibus", que se supone implícita en los contratos y que puede ocasionar no ya una suspensión de efectos, sino una verdadera creación de otros nuevos fundada en la presunción de que esa hubiese sido la voluntad de las partes de haber previsto las circunstancias que iban a ocurrir. Significa esto la eficiencia creadora de la fuerza mayor, posteriormente reconocida en la Sentencia del Tribunal Supremo de 16 de mayo de 1941.


  Esta aplicación legal y coactiva de los efectos de la cláusula "rebus sic stantibus", se manifiesta también en otras disposiciones no derivadas de la guerra ni de esa clase de fuerza mayor, como las repercusiones de impuestos que se aumentan en ciertos contratos (inquilinato).


  Y no es, como pudiera afirmarse ligeramente, esta solución legal y coactiva "antijurídica", pues debe tenerse en cuenta que sin estar conformes con la afirmación de Badenes143 con que da comienzo a su libro de que "es el derecho el que debe adaptarse a los hechos, y no éstos a aquél", creemos que sí, el ordenamiento legal debe adaptarse a las situaciones creadas, y no pretender adaptar forzadamente éstas a aquél.


  Es que la raíz jurídica de esta legislación, que reúne las características de derecho de guerra a que se refiere Ferrara, hay que encontrarla en la original y constructiva doctrina del riesgo imprevisible que debemos a Hauriou, que sostiene haber "un elemento social y una técnica jurídica; el elemento social es la institución unida al contrato, con la comunidad de riesgos y los sentimientos de justicia distributiva que entraña; la técnica jurídica es la aceptación convencional del elemento "institución", que va ligado al contrato con todas las consecuencias jurídicas propias del caso"144.


  Parece mentira casi que no se refiera el párrafo que hemos transcrito, especialmente al caso que lo aplicamos, y más aún que ni siquiera se refiera al seguro, donde creemos que sin duda hubiese encontrado más posibilidad de construir su teoría "institucional" que en las instituciones en que lo hizo: arrendamientos, aparcería, sucesiones y comunidad matrimonial de bienes. Claro que resulta más extraño todavía que Badenes, en su reciente trabajo sobre el riesgo imprevisible, no se refiera ni una sola vez ni al contrato de seguro ni a las leyes especiales que estamos analizando. Martínez de la Fuente145, por el contrario, encuentra en la ley de 17 de mayo los factores que estima fundamentales en la teoría del riesgo imprevisible: preocupación por respetar las normas contractuales, principio orientador institucional, solidaridad de interesados y facultad del poder público para regular las deficiencias normativas contratadas.


  Navas146 asigna a esa regulación legal el carácter de "derecho excepcional de postguerra", encontrando en ella las características de esas normas de "utilitas", brevedad de plazos y carácter derogatorio.


  Nosotros vemos además en esa solución legal que era necesaria y plasmó en la Ley de 17 de mayo de 1940 una manifestación del dinamismo del derecho, que no debe ser un conjunto de normas estático e inmoble, sino flexible para poderse adaptar a cada uno de los múltiples y distintos hechos de la vida. Este pensamiento sobre el derecho no significa un agnosticismo respecto del mismo, sino precisamente lo contrario, una fe en los principios inmanentes del derecho natural que están por encima de la norma escrita y que entrañan verdaderas normas de justicia para cada caso.


  Legislación dictada.


  Después de un proceso de elaboración, que consistió en el cálculo de la cifra de siniestros totales distribuidos por entidades aseguradoras y de las reservas matemáticas en poder de las mismas, con objeto de poder arbitrar los recursos de tesorería indispensables a una solución adecuada de los problemas planteados, se llegó a la promulgación de la Ley de 17 de mayo de 1940.


  Esta Ley establecía las normas a seguir en los problemas jurídicos y financieros a que hemos aludido, ordenando con carácter retroactivo desde el 18 de julio de 1936, la suspensión de efectos de determinadas cláusulas contractuales, estipulando las obligaciones de asegurados y aseguradores en cuanto a la anómala situación existente, proporcionando una fórmula originalísima para lograr la tesorería necesaria, solidarizando a todos los afectados por los problemas existentes, y encauzando los posibles litigios a través del sistema más sencillo, rápido y económico de un tribunal arbitral que creaba.


  Complemento indispensable de esta Ley, que en su aspecto financiero era provisional, fué dictada la de 12 de diciembre de 1942, en la que se determina el modo de fijar la carga definitiva de las Compañías de seguros, y, por lo tanto, del Consorcio entre ellas creado, y establecía las aportaciones a realizar por asegurados y aseguradores para compensar esa carga.


  Estas leyes fueron completadas por diversas órdenes y circulares, entre las que destacamos: la Orden de 20 de enero de 1941, sobre la imputación de un 50 por 100 de las reservas matemáticas utilizadas en depósito necesario que preceptúa el artículo 101 del Reglamento de Seguros; la Circular del Consorcio de 3 de octubre de 1941, sobre la extensión de la detracción del 5 por 100 de las sumas percibidas por los asegurados en concepto de participación en los beneficios; la Orden Ministerial de 14 de enero de 1942, sobre la obligación de las compañías de reclamar ante el Tribunal Arbitral de Seguros las primas pendientes; la Circular del Consorcio de 18 de enero de 1943, dando normas a las compañías para cumplimiento de la Ley de 12 de diciembre; la Orden Ministerial de 27 de febrero del mismo año, sobre el destino de la detracción establecida para los asegurados una vez acabada la compensación de la carga definitiva; y por último, y destacando su especial importancia, el acuerdo del Consorcio de 8 de febrero de 1943, sobre el modo de hacer efectivas las participaciones de los asegurados señaladas en el artículo 1.° de la Ley de 12 de diciembre de 1942.


  Además de estas disposiciones complementarias, acaban de formar el conjunto de legislación de guerra en el seguro de vida, la Orden de 11 de octubre de 1940, incluyendo a las Mutualidades de Seguros sobre la vida en lo preceptuado en determinados artículos de la Ley de 17 de mayo y la Ley de 3 de septiembre de 1940, creadora de una fórmula de compensación para los efectos perjudiciales a los asegurados de renta vitalicia de la mortalidad extraordinaria de la guerra y revolución.


  Constituyendo las disposiciones citadas el contenido total de la solución a los problemas españoles derivados de la guerra y la revolución, nos conviene, más que exponerlas cronológica y separadamente, hacer un resumen orgánico de su contenido agrupando separadamente los problemas de un modo que podríamos llamar "Vertical".


  [Ordenación de sus preceptos]


  1. Declaración fundamental.


  Se expresa en las disposiciones legales que hemos reseñado, y a cuya efectividad se subordinan todas las restantes normas en ellas contenidas, lo siguiente:


   A. En los seguros para caso de muerte y mixtos


 OBLIGACION DE LAS COMPAÑIAS ASEGURADORAS AL PAGO A LOS BENEFICIARIOS de los capitales por siniestros ocurridos después del 18 de julio de 1936, a consecuencia de hechos de la guerra española de liberación, o de ejecución de pena capital, lesiones, homicidio o asesinato derivados de la revolución.


    B. En los seguros de renta vitalicia


 Devolución a los causahabientes del asegurado del beneficio ocasionado a la Compañía por la muerte prematura del rentista a causa de la guerra.



  Se considerará como beneficio originado por la guerra y la revolución la diferencia entre el valor actual de la renta en el momento de su contratación y el valor actual en el momento del fallecimiento, siempre que éste haya ocurrido dentro del período de vida probable que sirvió de base para el cálculo de la misma (artículo 2° Ley de 3 de septiembre de 1940).


  2. Desbloqueo.


  Se autoriza a enervar los efectos del artículo 37 de la Ley reguladora del desbloqueo de 7 de diciembre de 1939, aplicables en los seguros sobre la vida a los asegurados con póliza anterior a 1936, que habían pagado primas en zona roja, abonando las diferencias existentes entre esas primas, valoradas con arreglo a los coeficientes expresados en el artículo 12 de la referida Ley reguladora del desbloqueo y el importe nominal de las mismas, con intereses compuestos al 4 por 100 (art. 2.°, Ley 17 mayo 1940).


  En justa reciprocidad se ordena en el artículo 4.° de la Ley de 12 de diciembre de 1942 la revalorización con arreglo a la escala del artículo 12 de la Ley de desbloqueo, de los pagos efectuados en moneda roja en favor de los asegurados, previas las correspondientes deducciones por primas.


  3. Revisión de estipulaciones contractuales.


  A. Suspensión temporal de cláusulas.


  Se dejan sin efecto desde el 19 de julio de 1936 hasta el 17 de mayo de 1940 las cláusulas contenidas en las pólizas del seguro de vida relativas a la extinción, resolución, ineficacia o reducción automática de los contratos por falta de pago de las primas convenidas en las pólizas pactadas, dejando en cambio subsistentes las convenidas especialmente entre asegurados y aseguradores con posterioridad al incumplimiento (arts. 1.° y 5.°, Ley 17 mayo 1940 y art. 1,° Orden 11 octubre 1940).


  B. Modificaciones impuestas en contratos.


  a) Del principio de la voluntariedad en el pago de las primas, obligándose a los asegurados al pago con intereses del 4 por 100 de las vencidas y no pagadas en el mismo período de tiempo antes expresado (art. 1.° Ley 17 mayo 1940 y art. 1.° Orden 17 octubre 1940). Este precepto es no ya un derecho que se concede a los aseguradores, sino una obligación para los mismos, a los que en la O. M. de 14 de enero de 1942 se prohíbe condonar las sumas que se les adeuden por tal concepto, debiendo en caso de no cobrarlas extrajudicialmente reclamarlas ante el Tribunal Arbitral de Seguros.


  b) De las exclusiones que hubiesen podido establecerse en las pólizas de las compañías, en cuanto al riesgo de guerra u otras similares, ya que se les obliga al pago de los siniestros ocurridos después del 18 de julio de 1936 por consecuencia "de hechos de la guerra española de liberación, o de ejecución de pena capital, lesiones, homicidio o asesinato derivado de la revolución" (art. 6.°, Ley 17 mayo 1940, y art. 1.° Orden 11 octubre 1940). Debe hacerse notar que en la obligación de pagar las indemnizaciones producidas por revolución y asesinato no se hace modificación alguna ya que estaban amparadas por las pólizas vigentes en 1936.


  c) De las transacciones, liquidaciones o acuerdos convenidos antes del 17 de mayo de 1940, de las que se derivasen para los beneficiarios derechos inferiores a los determinados en la Ley, que deberán rectificarse para dar cumplimiento a la misma (art. 7.° Ley 17 mayo 1940 y art. 1.° Orden 11 octubre 1940).


  d) De la percepción íntegra por los beneficiarios del capital estipulado, ya que se establecía sobre éste un gravamen del 5 por 100 girable a los capitales de pólizas en vigor durante la guerra de liberación, siniestradas a causa de ella o no, incluso las ya satisfechas antes del 17 de mayo de 1940, y extensible a sumas que recibiesen los asegurados como participación en los beneficios de la compañía aseguradora (art. 5.°, apartado b), artículo 13 Ley de 17 de mayo de 1940, artículo 1.° apartado primero, Ley de 12 de diciembre de 1942; O. M. de 27 de febrero de 1943 y Circular del Consorcio de 3 de octubre de 1941.


  e) De los contratos de seguros de renta vitalicia terminados por fallecimiento del asegurado a "consecuencia directa de la guerra o la revolución", que se podrían revisar por el Consorcio y acordar la devolución del que se considera beneficio extraordinario producido a las compañías por la guerra (arts. 1.°, 2.° y 3.°, Ley 3 diciembre 1943).


  4. Financiación.


  Puede desdoblarse el problema financiero del siguiente modo: la falta de tesorería para la atención inmediata de los pagos, necesaria para la eficacia social del seguro y ordenada por los artículos 5.° y 6.° de la Ley de 17 de mayo de 1940, y fijación de las aportaciones para atender en definitiva a la siniestralidad ocasionada.


  A. Tesorería.


  Este problema se solucionó, autorizando a las compañías a disponer de un 12 por 100 de sus reservas matemáticas, el 31 de octubre de 1935 (art. 11, apartado b), Ley de 17 de mayo de 1940). Para no producirlas un desnivel, contable al suprimir una parte de su activo, y técnico al no percibir intereses sobre las inversiones dispuestas, y al dejar incompleta la conveniente cobertura de reservas, se autorizó a que se figurase durante la etapa provisional una cuenta en el activo de las compañías denominada "Cobertura de reservas utilizadas, Ley de 17 de mayo de 1940, art. 13, apartado d)", que sería en la etapa definitiva amortizada y a la que se satisfarían intereses del 3,5 por 100, que el 31 de diciembre de 1942 fueron elevados al 4 por 100.


  Esta cuenta tiene un valor real, no ficticio como pudiera creerse; es la representación de la deuda que tiene con cada Compañía la Mutualidad de todos los aseguradores, personalizada en el Consorcio de Compensación, y por lo que satisface los correspondientes intereses, y que se liquidará con las aportaciones de aseguradores y asegurados a dicho Consorcio.


  El 1.° de enero de 1943 se comenzó esa amortización con las aportaciones de asegurados y aseguradores establecidas en la Ley de 12 de diciembre de 1942.


  La diferencia en más o en menos de este 12 por 100 de reservas disponible en relación con las obligaciones por siniestros de guerra o revolución de las Compañías, se compensará en el Consorcio, a quien se deberán ingresar los excedentes y que entregará lo que falta, según los casos.


  B. Aportaciones para satisfacer la carga de la siniestralidad.


  a) De los asegurados.


  Los beneficiarios de los seguros de vida contratados antes del 1.° de abril de 1939, contribuirán a la cobertura de la extrasiniestralidad con una detracción provisional en el momento del pago extintivo que realice el asegurador igual al 5 por 100 del capital asegurado en cada póliza el 18 de julio de 1936. Ingresándose en el Consorcio el importe de esas detracciones (art. 12, apartado e), Ley 17 de mayo de 1940).


  Esta detracción se dejó definitivamente en el mismo 5 por 100 provisional, ordenándose que se realizase:


    a') En los siniestros de guerra o revolución.


    b') En los siniestros ordinarios y vencimientos normales de contratos desde el 18 de julio de 1936 hasta el 17 de mayo de 1940, que hayan estado vigentes en la época de la guerra, aun cuando se hubiesen liquidado por la Compañía libres de esa detracción (artículo l.°, Ley 12 diciembre 1942).


    c') Sobre los pagos extintivos a los asegurados o beneficiarios por pólizas que estuviesen en vigor el 18 de julio de 1936 y que lo continuasen después del 12 de diciembre de 1943, hasta compensar a los aseguradores los perjuicios que les haya producido la revalorización con arreglo a la escala establecida en el artículo 12 de la Ley de Desbloqueo de los pagos realizados en moneda roja a los asegurados o sus beneficiarios y que se ordena en el artículo 4.° de la Ley de 12 de diciembre de 1942 (art. 1.°, apartado primero, Ley de 12 de diciembre de 1942).


    d') Sobre las cantidades recibidas en concepto de participación en los beneficios de la Compañía aseguradora, en los contratos sujetos a detracción (Acuerdo Consorcio de 3 de octubre de 1941).


    e') Sobre los pagos realizados por el Consorcio en relación con contratos de renta vitalicia afectados por la Ley de 3 de septiembre de 1941 (art. 6.° de dicha Ley).



  b) De los aseguradores.


  En la Ley de 17 de mayo de 1940 se expresaba, al regular la etapa provisional, que en una Ley especial se precisaría, entre otros extremos, las aportaciones de los aseguradores para soportar las cargas de la mortalidad extraordinaria (art. 13, apartado c).


  En la Ley de 12 de diciembre de 1942, dictada para regular la etapa definitiva en la compensación de los efectos de la guerra, se exigían a los aseguradores las siguientes aportaciones:


    a') El 80 por 100 del beneficio de mortalidad del total de la cartera obtenido en el cuatrienio 1936-39 ,excluidas las muertes de guerra y revolución (art. 1.°, apartado segundo a).


    En pago de esta aportación, y vistas las dificultades para fijar exactamente ese beneficio, el Consorcio de Compensación acordó, con fecha 8 de febrero de 1943, que cada asegurador le entregase el importe del 8 por 100 de los capitales en riesgo correspondientes a su cartera de seguros para caso de muerte y mixto contratados en España, con exclusión del reaseguro aceptado. Por lo tanto, puede decirse que fué ésta la aportación de los aseguradores en representación del 80 por 100 de su beneficio de mortalidad.


    b') Una cantidad equivalente al 5 por 100 de los pagos extintivos percibidos por los asegurados o sus beneficiarios por vencimientos o siniestros ocurridos a partir del 1.° de enero de 1940, en virtud de contratos anteriores al 1.° de abril de 1939 y hasta la amortización de la carga (art. 1.°, apartado segundo b).


    En virtud del mismo acuerdo del Consorcio, de 8 de febrero de 1943, las compañías aseguradoras debían aportar al Consorcio, en equivalencia a este concepto, ocho anualidades del 1 por 100 sobre los capitales asegurados el 31 de diciembre de 1935, de su respectiva cartera de seguros para caso de muerte y mixtos contratados en España, con exclusión de reaseguro aceptado. En el mismo acuerdo consorcial se concedía a los aseguradores la facultad de efectuar el pago de una sola vez o en ocho plazos anuales consecutivos vencederos en 1.° de enero de cada año a partir de 1943.



  5. Consorcio.


  En la Ley de 17 de mayo de 1940 se crea el Consorcio de Compensación de Seguros, verdadera mutualidad en la que se compensan entre todas las compañías interesadas los efectos causados por los problemas de la guerra en el seguro de vida.


  El Consorcio es un organismo regido por un Comité, en que es Presidente el Director General de Seguros con facultades en orden a la aplicación de todo lo referente al mecanismo financiero necesario para la liquidación de la siniestralidad de guerra y a través del cual mediante un sistema de compensación, se reparte toda la carga de la siniestralidad extraordinaria evitando de ese modo los efectos de la disminución anormal de la siniestralidad que se produciría en las compañías aseguradoras si tuviesen ellas solas que soportar los efectos de la guerra, por el insuficiente número de casos que tendría cada una, aun en las más importantes.


  Funciones del mismo:


     a) Recibir el exceso de las compañías entre la cobertura utilizada de sus reservas matemáticas (12 por 100) y su carga provisional (capitales asegurados siniestrados, menos reservas matemáticas), si esto ocurriese entregándolo a aquéllos en que el 12 por 100 de las reservas matemáticas fuese insuficiente. (art. 12, apartado c), Ley de 17 de mayo de 1940).


    b) Revisar los expedientes de liquidación y pago que las compañías aseguradoras formen en relación con la siniestralidad extraordinaria, para de ese modo llegar a la creación de la carga definitiva del Consorcio (art. 12, apartado f), Ley 17 mayo 1940, y art. 4.°, Ley 12 de diciembre de 1942). Esta carga definitiva será igual a la suma total de las cargas definitivas de todas las compañías al concluir esta revisión de expedientes. La carga provisional de cada compañía equivalía a la suma de todos los capitales reclamados por causa de guerra menos las reservas matemáticas de las mismas en el momento de cada siniestro o sea a los capitales en riesgo reclamados. La carga definitiva de cada compañía será igual a la carga provisional menos la suma de los expedientes- rechazados por el Consorcio a la Compañía, o como dice el articuló 2.° de la Ley de 12 de diciembre de 1942, a la suma total de los siniestros aprobados por el Consorcio menos las reservas matemáticas en el momento del fallecimiento del asegurado.


    c) Pagar los intereses correspondientes a las "coberturas de reservas utilizadas".


    d) Amortizar la carga definitiva con las aportaciones de asegurados y aseguradores establecidas en el artículo 1.° de la Ley de 12 de diciembre de 1942.


    e) Resolver y aclarar cuantas cuestiones se promuevan en orden a la cobertura de reservas utilizadas y compensación de las mismas, así como a las aportaciones de asegurados y aseguradores para amortizar la carga definitiva y fijación y regularización de la misma (art. 14, Ley 17 de mayo de 1940, y art. 4.°, Ley 12 diciembre 1942).


    f) Revisar los contratos de rentas vitalicias extinguidas por muerte violenta del rentista a causa de la guerra o la revolución. Recibir el importe de las liquidaciones de los beneficios extraordinarios tenidos por las compañías por este concepto y entregarlos a los beneficiarios que lo soliciten (arts. 2, 3, 4, 5 y 6, Ley 3 septiembre 1941 ).


    g) Dictaminar de las cuestiones relativas a la interpretación de la Ley de 17 de mayo de 1940 sometidas al Tribunal Arbitral de Seguros (art. 4.°, Ley 26 septiembre de 1941).



  6. Tribunal Arbitral.


  Las discrepancias que surjan en la aplicación de la Ley de 17 de mayo de 1940, se someterán a un Tribunal Arbitral de Seguros compuesto por dos magistrados propuestos por el ministro de Justicia, uno de los cuales hará de Presidente, un Actuario de la Dirección General de Seguros y un Secretario sin voz ni voto del Cuerpo Técnico de Seguros.


  El Tribunal se ajustará, en la sustanciación de los asuntos a los trámites incidentales regulados en la Ley de Enjuiciamiento Civil. Sus resoluciones serán irrecusables y ejecutorias, siendo condenada en costas la parte vencida, e importando estas costas un 3 por 100 del principal. A falta de ejecución voluntaria de sus resoluciones serán hechas efectivas mediante apremio administrativo (art. 10, Ley 17 mayo 1940).


  En la Ley de 26 de septiembre de 1941, reguladora de los efectos en el seguro de incendios de la catástrofe de Santander, se extendía la función de este Tribunal Arbitral de Seguros a los desacuerdos entre asegurados y aseguradores ocasionados por la expresada Ley. Además, se introdujeron algunas modificaciones en su funcionamiento entre las que tienen más interés el preceptivo dictamen en todos los asuntos del Consorcio correspondiente, la facultad de libertad en la imposición de costas y la concesión a dicho Tribunal de categoría análoga a la de la Audiencia Territorial de Madrid, así como dejar los gastos causados por el mismo a cargo de los Consorcios para atenderlos con los recursos de éstos (arts. 3, 4, 5, 6 y 7, Ley de 26 de septiembre de 1941).


  7. Otros preceptos.


  Hemos expuesto los principales preceptos establecidos en la legislación de guerra de seguros de vida. Los restantes contenidos en ella se refieren, en general, a plazos, términos, obligaciones administrativas, sanciones y otras de carácter adjetivo y sin trascendencia especial.


  Capítulo VI. Reglamentación española de la siniestralidad causada por la revolución y la guerra civil (segunda parte)



  I.– Seguro de vida (continuación)


  Estudio de esta legislación.


  Tiene la Ley de 17 de mayo de 1940 los objetivos fundamentales siguientes: resolver las necesidades que más apremiaban; salvar al seguro español, que no podía salir por sus propios medios de la situación creada por la guerra, y reconocer el derecho de todas las víctimas de la guerra al cobro de los capitales asegurados, para de este modo remediar en parte el desequilibrio ocasionado en las economías privadas, precisamente de los que por la ofrenda generosa de su vida más merecían la estimación de los españoles y de la Patria.


  Es inexacta la afirmación hecha con ligereza de que el único fundamento de la Ley es el económico147, sin que tuviese ninguna razón jurídica en que apoyarse. Esta tilde de ley ilegítima y parcial sólo puede explicarse por el desconocimiento de la esencia de la institución aseguradora.


  En primer lugar, la Ley de 17 de mayo no fué un capricho, sino una necesidad sentida por todos los interesados en el seguro de vida y por el seguro mismo.



    1.° Porque la situación del seguro español era insostenible. Si no se hubiese dictado se hubiesen perjudicado asegurados y aseguradores y se hubiese desprestigiado el seguro. Las cláusulas en vigor de la póliza eran insuficientes para resolver los problemas creados, y las soluciones parciales que en cada caso hubiesen podido dar Tribunales jurídicos, sin formación técnica, hubiesen sido tardíos, costosos y parciales, pues la solidaridad de todos los contratos, inherente al seguro, no podría tenerse en cuenta y, además, y en cualquier caso, no se solucionarían los problemas financieros.


    2.° Porque los aseguradores se reconocían impotentes para afrontar los problemas que se habían creado, por una parte por la deficiente redacción técnica de las pólizas, y por otra, por la conmoción espantosa a que España se había visto sometida, y habían expresado su deseo de que se adoptase una solución general por el gobierno, y de que se llegase al pago de las indemnizaciones.


    3. ° Porque los asegurados exigían las indemnizaciones a que por sus contratos tenían derecho, y no tenían en cuenta, ni tenían por qué tenerlo, las imprecisiones técnicas que en los mismos hubiese podido haber, imputables a los aseguradores o, en todo caso, al sistema de vigilancia que había autorizado bases técnicas insuficientes.



  Aspectos fundamentales.


  Analizaremos aquellos que creemos tienen una mayor trascendencia para este estudio que estamos haciendo y de los que se pueden sacar más provechosas enseñanzas.


  1.° Reconocimiento al pago de los siniestros de revolución y guerra.


  Esto no sólo era una necesidad político-económica, sino principalmente jurídica. No hacerlo hubiese sido atentar al principio del "Pacta sunt servanda", que invoca Maluquer148 en sentido contrario al sostener que si en la póliza de vida se excluía el hecho de guerra era atentar contra la fuerza obligatoria contractual, imponer el pago de indemnizaciones por ese motivo, y no podía para ello tener aplicación la cláusula "rebus sic stantibus", que según reconocen los tratadistas sólo opera en materias que se encuentran fuera del contrato pero nunca en cuestiones que fueron anunciadas, previstas y reguladas por las partes.


  Precisamente son estas razones apuntadas por Maluquer las que imponían al legislador la necesidad jurídica de reconocer el derecho a las indemnizaciones por causa de la revolución y la guerra. Todas las pólizas de seguro de vida españolas estipulaban la indemnización en caso de revolución (implícitamente, al decir que se amparaba todo riesgo de muerte, salvo en casos el de guerra). Y contractualmente, cualquier interpretación en otro sentido hubiese sido atentatoria al derecho contractual civil y mercantil. La insuficiencia técnica de la cobertura del riesgo, puede permitir una variación obligada de las cláusulas en vigor, teniendo en cuenta el carácter institucional del seguro y el principio de la prima función del riesgo, por estimar que son insuficientes para regular las situaciones previstas, pero sólo como se ha hecho en la O. M. de 27 de marzo de 1944, a "priori", para contratos en los que no había tenido efectividad esa cláusula y, además, no suprimiéndola, sino estableciendo un sistema compensatorio de acuerdo con la naturaleza del riesgo cubierto.


  Lo inadmisible jurídicamente es rechazar el pago que correspondía con arreglo al contrato, por decir que no estaba previsto en el cálculo de la prima. Este hecho, que tenía obligación de conocer el asegurador por formar parte de su oficio, mercantilmente sólo puede tener una significación, "rebaja de precios impuesta por la competencia ", y forma parte del llamado "riesgo de empresa" o exposición del empresario a pérdidas en su capital con la esperanza de un beneficio. Con ese criterio, los vendedores de artículos rebajados por liquidación, "dumping", o cualquier otro motivo, se negarían a entregar la mercancía vendida, o exigirían un precio más elevado que el estipulado.


  Solamente podría decirse que no estaban obligadas las compañías al pago de los siniestros en los casos "en que la causa de la muerte hubiese sido claramente de guerra, y en las pólizas que quedase excluido este riesgo". La concurrencia de estas dos causas no podía ser muy frecuente.


  1) Porque la mayor parte de ellas amparaban la muerte en caso de guerra, especialmente a la población civil.


  2) Porque la incidencia en el seguro español de las muertes por causa de guerra se dió principalmente a consecuencia de asesinatos más o menos legalizados, y muchísimo menos por consecuencia de operaciones de guerra, lo que es natural porque por el poco desarrollo del seguro de vida en España no estaba extendido entre las personas jóvenes, que fueron las que normalmente murieron en el campo de batalla.


  En el capítulo anterior hemos podido ver cómo el número de muertes debidas a causas claramente excluidas en algunas pólizas es inferior a una cuarta parte del número total de muertes violentas. Esto anula la argumentación basada en la aplicación del artículo 424 del Código de Comercio y en el clausulado de la póliza.


  Solamente en los casos escasos en que se diese la concurrencia de las dos circunstancias aludidas, podría haberse reconocido la exclusión de la indemnización.


  Esta solución no hubiese sido recomendable.


  1 ) Por no permitir afrontar el problema en conjunto sino de un modo parcial y, por lo tanto, no crear la necesaria solidaridad entre los asegurados, estableciendo en ellos diferencias, que si bien existían en la contratación no tenían excesiva justificación técnica.


  2) Por la circunstancia de que los excluidos hubiesen sido los beneficiarios de los asegurados más merecedores de atención por parte del gobierno, porque eran los que activamente habían colaborado a la salvación de la Patria.


  Este motivo, digno de tenerse en cuenta, reconocemos que no podía ser decisivo, y no lo fué, pues con un espíritu amplio, poco común al fin de una güera cruenta, no se excluyó el derecho a percibir indemnizaciones de los que combatieron o murieron en las filas contrarias. Este espíritu ha sido quizá poco apreciado, pues aun siendo justa y loable esa actitud, hubiese sido muy explicable que con menor amplitud de miras se hubiese adoptado un criterio partidista negando indemnizaciones a los muertos de los rojos en lugar del político (en el verdadero sentido, no el desnaturalizado, que casi con exclusividad se emplea hoy), generoso y español de legislar sin otro fin que buscar la justicia para todos los españoles sin distinción de vencedores y vencidos. En la doctrina y jurisprudencia francesa, por el contrario, se sostiene, como afirma Maze149, que en caso de revolución, sólo debe garantizarse el riesgo de muerte del que intenta reprimirla, no del insurgente.


  3) Por las dificultades para distinguir en cada caso qué muertes obedecieron a causa de guerra y cuáles no. Esto obedecía muy principalmente a la imprecisión de la póliza y la falta absoluta de un estudio del riesgo de guerra en nuestro derecho de seguros. Por una parte, el criterio general de las pólizas era el de sólo considerar como afectables por la guerra y, por lo tanto, no indemnizables, o sólo en determinadas condiciones, a los combatientes. De este modo, los muertos de la población civil por acción de bombardeo, que nosotros consideramos incluidos en los muertos por guerra, estarían también totalmente amparados por las pólizas. Por otra, la tendencia general era la de considerar como guerra exclusivamente la lucha entre diversas naciones, por lo que en muchos casos habría dificultades para saber si los hechos ocurridos en España desde 1936 a 1939 fueron constitutivos de guerra o simplemente de revolución. Del mismo modo podríamos haber citado otras interpretaciones susceptibles de dudas.


  La diferenciación entre las distintas causas de siniestro hubiese ocasionado infinidad de litigios perjudiciales al interés del seguro y al de las partes, y que incluso económicamente hubiese repercutido más desfavorablemente que la consideración uniforme, que además hoy día se impone en la técnica aseguradora, como podemos ver en las legislaciones de guerra de Suiza y Alemania, entre otras.


  4) Por hacer imposible en justicia la contribución de la masa de asegurados a la carga total siniestral, ya que de haberse hecho en estas condiciones se hubiese conculcado el derecho de los asegurados establecido en la póliza a la cobertura de todas las causas de muerte, excepto en las de guerra, en interés exclusivo de los aseguradores, que, en cambio, llevaban muchos años beneficiándose de unas tarifas calculadas con unas tablas de mortalidad muy superior a la real, sin habérseles ocurrido repartir esos beneficios con los asegurados, ni guardarlos para un momento difícil como el ocurrido.


  2.° Solución de carácter general.


  Los problemas planteados que hemos examinado no permitían buscar soluciones independientes. Sin duda el ideal hubiese sido delimitar exacta e individualmente los derechos y obligaciones de cada elemento interesado. Pero esa solución, en la práctica, hubiese sido equivalente a un fracaso. El problema jurídico de la procedencia de indemnización se veía unido al financiero de la falta de dinero para atender a las posibles indemnizaciones. De nada habría servido a los asegurados que se les hubiese reconocido su derecho, si por la situación creada en las Compañías éstas no podían satisfacerlo. Y de nada serviría al asegurador encontrarse con una siniestralidad algo inferior a la de otras compañías, si por una parte se desprestigiaba el seguro, con el que iba a poder en lo sucesivo resarcirse de estas pérdidas, y por otra, aun siendo más pequeñas sus obligaciones, quizá no podría atenderlas.


  A todos convenía la solución general, lo que no era obstáculo para que la que todos deseasen fuese especialmente beneficiosa para cada uno de ellos.


  Ya que resultaba imposible compaginar la necesidad imperiosa de una solución general rápida y total que arbitrase fórmula financiera con individualización de los problemas, había que buscar un sistema que con base objetiva unificara los derechos y obligaciones mutuas, sustituyendo los individuales de cada asegurador o asegurado afectados por los de la comunidad de los mismos a repartir en función del interés económico de cada uno de ellos, sometido al riesgo durante la guerra.


  Este interés económico era para los aseguradores la cifra de capital asegurado en contratos para caso de muerte o mixtos, y para el asegurado o beneficiario el capital del contrato.


  Podía haberse buscado fórmulas más complicadas, pero a la sencillez meridiana que evitara cualquier interpretación errónea debía sacrificarse la distribución matemática a cada individuo o compañía.


  No puede negarse que dentro del grupo de aseguradores podrían resultar perjudicados aquellos que tuviesen contratos excluyentes del riesgo de guerra, sobre los que lo admitían, y los que habían tenido más mortalidad sobre los que la habían tenido inferior. Y que entre los asegurados resultaría más favorecido el que no estando amparado por el riesgo de guerra moría por esa causa y se le indemnizaba con una detracción, que el que cobraba con la misma detracción por la muerte prevista en el seguro; y el que soportaba por ser igual el capital la misma detracción, teniendo en 1936 unas reservas muy elevadas, que el que las tenía muy reducidas en esa época. Pero estos casos de desigualdad dentro de cada grupo resultaban inevitables y eran la secuela de la imprevisión en nuestro seguro. En cambio, observaremos cómo todos esos defectos quedan perfectamente resueltos en la regulación para el porvenir que se preceptúa en la Orden Ministerial de 27 de marzo de 1944, que en otro lugar comentamos.


  Pero a pesar de esas desigualdades inevitables como hemos dicho para la rapidez, sencillez y eficacia, era esta Ley necesaria y conveniente para todos los afectados por el problema a cuya solución se dictaba, aun para los más desfavorecidos por ella; la causa es que el mal que evitaba era extraordinariamente superior a las desigualdades relativas que podía acarrear. Puede compararse si se quiere a una transacción judicial que convenga más que seguir un pleito con seguridad de ganarlo; con la diferencia de que en el caso que nos ocupa, el beneficio individual que para todos existió estaba unido al general de la institución aseguradora y de la economía española, y en cambio no había, por la función objetiva en que se hacían los repartos, ningún posible principio de justicia subjetiva que defender, en que tuviese más importancia que el aspecto económico, el "fuero" agraviado.


  Puede en definitiva afirmarse, que esta solución general fué conveniente, porque si bien relativamente pudo favorecer a unos más que a otros, de un modo absoluto a todos benefició, ya que sin ella cualquiera de los interesados en los problemas creados hubiese experimentado mayores perjuicios económicos que los que se le exigía de esta manera.


  La generalidad de la solución aportada por la Ley de 17 de mayo de 1940 se centra en los siguientes aspectos:


    1) Unidad de trato a todos los contratos de seguro mixto o para caso de muerte vigentes durante la guerra española.


    Ya hemos expuesto la conveniencia de este principio; además, podemos alegar en su defensa un argumento técnico: el de que la prima de todos ellos estaba calculada con las mismas bases, sin que se incluyesen sobreprimas para la agravación del riesgo. Este hecho, que por sí solo no sería suficiente para justificar la unificación del clausulado de las pólizas diferentes, sí bastaba aquí, al estar unido a las restantes circunstancias que hemos expuesto, ya que existía igualdad de precio pagado por el riesgo corrido.


    2) Compensación entre todos los aseguradores.


  3º. Sistema de compensación.


  Es una original fórmula de la Ley de 17 de mayo, que sirvió para solucionar las agudas dificultades financieras que se presentaban, al tiempo que para repartir entre toda la masa de asegurados y aseguradores la siniestralidad extraordinaria existente que por efectos del "ecart" se había distribuido desigualmente.


  Tiene su fundamento en la más pura esencia del seguro: la máxima posible división de riesgos.


  Vimos al tratar de la naturaleza del siniestro catastrófico, que lo que caracterizaba a éste era que estaba constituido por una "universalidad de siniestros individuales"; por ese motivo es necesario para combatirlo procurar un reparto lo más amplio posible de casos mutuamente compensables, que no puede encontrarse entre los asegurados de una sola compañía, al menos en España, ya que de otro modo la desviación de la siniestralidad (muy grande por la universalidad del siniestro) podría inducir en los diversos grupos sometidos a los efectos del riesgo catastrófico, de un modo tan desigual que limitase toda efectividad económica indemnizatoria al seguro de ese riesgo.


  Los riesgos de revolución y guerra son esencialmente catastróficos y hasta diremos que los riesgos catastróficos por excelencia. La falta completa de estudio de esta clase de riesgos en España hacía que se desconociese por completo su naturaleza y se les incluyese en las pólizas sin tenerlos en cuenta. Pero cuando es preciso aportar una solución a los problemas ocasionados por esta imprevisión, se hace necesario buscar en la naturaleza de dichos riesgos el fundamento técnico de su cobertura y aplicarlo aunque sea a "posteriori" como en este caso. Y siendo ese fundamento técnico (como el de todo seguro) la máxima posible división de riesgos, hasta un extremo muy superior al de los seguros ordinarios, se hace preciso llegar a él, lo que sólo puede conseguirse a través del mecanismo de la compensación de la siniestralidad, entre todos los aseguradores, en función a las economías sujetas al riesgo compensable.


  Es preciso, por lo tanto, llegar a una verdadera mutualidad de aseguradores, un Pool, o un coaseguro general, si se quiere.


  Esa compensación de siniestros, esa mutualidad de aseguradores, es la que estableció la Ley de 17 de mayo de 1940.


  La idea de la compensación tiene su aplicación no sólo en el seguro, sino en todos aquellos casos en que se produzcan en una comunidad de intereses daños imprevisibles y extraordinarios que afecten desigualmente a los componentes de la misma. En España encontramos compensaciones legales en el Decreto de 1.° de mayo de 1937 sobre prorrateo entre los propietarios adscritos a cada cámara de la Propiedad Urbana del importe de los alquileres dispensados por causas de guerra; en la Ley de 9 de septiembre de 1939, sobre Reconstrucción Nacional, que dispone la coparticipación en la reconstrucción de inmuebles de los propietarios y titulares de hipotecas y derechos reales sobre los mismos; en la Ley reguladora del Desbloqueo, de 9 de diciembre de 1939, y en el Decreto-ley de 3 de agosto de 1945, en que se crea la "Caja de Compensación del paro por escasez de energía eléctrica".


  La Ley de 17 de mayo hace actuar la compensación en dos sentidos distintos:


  a) Provisionalmente.


  Con el fin de conseguir la tesorería necesaria para el pago rápido de los siniestros, ordenado en la misma ley, sin necesidad de efectuar en las compañías de mayor siniestralidad o más reducidas reservas (las de moderna creación) una excesiva utilización de reservas matemáticas. Los resultados de este procedimiento fueron que con un 12 por 100 de dichas reservas, se pagaron todas las muertes reclamadas sin necesidad de recurrir a ningún otro arbitrio.


  Al comentar Bourdiol150 la liquidación de los siniestros de guerra españoles, después de afirmar que para los asegurados el sistema era equitativo, dice que para los aseguradores creaba grandes injusticias por el sistema de disposición uniforme de las reservas matemáticas, pues con él las sociedades de pocos siniestros y cartera importante son los que en realidad pagan a las compañías con dificultades financieras. Demuestra con esta afirmación que no había llegado a comprender, a pesar de su sencillez, el fenómeno de la compensación en la tesorería para el pago de los siniestros, que en nada afectó al patrimonio de las compañías prácticamente, salvo en el aspecto beneficioso de que proporcionó a las mismas un interés del 4 por 100 aparte de sus inversiones, que de otro modo hubiesen podido difícilmente obtener por la reducción del tipo del mismo operada en el mercado.


  b) Definitivamente.


  Repartiendo la carga siniestral resultante entre todas las compañías aseguradoras en función doble de los capitales en riesgo y capitales asegurados el 31 de diciembre de 1935.


  4.° Contribución de aseguradores y asegurados.


  La carga económica que resultaba de los preceptos de la Ley debía repartirse entre asegurados y aseguradores. Este principio puede prestarse a muchas interpretaciones, ya que de parte de los asegurados se puede alegar que habiendo ellos pagado la prima deberían correr de cuenta de los aseguradores los siniestros y de parte de éstos, porque si la siniestralidad de guerra no estaban obligados a pagarla, no había ningún motivo para que contribuyesen a la indemnización.


  Hemos visto cómo la ley no fué un capricho gubernativo, sino una necesidad sentida por todos los interesados, que fué preciso afrontar legalmente. Esa Ley fué más que un acto de poder, un verdadero arbitraje o composición a que se vió compelido el gobierno, consciente de que su misión era algo más que de mera tutela pasiva y en la que busca la fórmula más conveniente a los intereses de todos. Tanto carácter de composición tiene esta Ley como el Laudo que regula la siniestralidad de motín, ya que independientemente de su aspecto formal, ambos expresan el sentir de asegurados y aseguradores que defienden sus intereses y buscan un camino que por sí solos nunca hubiesen encontrado.


  Partiendo de esta base interesa, para enjuiciar la equidad y justicia de las obligaciones o cargas que a cada parte se exigían, los beneficios que al mismo tiempo se les proporcionaba.


  Con este objeto haremos un estudio analítico de esta materia en relación con asegurados y aseguradores.


  A. Aseguradores.


  Se les obligaba a dos aportaciones en definitiva, una de un 8 por 100 de los capitales en riesgo, que para caso de muerte y mixtos tenían contratados en 1935, y otra, también de un 8 por 100, de los capitales asegurados en la misma época y circunstancias, si bien esta última era algo inferior, ya que debía realizarse en ocho plazos anuales y de hacerse en su totalidad se concedía un descuento.


  Podría parecer a quien pensase que la solución impuesta fué una medida política del Gobierno para favorecer a una masa importante de españoles, que era injusta esta aportación de los aseguradores, pero es que hay que tener en cuenta, de un lado, la obligación que tenían para el pago de la mayor parte de los contratos; de otro, los obstáculos financieros que individualmente hubiesen podido difícilmente afrontar, y por la solución legal resolvieron sin la menor dificultad, y por último, pero no menos importantemente, las consecuencias económicas que se derivaron de la vigorización y prestigio de la institución del seguro que les iba a permitir compensar con creces cualquier aportación que se les exigiese.


  Todas estas circunstancias hacen que esta aportación de los aseguradores pueda considerarse no ya como justa, sino como extremadamente favorable para los mismos, que a consecuencia de la solución que se ha logrado con ella han obtenido unos beneficios muy superiores a sus desembolsos. Esta, solución tan conveniente para los aseguradores, no puede tampoco considerarse como graciosa en perjuicio de los asegurados, ya que si por una parte el beneficio de éstos, como vamos a ver, también ha sido grande, por otra el interés en resolver el problema excedía de las ventajas que podía acarrear a ésta o aquélla economía privada y era en realidad el interés de que el seguro superviviese en perfectas condiciones para poder continuar su función eminentemente estabilizadora y armónica de la economía patria; y en este aspecto ese interés exigía que los beneficios para todos fuesen relativamente superiores para los aseguradores, como en otro se exigía que fuesen mayores para los asegurados, como ocurre en la solución dictada para el seguro de accidentes individuales.


  Además, hay otro motivo que sin duda aconsejó una solución para los aseguradores suave, y es la existencia de las pérdidas que habían tenido en sus inversiones por efectos de la contienda, que directamente no se afrontó en la Ley de 17 de mayo de 1940.


  Estas pérdidas que muy acertadamente no se indican en la Ley, como se había pedido en la moción de los aseguradores de 1937, imputándolas a los asegurados, convenía tenerlas muy en cuenta, ya que aunque sin duda jurídicamente no era posible sostener la postura de incidirías en los asegurados, técnicamente sí representaba una pérdida imprevisible de las que no podrían quedar ajenos, tanto más cuanto que éstos se hubieron, además, favorecido por la poca apropiada cobertura del riesgo extraordinario en perjuicio de los aseguradores.


  B. Asegurados.


  Las aportaciones de éstos fueron de un 5 por 100 de su capital asegurado en el momento de hacérseles efectivos los capitales por vencimiento o muerte.


  Plantea esta aportación varios problemas que estudiaremos por separado.


  Para justificarla hay que atender no sólo a las obligaciones de los aseguradores, sino a los beneficios de los asegurados.


  A éstos benefició la regulación legal al reconocerlos explícita y terminantemente el derecho al cobro de sus indemnizaciones; al concedérselas, aun en aquellos casos en que no tenían estricto derecho; al evitarles procedimientos judiciales, largos y costosos, que hubiesen podido seguirse, y, principalmente, al dar real efectividad a sus derechos, pues de nada les hubiese servido que les reconociesen los aseguradores la exigibilidad de sus indemnizaciones si con la mejor voluntad no podían hacerlas efectivas; y, por último, al resolverles la situación contractual anómala en que se encontraban por falta del pago de primas en la mayor parte de los contratos.


  Por otra parte, y desde un punto de vista técnico, era equitativa la aportación, porque las primas calculadas y devengadas no englobaban los riesgos de la naturaleza catastrófica del de guerra. Este hecho no podía justificar jurídicamente la negativa a pagar la indemnización, ni tampoco la inhibición, como se propuso en la moción de San Sebastián, de modo que no hacían los aseguradores sino servir de intermediarios entre las cuotas que a ese fin se exigían a los asegurados y las indemnizaciones pagadas a los siniestrados; pero si justificaba una aportación suplementaria que por su modicidad no disminuyese la utilidad indemnizatoria del capital asegurado.


  5.º Suspensión o modificación de cláusulas contractuales.


  En virtud de la fuerza mayor ocasionada por la revolución y la guerra, no habrían podido cumplirse por los asegurados determinadas cláusulas contractuales, cuya inobservancia producía la automática suspensión de efectos de los contratos.


  En la contratación corriente no hubiese habido ninguna duda en estimar que por motivos de fuerza mayor no se perjudicaba el derecho de los contratos derivado del incumplimiento de cláusulas. Es más, hubiese estado reconocido implícitamente en el Decreto de 27 de agosto de 1938 que decretó la moratoria general.


  Pero las características especiales del contrato de seguro hacen que en él no sea posible la aplicación normal de esos principios generales. Por una parte, el pago previo de la prima no es una simple modalidad contractual, sino una necesidad inherente a su naturaleza específica; de no realizarse, ni sería posible la compensación técnica de los riesgos ni se podría evitar que un desaprensivo eludiese su pago después de haber estado protegido contra el riesgo. Por otra, en el seguro de vida el pago de las primas es voluntario (art. 426 C. de C.) y se presta a que el que no debe percibir indemnización se niegue a pagarlas a "posteriori", alegando para ello su claro derecho.


  Por lo tanto, el problema que se presentaba no era de fácil arreglo. Pudiera afirmarse que de haber dejado su resolución a las partes interesadas, no se hubiese conseguido más que un semillero de litigios con soluciones diversas y difícilmente equitativas, porque para que lo fuesen era preciso abordar el problema en conjunto.


  El legislador se encontraba ante una alternativa: o declarar sin efecto las pólizas con arreglo a la letra de la Ley, o darles efectos, pero haciendo obligatorio él pago de las primas correspondientes. La solución, de permitir el pago voluntario de primas, hubiese conseguido que sólo se solicitase en los contratos siniestrados la continuación de sus efectos, lo que hubiese destruido la relación entre primas y siniestros necesaria en el seguro.


  En la alternativa había que buscar una solución que realmente estuviese de acuerdo con la naturaleza del seguro, y que interpretase la voluntad de las partes de la que en este aspecto había una laguna; y no podía ser otra que la continuación de los efectos del contrato, teniendo en cuenta que habiendo fuerza mayor no podía derivarse perjuicio del incumplimiento para el asegurado, y obligatoriedad del pago de las primas atrasadas, partiendo de la base de que la fuerza mayor tampoco podía producir efecto perjudicial en el asegurador. O sea que lo que estableció con un criterio altamente jurídico la Ley de 17 de mayo, fué el reconocimiento de que la fuerza mayor suspendió el efecto de las cláusulas contractuales: la que obligaba al asegurado a efectuar sus pagos a plazos determinados, y la que le permitía pagar las primas voluntariamente.


  En este punto no se sacrifica "la noción del Contrato ley entre las partes", como expresa Martínez de la Fuente151, sino que se llena esa laguna a que nos referíamos de las normas contractuales dando una interpretación fundada en el espíritu de contratación mercantil por naturaleza, la buena fe; y en la esencia de la institución del seguro, de la que el contrato es sólo una manifestación.


  Este es el fundamento netamente jurídico del más discutible de todos los preceptos de la Ley que comentamos, desde un punto de vista jurídico se entiende, que es la exigibilidad de las primas pendientes.


  Confirma el carácter jurídico de este precepto la Sentencia del Tribunal Supremo de 16 de mayo de 1941, que reconoce la posible eficacia de la fuerza mayor, no sólo para extinguir obligaciones contractuales, sino para retardar su cumplimiento.


  El problema de la rehabilitación de los contratos pendientes en el seguro de vida, no se planteó por primera vez en España, sino que ya anteriormente había aparecido a consecuencia especialmente de la guerra de 1914-1918. La Orden de 20 de diciembre de 1917, en Alemania, y la Ley de 22 de julio de 1919, en Francia, dan normas para la rehabilitación de contratos de seguros suspendidos, estableciéndose en la última la exigibilidad de las primas pendientes en el seguro de vida.


  Además, existe otro argumento de una importancia trascendental y que puede decirse que es "la clave" de esta Ley. Es el de la presunción establecida "juris tantum", de que en las circunstancias de especial zozobra y peligro de muerte, todos los que tenían en vigor una póliza de seguros de vida en 1936 querían y deseaban continuar con ella, y no habrían dejado de reclamar sus beneficiarios si se hubiesen siniestrado.


  6.° Tribunal Arbitral.


  Es éste el último aspecto de la Ley, que creemos conveniente señalar en este estudio, pues aun cuando no tiene una relación directa con el fenómeno de la siniestralidad extraordinaria, su interés es tan grande en el campo de la institución aseguradora, que es preciso celebrar su establecimiento y aplaudir la Ley que lo instituyó.


  Los problemas del seguro tienen tan unidos los principios técnicos a los jurídicos, y tiene en ellos el fenómeno contractual una subordinación tal al institucional, que resulta difícil interpretar sus normas con unos principios jurídicos exclusivos, faltando, como no puede menos de suceder, los técnicos especiales, ya que a la de por sí compleja y delicada función judicial no puede exigírsele, además de la jurídica, una formación especializada en manifestaciones de la actividad humana tan delimitadas y especiales en cuanto profesión técnica se entiende, como la del seguro.


  Y, además, existe otro motivo que aconseja en el seguro la existencia de Tribunales especiales, la de que junto a esa formación técnica a que nos hemos referido se una la rapidez. Es que un contrato que tiene por finalidad esencial la indemnización pierde toda su eficacia ante la lentitud inherente a nuestro sistema procesal.


  Hoy día la necesidad que se siente en el seguro de un sistema judicial rápido, técnico y barato, tiene un camino abierto para su realización al existir un Tribunal Arbitral creado por la Ley de 17 de mayo, que ha mostrado su eficacia jurídica y técnica.


  Capítulo VII. Reglamentación española de la siniestralidad causada por la revolución y la guerra civil (tercera parte)



  II.– Seguro de accidentes individuales


  La guerra española de liberación también produjo una situación de anormalidad en el campo del seguro de accidentes individuales, aunque dadas las características de este seguro limitado y de finalidad concreta, no pudo tener la trascendencia que en el seguro de vida ni en el de motín.


  Antecedentes.


  El seguro de accidentes individuales está todavía en formación. Tuvo su origen moderno en 1849, para proteger de los primeros accidentes causados en el ferrocarril. En la historia, en cambio, es quizá de los más antiguos que se conocen, ya que la Reglamentación de Wishy en 1541 trataba del seguro de riesgo de mar en los tripulantes de buques.


  En el momento actual no se incluía el riesgo de guerra en este seguro, con lo que se limitaba su ya reducido campo de acción al no ampararse totalmente las consecuencias de accidentes, pues como tal hay que considerar a la muerte o incapacidad consecuente a lesiones de guerra o de otras catástrofes.


  Las pólizas de accidentes individuales españolas han excluido siempre, salvo pacto especial, y esto no todas, el riesgo de guerra. Igualmente ocurría en cuanto a las consecuencias de motín, alboroto, etc.


  Unicamente existía imprecisión en cuanto a los términos empleados para excluir los riesgos de revolución y motín, que en algunas ocasiones daban lugar a equívocos. Ruiz y Ruiz152 cita el litigio promovido por los beneficiarios de un ingeniero muerto en Asturias con póliza que cubría el riesgo de atentado pero no el de revolución. Asesinado después del comienzo de la guerra, ya se había atentado contra su vida, por los mismos que le asesinaron, en diversas ocasiones, por lo que el Tribunal Supremo, en Sentencia de 17 de febrero de 1942, declaró que correspondía la indemnización pues el atentado no había sido con "ocasión de la revolución", que era el caso excluido en la póliza.


  En el examen de cualquiera de los modelos de pólizas utilizadas en 1936, se comprueba este hecho de la imprecisión. Por ejemplo, en alguno que hemos visto se excluyen los accidentes con "ocasión" de revolución, motín y riña, salvo los casos probados de legítima defensa; en lo que podemos encontrar dos motivos de duda, el primero en el ámbito de "con ocasión", ya que la revolución que sufrimos en España, de larga duración, hacía pensar si cualquier accidente dentro de ella no era indemnizable; y el segundo, en la acepción de legítima defensa, que por una parte no se sabe si se circunscribe a la riña, y si no es así, parece que da a entender que sólo excluye los casos en que el asegurado hubiese tomado parte activa en la revolución, y no en los que, como ocurrió en España, fué en defensa del orden social, o fué por la violencia ajena.


  La guerra española, con las incontables muertes violentas por asesinato, bombardeo, operaciones bélicas, etc., produjo en este seguro una siniestralidad completamente desproporcionada con su volumen de primas. La siniestralidad prevista para los años de guerra era de ocho millones de pesetas, y la real fué en 1936 de 45 millones, de 15 en 1937 y de 10 en 1938153.


  No podía compensarse siquiera en parte esta desigualdad entre ingresos y desembolsos con la existencia de reservas, ya que por el carácter anual de la prima de este seguro no se constituyen más que las de riesgos en curso por un tercio de las primas en ejercicio.


  Otra consecuencia de la guerra, general en todo el seguro, era la de que las primas no se habían, en muchos casos, podido pagar, y por lo tanto, aplicando el texto de las cláusulas insertas en la póliza no tenían los beneficiarios derecho a la percepción de ninguna indemnización.


  Necesidad de resolver los problemas creados.


  Sin que pueda decirse que se presentasen en este seguro los problemas planteados por la guerra y la revolución con el mismo carácter perentorio e inaplazable que en el seguro de vida, o en el de motín, es sin embargo indudable que tanto al prestigio del seguro como al interés de los aseguradores y asegurados convenía una solución justa y equitativa.


  La necesidad de la solución de los problemas en este ramo del seguro era muy relativa jurídicamente, y principalmente técnica.


  A. Jurídica.


  Si bien la generalidad de las pólizas excluían los riesgos de guerra y revolución, no siempre su redacción era clara y terminante y en muchos casos podría dar lugar a litigios en los que muy probablemente no saldrían bien parados los aseguradores, ya que siendo el seguro un contrato de adhesión, en el que redacta las cláusulas el asegurador, cuando esas cláusulas son imprecisas u oscuras, deben interpretarse en el sentido más favorable a la parte que no ha dado lugar a la duda, en este caso el asegurado. Ya nos referimos a este principio interpretativo anteriormente.


  La confusión en las pólizas de este seguro sé manifestaba principalmente en la redacción de la cláusula de atentado. Creemos que una interpretación que incluyese la protección en caso de motín y revolución sería contraria a la técnica y a la equidad, pues ni se había incluido ese caso en el precio del riesgo, ni puede en modo alguno atribuirse a mala fe por parte de los que redactaron la cláusula, sino a una simple deficiencia a cuya exteriorización contribuyeron una serie de factores acumulados y difícilmente previsibles del modo que se produjeron.


  Pero en cualquier caso había una realidad, la de que por esa deficiente redacción podrían derivarse perjuicios para los aseguradores, que sea cual fuese la decisión judicial, les acarrearían gastos y, además, siendo desfavorable el pago de la indemnización, y absolviéndoles, el estigma injusto de haber conseguido eludir el pago de una obligación contractual.


  B. Técnica.


  Realmente, donde surgía la necesidad de una regulación de los problemas de la guerra en forma que sin gravar injustamente satisficiese al asegurado, que creía estar amparado por el seguro, era desde un punto de vista técnico.


  La falta de pago de la siniestralidad habría ocasionado un desprestigio a la institución del seguro del que le hubiese costado bastante salir, y que hubiese amortiguado los efectos en este aspecto de las soluciones reguladas en los ramos de vida y motín.


  Lo que había en juego al acabar la guerra de liberación era algo más que el interés de asegurados y aseguradores de uno u otro ramo; era el interés del seguro en general, y quizá por los principios de su técnica existe como en ninguna otra clase de empresa una verdadera solidaridad entre todas las empresas y todos los ramos del seguro. Sólo puede encontrarse semejanza en este aspecto con la Banca. Si una empresa papelera quiebra, las demás no sólo no se perjudican, sino que se favorecen al reducirse la competencia. Pero si un Banco o una entidad aseguradora quiebra, sin duda por la repercusión en muchos hogares de este hecho, todas las restantes empresas del mismo género se perjudican al disminuir el crédito puesto por los clientes en ellos. En el seguro, el fracaso de uno de sus ramos, de los importantes, se entiende, puede perjudicar a los restantes. Por eso no habría sido efectivo el prestigio del seguro en España, en tanto no se hubiesen solucionado los problemas existentes en todos los ramos aseguradores. Y por eso era completamente necesaria la solución que se dictó en el seguro de accidentes individuales.


  Legislación dictada.


  Con el objeto que hemos expresado, se dictó la Ley de 17 de octubre de 1941, que regulaba el pago y la liquidación de los siniestros causados por la revolución y la guerra.-


  Como disposiciones complementarias debemos citar la Orden Ministerial de 17 de diciembre de 1941, extendiendo a las mutualidades el recargo sobre las primas, y la Ley de 19 de julio de 1944, que concedía a los beneficiarios de las pólizas de accidentes individuales el derecho a la revalorización por desbloqueo. Y además tienen también interés las Circulares del Consorcio de vida de 16 de junio de 1944, en relación con el seguro complementario, y la de 2 de agosto del mismo año, en aplicación de la Ley de 19 de julio de 1944.


  Aun cuando la examinaremos más adelante, también es necesario que incluyamos aquí, por la relación directa que tiene con los preceptos anteriormente citados, la Orden Ministerial de 30 de mayo de 1944 sobre cobertura de riesgos catastróficos.


  A continuación, haremos una ordenación orgánica de los preceptos contenidos en las anteriores disposiciones.


  A. Regularización de contratos.


  Se rehabilita y da plena vigencia durante todo el transcurso de tiempo, a aquellos contratos que hubiesen sido incumplidos por los asegurados por causas ajenas a su voluntad entre el 18 de julio de 1936 y 1° de abril de 1939. Solamente en el caso de manifestación escrita indubitable, se considerará el contrato rescindido voluntariamente (art. l.°, Ley 17 mayo 1941).


  Las primas de esos contratos deberán satisfacerse en un plazo de tres meses, con la reducción en su caso con arreglo al artículo 12 de la Ley de Desbloqueo de 7 de diciembre de 1939 (art. 4.°). El artículo 5.° de la Ley de 12 de diciembre de 1942 facultaba al Consorcio de accidentes individuales a incluir en su compensación los siniestros correspondientes a pólizas de seguros complementarias sobre la vida humana, en las mismas condiciones que los restantes de accidentes. La Circular del Consorcio de vida de 16 de junio de 1944 reguló el anterior precepto.


  B. Liquidación de siniestros.


  a) Ordinarios en la época de guerra no liquidados.


    1 ) Primas pagadas o intentadas pagar en moneda nacional.


    Indemnización pactada con una detracción de un 10 por 100 (artículo 2.°, apartado a).


    2) Primas devengadas en moneda roja.


    En la Ley de 17 de octubre se establecía que debía aplicarse la reducción expresada en el artículo 12 de la Ley de Desbloqueo, además de la detracción del 10 por 100. Pero la Ley de 19 de julio de 1944 modificó este extremo concediendo a los beneficiarios indemnizados por ese procedimiento la facultad de revalorizar las indemnizaciones percibidas, pero revalorizando al mismo tiempo las primas satisfechas en moneda roja (arts. 1 y 3).



  b) A causa de guerra y revolución.


    1) Contratos con cláusulas especiales cubriendo guerra o revolución.


    En las mismas condiciones que las ordinarias (art. 3.° a)


    2) Contratos ordinarios:


    Indemnización del 60 por 100 de la pactada, deduciendo detracción del 10 por 100 como en los restantes siniestros (art. 3.°, b).


  C. Aportaciones para amortizar la carga resultante.


  a) De los aseguradores:


    1) Un 10 por 100 de las reclamaciones pendientes de pago al dictarse la Ley, revisable por el Consorcio en función de las indemnizaciones aprobadas hasta formar la carga definitiva (art. 9, ap. a).


    2) La diferencia entre las reservas de riesgos en curso constituidas o que debieran constituirse para los ejercicios de 1936 a 1939, cuando la indicada diferencia se hubiese producido (art. 9, ap. c). El Consorcio acordó establecer como pago "forfetario" por esta aportación, un 10 por 100 de las primas cobradas en 1935.


    3) Las primas correspondientes al período expresado en el apartado anterior que hubiesen sido pagadas por el asegurado con posterioridad al mismo (art. 9, ap. d). El Consorcio acordó estimar "forfetariamente" esta obligación en un 15 por 100 de las primas cobradas en 1935.


  b) De los asegurados:


    1) Una detracción del 10 por 100 sobre todas las cantidades que se les liquiden a consecuencia de la Ley (art. 9, ap. b).


    2) El importe de un recargo del 10 por 100 sobre las primas comerciales a cobrar en el futuro por esta clase de riesgos, y que deberán ingresarse en el Consorcio por las compañías interesadas (artículo 9, ap. e).


    Este recargo se extendió a las primas, cuotas o derramas de los asociados y mutualidades de accidentes individuales (O. M. de 17 de diciembre de 1944).



  D. Consorcio.


  Se constituye este organismo bajo la presidencia del Director General de Seguros para conocer y resolver cuantas gestiones se promuevan en orden a la aplicación de la Ley (arts, 7 y 8) para examinar los expedientes de siniestro, aprobándolos para su pago, y de este modo establecer la carga siniestral definitiva (art. 11) y con el fin de ser el mediador financiero del sistema de compensación establecido (arts. 9 y 10).


  Para hacer frente a las obligaciones derivadas del pago de la siniestralidad dispondrá de los recursos aludidos en el párrafo C; y para facilitar la inmediata tesorería necesaria para el rápido pago de las indemnizaciones, emitirá "Certificados de Reservas" a un interés anual del 4 por 100 libre de impuestos que podrán ser utilizados por las compañías aseguradoras para la inversión de sus reservas y depósitos, y que serán reembolsados en función de las disponibilidades consorciales una vez liquidada la carga (art. 10).


  E. Tribunal Arbitral.


  Las discrepancias en la aplicación de la presente Ley, así como las ordenaciones judiciales no terminadas en que se ventilen indemnizaciones de los regulados en ellos, se someterán al Tribunal Arbitral de Seguros establecido por la Ley de 17 de mayo de 1940.


  Análisis de su contenido.


  Estudiado el contenido de la legislación dictada por los seguros de vida, en cuyos principios técnicos está inspirada la que ahora observamos, conviene que analicemos aquellos preceptos y principios que adquieren en este caso peculiar interés.


  En cambio, en aquellos aspectos como rehabilitación de los contratos y obligación del pago de las primas, Consorcio, Tribunal Arbitral, aportaciones en régimen de compensación, etc., comunes a los vistos al estudiar la Ley de 17 de mayo de 1940, no volvemos a insistir por considerarlo inútil repetición, ya que las diferencias que puede haber no tienen importancia especial.


  A. Diferencia de trato a los asegurados.


  En esta Ley se dividen los siniestros procedentes de la guerra y la revolución en dos grupos: por una parte, los que estaban amparados por pólizas en las que había cláusula o apéndices especiales en que se expresaba la cobertura del riesgo de guerra que recibirán la totalidad de su indemnización (salvo la detracción); por otra, aquellos asegurados que habían contratado un seguro ordinario y que percibían el 60 por 100 de la indemnización asegurada, del mismo modo salvo detracciones.


  Esta diferencia de trato tiene los siguientes fundamentos:


    a) Jurídico, en cuanto que se deduce de la diferencia en las cláusulas contractuales.


    b) Técnico, ya que por una parte existía una diferencia de prima; ésta podemos decir que es la razón fundamental que en cambio no existía en el seguro de vida, porque en aquél la cláusula que en su caso amparaba el riesgo de guerra no tenía una contraprestación adecuada, sino que era un artificio de la competencia mercantil, y por otra la perfecta e inconfundible diferenciación entre un caso y otro, hacía fácil la distinción y no se prestaba a litigios ni discusiones.


  B. Aportaciones de los aseguradores.


  Es preciso que veamos los motivos de justicia que pudieron aconsejar al legislador a establecer las aportaciones que hemos reseñado de los aseguradores a la carga siniestral. Distinguiremos entre la justicia abstracta de "una" aportación de los aseguradores y la justificación concreta de la exigida a los mismos.



    a) Abstracta.


    El pago de los siniestros de guerra en el modo establecido en la Ley de 17 de octubre de 1941, produjo tres beneficios indudables a los aseguradores, que justifican la existencia de aportaciones de ellos a los pagos con ese objeto verificados.


    1) El pago de las reclamaciones de los asegurados que consolidó la confianza en el seguro de accidentes. La elevación en las primas recaudadas en este ramo, en relación con las de 1935, que citamos mas adelante en el apartado I del capítulo X, comprueban prácticamente la realidad de este beneficio.


    2) La inclusión en la carga siniestral de pólizas que por tener especialmente cubierto el riesgo de guerra debían necesariamente ser indemnizables por los aseguradores.


    3) La evitación de litigios en que aparte de los gastos en cualquier caso por éstos producidos podían ser a causa de la imprecisión de las pólizas, obligadas a pagar indemnizaciones aunque técnicamente no procediesen.


    b) Concreta.


    Ha de buscarse en el cálculo de si los desembolsos a los mismos exigidos son superiores a los beneficios que les ha producido a consecuencia de esta regulación coactiva. Esto es nada fácil de precisar, ya qué excepto las obligaciones por siniestros especialmente protegidos, los otros beneficios son de muy difícil determinación. Pero nos atrevemos a decir que la suma de los tres, y al conjunto de compañías (en cada caso específico pueden haber influido otros factores, ajenos a este problema) ha producido un beneficio muy superior a las prestaciones exigidas, y si no, piense cada uno de los interesados en la difícil situación en que les hubiese puesto una inhibición estatal, pues con eso deben confrontar la modicidad de sus aportaciones, que para el conjunto de las compañías no habían pasado, por todos conceptos, de 8.300.000 pesetas hasta el 31 de diciembre de 1945, lo que constituía un 20,04 por 100 de la total carga siniestral hasta aquella fecha.


    Esa cantidad la recuperaron perfectamente los aseguradores con el aumento en los capitales asegurados y el robustecimiento de un ramo que amenazaba desaparecer.


  C. Aportaciones de los asegurados.


  Reside aquí la mayor diferencia con la regulación ordenada para el ramo de vida. Podemos distinguir dos clases de prestaciones.


    a) La que se exige a los beneficiarios de asegurados siniestrados durante la guerra, cuya indemnización no se hubiese liquidado por el asegurador al dictar la Ley.


    Esta detracción es, vista con un criterio limitado, injusta para determinados asegurados. Al que había contratado especialmente seguro, por una parte, no había motivo para exigírsela. Y tampoco era justo que al beneficiario del que había muerto de modo previsto en la póliza sólo por el hecho de que se le hubiese pagado antes del 17 de octubre de 1941, pudiese evitar la destracción que, en cambio, fué exigida a los que estaban pendientes de liquidación.


    Al primero de estos hechos podemos buscar varias justificaciones: lo insuficiente de la prima especial pagada–que podría asimilarse en parte al caso existente en el seguro de vida de diferente riesgo con la misma prima–, que se soluciona en la Ley haciendo que su aportación fuese inferior a la de los otros asegurados, lo que es en definitiva aquí la distinta indemnización establecida; los beneficios que representaba el pronto pago, de otra manera muy difícil de conseguir, y el beneficio de la rehabilitación contractual.


    El segundo de ellos sólo puede tener una justificación práctica: no hubiese ocasionado más que gastos intentar que los beneficiarios que hubiesen cobrado el capital asegurado fuesen a devolver parte de éste, y, además, hubiese esto favorecido muy poco al prestigio de la institución aseguradora.


    b) El recargo del 10 por 100 en las primas futuras.


    Se rompe por completo en este caso el principio de la Ley de vida de que la siniestralidad de guerra debían soportarla los por ella amenazados.


    Pero en cambio tiene esta interesante disposición un entronque verdaderamente técnico, con la esencia del seguro, y en concreto, ya que al fin y al cabo la siniestralidad de guerra esa consideración tiene, con la cobertura del riesgo catastrófico.


    Si la esencia del seguro está en la división de riesgos, y la que normalmente se hace en el seguro ordinario es insuficiente, hay necesariamente que acudir a ensanchar el campo posible de esa división. ¿Y cómo hacerlo? Pues si con eso basta, convirtiendo las diferentes comunidades de asegurados de una compañía en una sola comunidad de asegurados de todas; y si aún no es bastante, creando una comunidad de aseguradores en el tiempo, lo que sólo puede conseguirse por medio de la formación de reservas. Pero como en el caso que nos ocupa no se contaba con reservas que representaran la proyección de los asegurados anteriores sobre los actuales, se verificó una operación inversa, y se proyectó sobre los asegurados futuros, no un activo como lo serían las reservas, sino un pasivo como son las obligaciones adquiridas para liquidar una carga económica de otro modo no soportable.


    Naturalmente, tenía que venir esta proyección sobre los asegurados futuros unida al derecho de éstos a beneficiarse en iguales circunstancias a las ajenas que sobre ellos pesaban, y por eso fué necesaria en este ramo, así como en el de motín en que se utilizó idéntico sistema, completar la obra comenzada estableciendo las normas justas y adecuadas y de acuerdo con la técnica para la compensación de los riesgos catastróficos de todos los asegurados. Si no se hubiese llevado a cabo esto, se hubiesen encontrado los futuros aseguradores con que ellos estaban incluidos en una comunidad en la que sólo tenían obligaciones.


    Desde el momento en que se estableció el recargo de este 10 por 100 sobre las primas quedó el Gobierno español, que lo había decretado, obligado a establecer, bajo la base de esa aportación exigida coactivamente, un sistema que permitiese a los que pagaban estar a cubierto de los riesgos de carácter extraordinario. Por ese motivo pudo extenderse con justicia el recargo del 10 por 100 a los asociados a las mutualidades, que de otro modo, aunque fuese conveniente a las compañías de seguros mercantiles evitar la diferencia de prima con esas mutualidades, no hubiese podido llevarse a cabo.


  Capítulo VIII. Reglamentación española de la siniestralidad extraordinaria (Primera parte)


  La revolución y la guerra que durante casi tres años asolaron nuestra Patria, crearon en el campo del seguro problemas que fué necesario e indispensable resolver, tanto en pro de muchos y respetabilísimos intereses privados que se hallaban en peligro, como en defensa de la subsistencia de la institución del seguro, que de otro modo hubiese podido perecer en España, arruinada por su fracaso para la compensación de daños que la guerra había producido. Para resolverlos hemos visto que hubo que acudir a soluciones originales y audaces, que perfectamente concebidas pudieron mantener el prestigio del seguro al tiempo que compensar los devastadores daños ocurridos en las economías privadas aseguradoras. La Ley de 17 de mayo de 1940 en el ramo de vida; el Laudo de 21 de noviembre de 1940, de incendios y motín, y la Ley de 17 de octubre de 1941 para accidentes individuales, con sus disposiciones complementarias, tuvieron esta finalidad.


  Esas soluciones a que aludimos, además de la eficiencia que buscaban y consiguieron, han producido otro beneficioso efecto, quizá tan interesante como el anterior: roturar el camino para llegar a ampliar el ámbito del seguro, de los riesgos ordinarios, a los llamados extraordinarios o catastróficos. Las enseñanzas y estudio práctico de los extensos e intensos siniestros de nuestra guerra han permitido llegar a las reglamentaciones para el aseguramiento de los riesgos extraordinarios.



  I.– Seguro de vida


  Antecedentes.


  Antes de entrar en el análisis y comentario de la reglamentación dictada para la siniestralidad extraordinaria en el seguro de vida, es conveniente hacer un breve estudio de su situación en España y de las circunstancias que aconsejaban llegar a una reglamentación estatal de la cobertura del riesgo catastrófico.


  Hasta nuestra postguerra no ha habido en España ninguna preocupación teórica ni práctica por la cobertura especial que requería la naturaleza de los riesgos extraordinarios.


  En el de guerra, la diversidad era la única "norma" de su cobertura, por lo que pudo producirse la difícil situación porque atravesó el seguro al acabar nuestra guerra de liberación. Hasta cinco tipos de clausulado cita Muntadas154.


  Nosotros distinguimos los siguientes:


    a) "El riesgo de guerra sólo se cubre mediante sobreprima. La Compañía devuelve por muerte debida a esta causa, sin cobertura especial, la reserva matemática correspondiente al día del fallecimiento."


    Esta es la cláusula típica de la "no cobertura", aunque no siempre ha sido igual. Cita Schaetzle155 que en la guerra de Secesión norteamericana muchas compañías obtuvieron beneficios al no devolver la reserva matemática de los asegurados cuyas pólizas excluían el riesgo de guerra. Claro que este hecho no puede considerarse sino como un abuso del asegurador al amparo del desconocimiento que el asegurado tiene de la técnica del seguro de vida.


    b) "Se cubren los riesgos del servicio militar en tiempo de paz, así como los existentes en defensa del orden público, quedando en suspenso el seguro en caso de movilización del asegurado o servicio voluntario del mismo en operaciones de guerra, hasta el fin de la movilización o hasta un plazo posterior de tres a ocho meses. La muerte en este período de suspensión de efectos, por las causas que sean, sólo da derecho a la reserva matemática."


    Este sistema de clausulado era muy frecuente en Francia al estallar la guerra del 14, y en relación a él se dictaron las Circulares de 24 y 26 de agosto de 1914, así como también en parte la Ley de 22 de julio de 1919. Aparte del hecho de dejar sin cobertura al asegurado en el momento para él más interesante y a merced del asegurador que le puede exigir primas abusivas, como ha ocurrido en Francia, tiene otro fundamental y que nace de no estar adaptado a la actual naturaleza de los conflictos bélicos, ya que no se hace declaración ninguna referente a la población civil que hoy día está tan afectada por el riesgo de guerra como las fuerzas militares.


    Una modalidad de este grupo cubre expresamente el riesgo de guerra a la población civil. Esto, si jurídicamente evita dudas e interpretaciones, es técnicamente poco aconsejable, ya que existiendo sin duda desviación anormal de la siniestralidad en los asegurados no combatientes de países beligerantes, la cobertura gratuita puede poner en peligro la seguridad económico-financiera del asegurador.


    c) "Garantía gratuita del riesgo de guerra para los asegurados movilizados no militares de profesión, limitando a veces a cierta suma esa garantía, o estableciendo un plazo de carencia no inferior a un año respecto a la declaración de guerra, para que esa cobertura pueda llegar a efectuarse. Los militares de profesión deben pagar sobreprima y, en su defecto, sólo queda obligada la compañía a entregar la reserva matemática."


    Se repite en esta cláusula el defecto ya citado de la falta de garantía suficiente al no preverse prestación ninguna para compensar a la compañía del riesgo de guerra. Este sistema sirve mejor de propaganda para la contratación de la póliza que de efectiva garantía al riesgo de guerra, ya que en el momento de sobrevenir ésta, si alcanza las proporciones por desgracia normales, o peligrará la estabilidad de la compañía aseguradora, o no se satisfarán las indemnizaciones correspondientes a siniestros ocasionados.


    d) "Cobertura total del riesgo de guerra en todos los casos, sea o no militar de profesión el asegurado. En algunos casos se exigía que el servicio militar sea impuesto por la Ley y se limita a cierta suma la responsabilidad. En las primas se contienen recargos que permiten a las compañías constituir reservas especiales para el caso de guerra."


    Este sistema, en el que se apuntan–al establecer recargos con destino a la constitución de reservas–soluciones aceptables, tiene el defecto inherente a la libre contratación de los riesgos de guerra, por compañías aisladas, y es que por muchas reservas que se constituyan nunca pueden ser bastantes para compensar la disminución en la siniestralidad normal posible por la guerra, pues para ello tendrían que ser muy elevadas, y no resistirían la competencia en tiempo de paz.


    Esa diversidad en la contratación del riesgo de guerra tenía dos defectos: uno jurídico, al perjudicar cualquier intento de solución de la siniestralidad extraordinaria, a no ser que se prescindiese del respeto a los derechos individuales, lo que puede ser aconsejable a falta de otra posible solución y ante la ineludible necesidad de afrontar una situación de la que pudiese seguirse daños graves a asegurados y aseguradores, pero que como principio permanente es recusable; y otro práctico, al dejar abierto el camino de la competencia desleal, en la que se beneficiase el que aun a sabiendas de no cumplirlo y fiado de la inseguridad de la realización del daño, ofreciese condiciones más ventajosas.


    En cuanto a los restantes riesgos de etiología catastrófica, no existía ninguna norma especial, incluyéndose en la póliza.


    Esta protección dentro de la póliza ordinaria de riesgos que pueden producir una desviación anormal de la siniestralidad, es, desde el punto de vista de la más amplia protección que debe prestar el seguro, conveniente, pero tiene en cambio el peligro técnico de que puede llegar a producir serias dificultades en el mecanismo financiero asegurador, con el perjuicio que en definitiva esto supondría para el asegurado.


    Con la desordenada variedad de la cobertura del riesgo de guerra, y falta de normas convenientes para la contratación de los otros que hemos expuesto, y con los aleccionadores ejemplos de nuestra guerra y la mundial, y las enseñanzas y camino abierto por la Ley de 17 de mayo de 1940 y complementarias, se creó en España el ambiente propicio para llegar a una ordenación legal en que se regulase permanentemente la cobertura de los riesgos de naturaleza catastrófica.


    Tampoco en el campo doctrinal hubo en España, como ya hemos indicado, ningún interés por la cobertura especial del riesgo de guerra y menos del catastrófico. La primera preocupación por este problema la encontramos en el Director General de Seguros, Ruiz y Ruiz, que el 17 de abril de 1942156 sostuvo como una de sus conclusiones finales que "la cobertura de los riesgos extraordinarios debe ser garantizada con anterioridad a la realización de los hechos".


    Todo esto, unido a la necesidad pública de la adecuada organización de la siniestralidad catastrófica para ampliar y completar la eficacia del seguro, dió lugar a la Orden Ministerial de 27 de marzo de 1944, que regula actualmente la cobertura de la siniestralidad catastrófica en el seguro de vida. Esta Orden, si bien como su preámbulo expresa es una proyección definitiva de las normas que se habían dictado en las Leyes de 17 de mayo de 1940 y 12 de diciembre de 1942, adquiere por su trascendencia en la ordenación legal aseguradora un puesto de especial importancia.


    En ella se dispone que la cobertura de los riesgos catastróficos se hará exclusivamente con arreglo a sus preceptos, salvo que haciéndolo constar expresamente en la póliza, se excluya su protección. Para hacer frente a la siniestralidad que se produzca, los asegurados deberán pagar desde el momento de la aparición del riesgo una sobreprima proporcional que no podrá exceder del 1 por 100 de los capitales en riesgo. Los aseguradores contribuirán con el coeficiente que en su día se determine sobre la diferencia entre la mortalidad prevista y la real en los períodos en que se haya devengado la sobreprima, en función de las pólizas acogidas. Los siniestrados contribuirán con una detracción sobre las indemnizaciones, que será fijada en relación a la siniestralidad extraordinaria cubierta. La cobertura se efectuará en régimen de compensación entre todas las entidades afectadas dentro del Consorcio de Compensación de seguros. En virtud de acuerdo del Consorcio, de 13 de junio de 1944, en las pólizas contratadas a partir de la aparición del riesgo se limita la cobertura compensable a 250.000 pesetas, no pagándose sobre el exceso más que la reserva matemática.


  Análisis de la regulación establecida.


  Para un exacto conocimiento de su alcance, es conveniente que analicemos separadamente aquellos principios que la inspiran y cuyo estudio interesa no sólo para mejor comprensión de los preceptos de este caso, sino como aplicación práctica al seguro de vida de fundamentos de la cobertura catastrófica.


  Son estos principios los siguientes:


  1. Función pública de la cobertura de este riesgo.


  El seguro es algo más que un capricho contractual, es una necesidad de la organización social del mundo moderno; la función pública que desarrolla perdería eficacia si excluyese de su protección los riesgos extraordinarios, o si esa protección fuese sólo aparente; para evitarlo se hace necesaria una regulación oficial en esta materia, no dejando al arbitrio de los contratantes este aspecto del seguro sobre la vida.


  2. Cobertura de los siniestros catastróficos.


  Dos aspectos interesa resaltar aquí:


    a) La consideración unitaria de los riesgos catastróficos.


    Es éste uno de los aspectos más importantes de toda esta legislación española y al que, sin embargo, se ha prestado menos atención. Constituye una innovación en la técnica del seguro trascendentalísima. Es una verdadera revolución dentro de la teoría del riesgo. Separa éste en dos clases: el ordinario y el catastrófico o extraordinario, y trata a éste de un modo uniforme.


    En el seguro de vida esta consideración, incluyendo junto al riesgo de guerra el de epidemia, revolución y otros semejantes, tiene una gran importancia para los aseguradores. Hasta ahora esa cobertura la hacían (excepto guerra) generalmente en la póliza ordinaria y sin sobreprima. Esto representaba una inseguridad para el asegurador, que en caso de anormalidad podía ver en peligro su negocio, a lo que se sometía obligado por la competencia. Al regularse coactivamente la cobertura de estos riesgos se beneficia doblemente porque deja de cubrir directamente riesgos que le representaban un peligro, sin temor a perder su cartera de asegurados por la competencia de otros aseguradores que cubran ese riesgo, y porque disminuyen percibiendo la misma prima sus obligaciones.


    b) Exclusiva compensación de las catástrofes.


    Hemos visto en el capítulo I, al estudiar el siniestro catastrófico, cómo éste era no sólo el que ocasionaba efectos catastróficos, sino el que se había producido por causas susceptibles de originar esos efectos, aun cuando en muchos casos los que produjese fuesen por su magnitud semejantes a los ordinarios. Este principio, que estimamos fundamental en la teoría del riesgo catastrófico, no es seguido en esta regulación, mientras que, en cambio, sí se tiene en cuenta en la dictada para accidentes individuales y para cosas materiales. En estos ramos vemos cómo se compensan por el Consorcio todos aquellos siniestros aislados producidos por una de las causas catastróficas, aun cuando sus efectos hayan sido de poca magnitud y no hayan producido ninguna desviación en la siniestralidad. En el seguro de vida se ha adoptado el criterio de sólo compensar los siniestros catastróficos, que reúnan los caracteres de catástrofes, y como tales que produzcan una desviación en la siniestralidad, semejándose su función a la del reaseguro de exceso de siniestros.


    Creemos que es acertada esta norma, a pesar de que no está de acuerdo con la naturaleza estricta del riesgo catastrófico, pues el criterio que pudiéramos llamar "académico" sería de muy difícil realización práctica, dada la forma de compensación practicada, pues no merecería la pena exigir de todos los asegurados de España una sobreprima pequeñísima para pagar unos pocos siniestros que se produjesen por causa catastrófica, ya que se originarían gastos y trámites administrativos desproporcionados con su reducida finalidad.


  3. Uniformidad en la contratación.


  La regulación oficial no impone, en contra de la voluntad de las partes contratantes del seguro, ninguna norma para la regulación de este riesgo. Exclusivamente prescribe que no podrá cubrir de otro modo distinto al legalmente regulado. De una alternativa a las partes o de acuerdo con el sistema legal, si se quiere cubrir el riesgo o expresamente excluirlo.


  4. Cobertura por las entidades privadas de seguros.


  Se reconoce la eficacia de la iniciativa privada en el seguro como medio verdaderamente útil y conveniente a la efectividad institucional.


  5. Solidaridad de asegurados y aseguradores.


  Ambos deben contribuir a la cobertura de este riesgo del modo que se establece. La justicia y conveniencia de la contribución de los aseguradores ha sido negada por "El eco del seguro"157, que afirmaba estar en contra de la esencia técnica del seguro.


  Esta crítica puede sólo ser fundada si se enfoca desde la práctica aseguradora habitual en los riesgos ordinarios. Pero es un criterio estrecho y rutinario no inspirado en la verdadera esencia de la institución aseguradora, sino en una técnica accidental.


  En las regulaciones especiales para el riesgo de guerra de Suecia, Finlandia y Dinamarca, encontramos la aportación directa o indirecta a esta siniestralidad. Además de ésta, de un valor solamente comparativo, encontramos los siguientes argumentos en apoyo de este principio.


    a) La mortalidad de origen catastrófico disminuye la mortalidad ordinaria, produciendo al asegurador un beneficio. No sería justo que ese beneficio fuese para el asegurador, sino que lo procedente es que contribuya a la compensación de los efectos económicos dañosos ocasionados por la misma causa que ha producido el beneficio. Ese beneficio será sin duda inferior al general de mortalidad de la Compañía, tanto porque las tarifas corresponden a una época de vida en que la mortalidad era mayor que la actual, como por la selección de riesgos efectuada por el asegurador, pero también se prevé solamente una aportación, no de la totalidad del beneficio, sino de una parte alícuota de éste.


    b) En la cobertura eficiente de este riesgo está interesado el asegurador, ya que de no llegarse a ella padecería la institución del seguro con notorio quebranto para él. La cobertura a un precio excesivamente elevado disminuiría mucho esa eficacia buscada.


    c) La realización del siniestro catastrófico es una anormalidad que excede de la esfera del seguro incidiendo en toda la vida pública y privada de un país. Esa anormalidad obedece en muchos casos (guerra y revolución) a causas que tienen su origen en el desequilibrio de la vida moderna entre los inventos y descubrimientos materiales y el perfeccionamiento espiritual e ideológico, y en la reparación económica de sus efectos es justo que participe el asegurador, que en épocas de normalidad se ha beneficiado con los adelantos y progresos materiales a que aludíamos al mejorar éstos las condiciones de vida y disminuir consiguientemente la mortalidad.


    Podría esto remediarse fijando "forfetariamente", con arreglo a bases más objetivas, como podrían ser los capitales en riesgo a los asegurados, la cifra de esa aportación. Parecido criterio ha sido el seguido por los Consorcios de vida y accidentes individuales para determinar las cifras que debían ingresar las compañías por los conceptos mismos de beneficios de mortalidad y lo estimamos muy acertado, porque permite, manteniendo el origen de la aportación, fijar con la mayor objetividad y facilidad de inspección, las aportaciones de los aseguradores.


  6. No distinción entre los asegurados.


  En los riesgos catastróficos que no sean guerra no es fácil ni sería útil establecer distinciones entre los asegurados aunque pudieran estar por algún motivo (zona afectable, terremotos, etc.) diferentemente sometidos al riesgo. Pero en el riesgo de guerra sí se ha venido tradicionalmente distinguiendo entre los combatientes y no combatientes. Por primera vez se consideraba de un modo uniforme a civiles y combatientes en el proyecto alemán de 1916 para la cobertura del riesgo de guerra; actualmente las legislaciones dictadas para este caso en Suiza, Alemania, Francia, Holanda, etc., recogen este principio. En defensa de este sistema podemos argüir.


    a) Que está perfectamente de acuerdo con los principios operantes en las guerras actuales, que tienen un carácter "total", y en que por el alcance de los medios utilizados, el peligro es extensivo a todos los habitantes de una nación beligerante.


    b) Que el sacrificio de los que corren mayor peligro en defensa de la patria debe repartirse económicamente con el de los que tienen menos, para que, además de exponer la vida por sus compatriotas, no tengan que soportar una carga económica superior.


    c) La ventaja técnica que representa la uniformidad de cuotas, evitándose las dudas que se suscitarían por la inclusión en una u otra clase, así como los cambios en ellas y las dificultades en el encuadramiento en cada grupo cuando después de acabada la guerra fuese necesario seguir pagando la sobreprima.


  7. Mutualidad de asegurados.


  Este riesgo se cubre por una mutualidad constituida por todos los asegurados de la cartera española, excepto aquellos que expresamente hayan manifestado su disconformidad, que hayan estado expuestos al riesgo catastrófico.


  Consecuencias de este carácter mutualista del seguro de este riesgo son:


    a) Sistema consorcial.


    Es éste otro de los puntos capitales de la reglamentación, y que pueden dar lugar a más discusiones; en apoyo suyo podemos estimar:


    a') El volumen de las siniestralidad posible en el riesgo catastrófico, que excede con mucho de la capacidad económica de una compañía aseguradora.


    b') La conveniencia técnica en el seguro del mayor reparto posible de riesgos, por la anormalidad de los catastróficos, exige para su cobertura la ampliación de la masa de asegurados más allá de los límites de las compañías o entidades aseguradoras. Ya explicamos la necesidad de esta "proyección espacial".


    c') La facilidad que el sistema consorcial proporciona para la utilización de medidas financieras que pueden ser necesarias para el rápido pago de las indemnizaciones, que no existía si en cada compañía hubiese resultados distintos e independencia de acción, como se demuestra por la eficacia alcanzada en la compensación de los siniestros de vida de la guerra por el Consorcio creado en la Ley de 17 de mayo de 1940, cuya organización capacitada y experimentada tiene interés aprovechar.


    b) Supresión del beneficio industrial en la cobertura del riesgo.


    No siendo suficiente para esta cobertura la capacidad económica de las compañías aseguradoras, sería ilógico admitir que obtienen un beneficio por un riesgo industrial que no podían afrontar. Por eso es preciso acudir a la mutualidad. El beneficio para los aseguradores está en la amplitud de la garantía de la póliza, que sin peligro para ellos pueden ofrecer, y que se traduce en una mayor producción al ser mayor la eficacia del seguro.


    c) Fijación a "posteriori" de la prima a satisfacer.


    Las que se hacen a partir de la declaración de aparición del riesgo, tienen carácter de provisionalidad.


    d) No existencia de sobreprima previa.


    No teniendo la mutualidad de asegurados proyección temporal, sino exclusivamente "espacial", es lógico que sólo soporten la carga quienes han podido sufrir daños por el riesgo.


    El legislador ha considerado que dada la naturaleza del seguro de vida, en el que por estar combinada la cobertura del riesgo con la capitalización se amortiguan mucho los efectos de la siniestralidad extraordinaria, y en el que por otra parte no sería prudente una elevación, en tiempo de normalidad, de la prima, ya muy alta, se debía estimar preferible no proyectar la cobertura del riesgo en el tiempo, creando reservas que enjugasen la siniestralidad catastrófica, sino solamente en el espacio haciendo intervenir en la compensación a todos aquellos que han estado expuestos al siniestro catastrófico, si bien para no hacer gravosa esta responsabilidad mutualista se ha permitido que las aportaciones se pagasen periódicamente, en cantidades limitadas, y hasta llegar a compensar la carga siniestral.


    e) Fijación de las sobreprimas sobre el capital en riesgo.


    La naturaleza mixta del seguro de vida, con la creación de reservas matemáticas que constituyen una verdadera capitalización, hace que el riesgo a cubrir aleatoriamente en cada momento del contrato, no sea la totalidad del capital asegurado, sino tan sólo el excedente de las reservas matemáticas constituidas. Siendo principio esencial del régimen mutuo la participación en la siniestralidad en proporción al capital que se asegura en la misma, es preciso que sea ese capital en riesgo el propiamente asegurado catastróficamente, el que sirva para el cálculo de la contribución mutual.


    Excepciones al sistema mutualista.


    a) En cuanto también contribuyen a la compensación de indemnizaciones los aseguradores. Si bien podría aquí decirse que la mutualidad es de asegurados y aseguradores. Esto no sería exacto ni técnico. Ya que lo que se establece entre asegurados y aseguradores son vínculos de solidaridad, que se manifiestan por esas aportaciones.


    b) La detracción a que pueden estar sometidos los capitales siniestrados.


    El establecimiento de esta detracción ha sido también discutido en "El eco del seguro"158, por introducir una inseguridad en el contrato al permitir una disminución del capital indemnizable.


    Puede defenderse el criterio legal teniendo en cuenta que:


    a') Da una flexibilidad al mecanismo financiero compensador para el caso de una siniestralidad muy grande, que de otro modo podría difícilmente lograrse.


    b') Representa la participación de los mutualistas fallecidos en la carga general, pues por ser la prima fijable (en su mayor parte) a "posteriori", si no existiera habrían contribuido menos que los demás, a pesar de ser los principales beneficiados. Para la mayor equidad del reparto de las cargas ocasionadas por la siniestralidad catastrófica, sería conveniente que no sólo contribuyesen con una detracción los siniestrados por el riesgo catastrófico, sino también todos aquellos que falleciesen antes de haberse acabado la necesidad de satisfacer la cuota fijada del 1 por 100 de los capitales en riesgo, pudiendo para estos efectos establecer un coeficiente decreciente para las detracciones en función inversa del número de las sobreprimas ya pagadas.


  8. Intervención de la Dirección General de Seguros.


  La flexibilidad necesaria a esta clase de cobertura en que se debaten intereses muy grandes y se presentan complicaciones imprevistas, aconsejan huir tanto de un sistema exclusivamente burocrático y administrativo, como el que supondrá la normalización ministerial, como de la libertad a la mutualidad provisionalmente constituida en cada caso, por lo que se conceden facultades a la Dirección General de Seguros, que por la naturaleza de su función y relación constante con los problemas que pueden surgir es el organismo más indicado. En la legislación alemana sobre el riesgo de guerra se adoptó también un sistema semejante, siendo dictadas todas las normas por medio de Circulares de la Oficina de Vigilancia.


  Características más acusadas.


  Aun cuando al analizar los principios y preceptos de esta reglamentación hemos procurado dar en cada caso juicios valorativos, conviene enjuiciar de un modo más general y amplio su contenido.


  Resulta siempre difícil abrir camino a una idea por acertada, conveniente e incluso necesaria que sea. La idea de la cobertura especial de los siniestros catastróficos tiene su primera expresión práctica en esta Orden Ministerial de 27 de marzo de 1944. Por eso ofrece un doble interés su estudio, primero por lo que representa en sí de posible beneficio para los intereses asegurados y en consecuencia al seguro, y, además, por su novedad.


  Del éxito o fracaso de sus normas al choque con la realidad puede depender la supervivencia de una teoría de la que tanto podría esperar la institución aseguradora. Por eso, sin duda, se manifiesta en todos los preceptos de la ley una prudencia y reflexión que no es por desgracia frecuente en la legislación, de poca o mucha importancia, de los tiempos modernos, en que se pretende encerrar la varia y difusa gama de relaciones y actividades humanas en preceptos rígidos con frecuencia improvisados.


  Precisamente es la flexibilidad una de las características de esta reglamentación que más deben aplaudirse. Se manifiesta en este caso, tanto en la diversidad de aportaciones que se prevén para la compensación de los daños, como en las facultades conferidas a la Dirección General de Seguros de "dictar las normas relativas a la aplicación de la presente Orden" (art. 5.°), y como, principalmente, en las facultades conferidas al Consorcio de Compensación de Seguros de "conocer y resolver en su día cuantas cuestiones puedan suscitarse en la aplicación de esta disposición" (art. 4.°). Gracias a esta flexibilidad se puede coordinar la naturaleza de un riesgo caracterizado por su diversidad y variabilidad, con la indispensable regulación previa de su cobertura, y evitar el peligro de que esa regulación previa encauce la compensación de los daños de modo no apropiado.


  Nos interesa especialmente resaltar algunos aspectos de esta regulación, que creemos tienen una mayor importancia y pueden suscitar más dudas y divergencias de opinión.


  A. Sistema consorcial.


  La experiencia de la Ley de 17 de mayo de 1940, de tan beneficiosos resultados, ha demostrado la conveniencia del sistema consorcial, siendo además mayor su utilidad en este caso, ya que no puede haber la posibilidad de seguir una política aseguradora poco prudente para obtener una mayor contratación.


  Tiene el sistema de Consorcio diferencias grandes con el establecido en la Ley de 17 de mayo de 1940. En ésta, el Consorcio era una mutualidad de aseguradores; en cambio, en la actual, es una mutualidad de asegurados, aun cuando en las relaciones externas parezca que siga siendo mutualidad de aseguradores. Todo lo más para éstos será también mutua, lo que no consta claramente en la O. M. reguladora, la aportación que les corresponde, pero esa aportación no puede caracterizar, aun siendo de ese género, la relación jurídica, ya que cuantitativa y cualitativamente parece ha de ser accesoria a la de los asegurados.


  La esencia de la mutualidad es el reparto de los riesgos. Estos, aparte de la aportación aseguradora en concepto de beneficio de mortalidad, se reparten entre los asegurados. Cuando en su artículo 4.° dice la O. M. que "la cobertura se efectuará en régimen de compensación entre todas las entidades afectadas por la Orden", se refiere, o debe referirse, a los asegurados; si bien, como es natural, a éstos les representa la entidad aseguradora, que para estos efectos tiene la personalidad jurídica correspondiente a la mutualidad de sus asegurados. Podemos ver al efecto, cómo es a esos asegurados a quienes concierne ese precepto. Si no se hubiese dictado, y fuese la Compensación, como en el sistema seguido en Alemania, entre los asegurados de cada Compañía, los de las diversas de éstas, tendría que pagar desiguales primas resultantes de las diferentes siniestralidades de cada una de ellas, pudiendo ocurrir que a consecuencia de los efectos del "ecart", mientras unos tenían que soportar prestaciones ruinosas, otros sólo estarían obligados al pago de reducidas cantidades. En este sistema aludido se constituyen verdaderas mutualidades entre los asegurados de la Compañía, Mutualidades que son independientes de la que de un modo técnico se presume que existe entre los asegurados a prima fija. Esta separación completa entre la calidad de mutualistas y la de asegurado (que técnicamente lleva implícita también la mutualidad), es consecuencia de la distinción entre riesgo ordinario y riesgo extraordinario, y la cobertura del primero mediante los procedimientos normales en el seguro en tanto que el otro no se cubre por los aseguradores por las dificultades que encierra.


  Con el sistema compensatorio español, las diferencias entre las diversas "mutualidades" de riesgos extraordinarios se compensan y todos sus "mutualistas" soportan la misma carga.


  Estos hechos demuestran que lo que se compensa en el Consorcio no son las diferencias de carga entre aseguradores, sino entre "mutualidades para la cobertura del riesgo catastrófico, constituidas cada una de ellas por los asegurados de riesgo ordinario en cada compañía". El Consorcio es, por lo tanto, en este sistema, "una mutualidad de mutualidades", mientras que en el de la Ley de 17 de mayo de 1940 era "una mutualidad de aseguradores", ya que en ella las principales cargas compensables eran de éstos y no de los asegurados.


  B. Libertad de contratación.


  Todo el estudio de esta ordenación legal por la innovación que representa en el campo del seguro y por la audaz prudencia (parece paradógico, pero hay veces en que es preciso más audacia para ser prudente que para ser arriesgado) que su contenido presenta, merece un estudio extenso, suscita ideas y, sobre todo, se presta al adjetivo y a la "superlación", moviendo a decir en cada nuevo aspecto que se trata, que es el más importante. Es que, en realidad, toda la importancia de ella está conjugada y se presenta con mayor fuerza en lo que en cada momento estamos observando. Por eso necesitamos, para decir que la libertad de contratación de este riesgo es un gran acierto, un exordio justificativo.


  Era difícil la solución a los problemas que sobre este punto podían presentarse. Además, estaba esa dificultad hipertrofiada "por motivos ambientales", ajenos en sí al problema, pero que podían pesar mucho en la balanza.


  Por una parte se encontraban: 1) El interés público en la cobertura del riesgo extraordinario. 2) Los pocos éxitos obtenidos en la cobertura de contratación–los resultados en Francia del Decreto de 22 de febrero de 1940 fueron 200 asegurados–, obedeciendo sin duda esto al poco interés que en ello ponían las compañías que no iban a obtener ningún beneficio. 3) La experiencia a ese efecto de nuestra guerra de liberación. 4) La corriente económica socialista mundial, contraria a la empresa privada y que preconiza la absorción cada vez mayor por el Estado de las actividades comerciales.


  Por otra, el principio imperante en nuestra economía del respeto a la iniciativa privada, y la seguridad de que en definitiva siempre es más eficaz la labor de esa iniciativa que la oficial que tantos defectos ofrece en las actividades comerciales.


  La solución que se da en la Orden de 27 de marzo de 1944, encomienda la contratación de este seguro a las compañías aseguradoras, pero no admite lucro en él y establece la necesidad de que expresamente conste la no cobertura del riesgo extraordinario para que, a pesar de la falta de lucro, sean los aseguradores los primeros interesados en que el riesgo se incluya en la póliza.


  Al no admitir el lucro a las compañías aseguradoras en la cobertura de este riesgo no se perjudican sus intereses, y se da fuerza legal a un principio seguido generalmente en todos los países en la cobertura del riesgo de guerra. Además, han sido los primeros siempre los aseguradores en reconocer la imposibilidad de asegurar con suficientes garantías y sin peligro suyo, el riesgo extraordinario por excelencia que es el de guerra. Y con la cobertura, en cambio, se benefician al poder ofrecer pólizas "totales", sin el peligro que hasta este momento ha tenido que hacerlo.


  C. Modificaciones de contratos en vigor.


  En el momento de dictarse la O. M. reguladora del riesgo catastrófico existían en vigor muchos contratos de seguros sobre la vida en los que había, como hemos dicho, diversidad en la cobertura al riesgo de guerra y uniformidad en la cobertura de los otros riesgos inclusos en esta reglamentación. Todas las estimulaciones a este respecto quedaron anuladas desde ese momento.


  Si este precepto se considera aislado, y sin coordinarlo con las circunstancias y hechos que lo motivaron y aconsejaron, y bajo el prisma del derecho privado, resulta antijurídico, ya que coactivamente impone modificaciones en los derechos contractuales adquiridos por los pactos. Igual problema se planteó en países tan apegados a la legalidad como Finlandia y Suiza y se resolvió de modo análogo a España.


  Para justificarlo hay que tener a la vista el contenido institucional del contrato del seguro, a que ya hemos aludido, y el carácter público que tiene por su interés social y económico general la cobertura adecuada de los riesgos extraordinarios.


  En cuanto al asegurador, no puede tener queja, pues la nueva situación creada le favoreció al reducirle en casi todos los casos los riesgos que amparaba, continuando percibiendo la misma prima.


  Al asegurado, atendiendo a la letra de los contratos, no siempre le ocurrió lo mismo, pues con bastante frecuencia estaba gratuitamente cubierto del riesgo de guerra. Pero esto era sólo en apariencia: en realidad, esa garantía era ficticia y le perjudicaba, ya que se creía totalmente garantizado sin estarlo. No debemos olvidar que esta regulación ha dado vigencia, que en la práctica había perdido, al artículo 424 del Código de Comercio, con el que está plenamente de acuerdo, mientras que no lo estaba el clausulado de la mayor parte de las pólizas utilizadas en España.


  Además de los empleados como argumentos fundamentales, debemos utilizar los siguientes:


    a) Si cuando aparece un conflicto de insuficiencia de normas contractuales no debe dejarse la solución al arbitrio de una de ellas, y surge para suplirla la norma estatal (ley Faillot, por ejemplo), es mucho más natural admitir previamente una intervención del mismo género que regule aquello en que el contrato puede llegar a ser insuficiente, aun cuando para esta ordenación previa sea preciso establecer aparentes modificaciones contractuales.


    b) La cobertura del riesgo extraordinario, del modo que hasta ahora se hacía, era un contrato con causa ilícita o no existente, que no debía subsistir, y por ello el Estado, advirtiendo este hecho, pudo establecer un ordenamiento que regulara en debida forma esa anormalidad antijurídica; lo que, volvemos a insistir, no es lo mismo que reconocer, como se pretendía en la moción de los aseguradores de San Sebastián de 1937, que en contra de lo pactado se acordase a "posteriori" suprimir las cargas siniestrales a quienes habían sido causantes de esa anormalidad con perjuicio de los asegurados.


  Dificultades para la aplicación de esta reglamentación.


  La complejidad inherente a la institución aseguradora, aumentada si, como en este caso, se regula y establece una faceta suya hasta el momento desconocida, hace que cuando se contrasta con la realidad se planteen una serie de problemas e inconvenientes de muy difícil previsión. Hemos encontrado al hacer el estudio del presente capítulo algunos problemas que podrían surgir al aplicarse esta reglamentación. No se nos oculta que la flexibilidad, característica interesante suya, de que hemos hablado, sirve para paliar las dificultades que puedan presentarse. De todos modos estimamos conveniente el mayor conocimiento de esas posibles fuentes de dificultad, para así tener una base de conseguir en cualquier momento la más acertada solución.


  A. Compensación exclusiva de las catástrofes.


  Del procedimiento seguido en esta regulación, de compensar con arreglo a sus normas solamente los siniestros que produzcan una desviación en la siniestralidad, pueden seguirse algunas dificultades, ya que las compañías afectadas por alguna siniestralidad de ese género siempre querrían que se las compensase. La garantía de la intervención en este punto de la Dirección General de Seguros evita mucho esas dificultades, por su carácter imparcial y fuera de intereses particulares; pero con todo podría ser conveniente arbitrar alguna fórmula, que sin hacer necesario el recargo permanente de las primas permitiese obviar esta posible dificultad. Quizá podría lograrse esto mediante una pequeña aportación anual de los aseguradores, después de conocerse en cada ejercicio los siniestros compensados en esas condiciones. Esto no perjudicaría a los aseguradores, ya que de todos modos iban a tener que pagar esos siniestros y el reparto anual sería insignificante y siempre ayudaría al mayor reparto de los riesgos al tiempo que evitaba una dificultad que pudiera seguirse del procedimiento actual.


  B. Fijación de la siniestralidad compensable.


  Aun cuando creemos claro el espíritu de esta regulación, convendría aclarar un aspecto que probablemente por error material de redacción no ha quedado especificado.


  Es que la compensación debería girarse exclusivamente sobre los capitales en riesgo en el momento del siniestro. Esto está de acuerdo con la naturaleza del seguro, con el resto de los preceptos que se ordenan, ya que la sobreprima se establece en función de los capitales en riesgo, y con lo establecido en la Ley de 17 de mayo de 1940, pero expresamente no se hace constar.


  Igualmente también deben quedar más determinadas las facultades del Consorcio en orden a la revisión de siniestros compensables, pues así se hacía en la Ley de 17 de mayo de 1940, y es el sistema más claro de fijar la siniestralidad definitiva.


  Sin duda la dependencia que se establece en el preámbulo de la Orden Ministerial de 27 de marzo respecto a las Leyes de 17 de mayo de 1940 y 12 de diciembre de 1942, es suficiente para extender los preceptos que en ellas se encontraban al caso presente; sin embargo, hubiese sido más claro expresarlo concretamente, pues su importancia en el sistema compensatorio lo requiere.


  C. Guerra atómica.


  Puede plantear problemas a los que ya nos hemos referido. Creemos que los caracteres especiales de esta modalidad de la guerra moderna hacen que debía merecer adoptar, en relación a ella, algunas medidas especiales. Sin entrar en un estudio detallado, estimamos que una solución que facilitaría mucho la compensación de las indemnizaciones, sin disminuir la garantía del seguro, sería que en este caso en que la mortalidad no se limita a personas aisladas, por numerosas que sean, sino que se extiende a familias y a ciudades completas, sólo se indemnizará a los beneficiarios establecidos en la póliza y, en su defecto, a los parientes más allegados; y cuando no existiesen ni unos ni otros, lo que por la extensión del siniestro sería frecuente, se ingresase la reserva matemática en el Consorcio para contribuir a las compensaciones de los otros siniestros.


  D. Participación en la cobertura del reaseguro.


  Estimamos que compensándose los riesgos extraordinarios por el sistema mutual, como hemos visto, no corresponde ninguna participación de la parte de cobertura al reaseguro. Unicamente en este aspecto podría llegarse a un reaseguro entre los consorcios o mutualidades de asegurados de distintos países, pero ni es éste el problema que aquí queremos plantear, ni es en el ramo de vida, al menos en la reglamentación española, donde más posible aplicación tiene.


  Donde podría suscitarse dificultad sería en la participación del reaseguro en las aportaciones de los aseguradores a la carga siniestral. El beneficio de mortalidad porque se establecen esas aportaciones del mismo modo puede darse en los reaseguradores. Por lo tanto, en puridad de criterio, deberían a nuestro juicio contribuir igualmente con una cantidad proporcional a la de los aseguradores directos. La conveniencia que indicamos de seguir el sistema utilizado por los Consorcios de vida y accidentes individuales, de fijar "forfetariamente" las aportaciones por concepto de beneficio de siniestralidad, haría más fácil esta participación del reaseguro. En todo caso, lo que es completamente necesario en este extremo, es que en los contratos de reaseguro quede expresamente establecida la participación o no del mismo para evitar posteriores divergencias.


  Capítulo IX. Reglamentación española de la siniestralidad extraordinaria (Segunda parte)



  II.– El seguro de accidentes individuales


  No existen en España antecedentes relativos a la cobertura de los riesgos extraordinarios de este ramo. En algunos casos se cubría mediante apéndice a la póliza principal el riesgo de guerra o de revolución, pero sin ninguna garantía que diese auténtica eficacia a esta cobertura.


  Del mismo modo en el extranjero se ha excluido con casi absoluta generalidad la cobertura del riesgo extraordinario en este seguro.


  Históricamente, en cambio, es interesante hacer notar cómo en 1665 el Gobierno holandés se preocupó de preparar unas tarifas para la indemnización de los voluntarios de un ejército heridos en la guerra159. En la época actual podemos considerar como seguro de accidentes de guerra el contratado en la actual por algunas compañías inglesas, cubriendo la muerte por bombardeo mediante el pago de un chelín mensual por 50 libras aseguradas. Asimismo podría estimarse el seguro creado en Norteamérica, a que ya nos hemos referido, para los combatientes. Pero estos son casos especiales que nada influyen en la esencia del ramo propiamente de accidentes individuales. En éste es, en cambio, sintomático el sistema suizo que excluye imperativamente de las pólizas el temblor de tierra y los hechos de guerra y motín civil. Farner160 afirma que estos casos son inasegurables, porque los acontecimientos excluidos se caracterizan por producir un considerable número de víctimas que no puede ser determinable estadísticamente.


  A pesar de esa despreocupación general, es muy conveniente para la eficacia y desarrollo de este seguro la cobertura de riesgo en caso de muerte violenta. Todo seguro que cuando nace está lleno de exclusiones y limitaciones, a medida que se va desarrollando va haciéndolas desaparecer y llega hasta la cobertura total del riesgo en la póliza. El seguro de accidentes, que aun no ha llegado a su más completo desarrollo, es quizás el mejor ejemplo que podemos dar de una póliza llena de excepciones. Claro que si se examina su desarrollo histórico moderno, desde que surgió para garantizar los accidentes ferroviarios en Inglaterra en 1849, nos daremos cuenta de que ha recorrido un camino largo.


  Si en el seguro de vida la cobertura total se consigue con una póliza que garantiza en cualquier caso la muerte, en el seguro de accidentes hay que buscarla en una póliza que ampare toda clase de muertes violentas, o sea lo que en la técnica del seguro se entiende por accidente "lesión corporal ocurrida por la acción repentina e involuntaria de una fuerza exterior"161.


  Claro es que no debemos olvidar que si desde un punto de vista profano basta para estar cubierto de un riesgo que conste en la póliza, técnicamente es necesario que además esa cobertura se practique con arreglo a los principios del seguro, pues en otro caso se produciría un desnivel financiero a la más pequeña dificultad y el asegurado quedaría con todo el derecho, pero sólo con él, sin haber obtenido un céntimo del asegurador. Así dice Garrigues162 que "el seguro es socialmente útil sólo cuando concede una seguridad efectiva, o sea cuando el asegurador es solvente". Por eso de nada puede servir la cobertura del riesgo catastrófico, especialmente de guerra, que es el que efectos más desastrosos puede tener, sin que vaya respaldado por un sistema en que esté convenientemente prevista la aparición de ese riesgo.


  Por dos motivos se hacía en España no ya necesario, sino absolutamente indispensable, la regulación adecuada de este riesgo.


    1.° Por la natural tendencia del seguro de accidentes a aumentar su ámbito, que en España era conveniente desde que la mayor parte de los beneficiarios de siniestrados por causa de guerra o revolución reclamaron sus indemnizaciones a las compañías.


    2.° Por el sistema seguido al resolver el problema de la guerra en este ramo de proyectar sobre los futuros asegurados las obligaciones contraídas (certificados de reservas) para atender a la carga de siniestros.


  Orden Ministerial de 30 de mayo de 1944.


  La necesidad a que nos hemos referido hizo que se dictase esta disposición, que ya en su preámbulo indica que sigue el camino señalado por las reglamentaciones para la cobertura en los riesgos extraordinarios en los seguros de vida y de cosas materiales. Su mayor interés estriba en haber logrado con una sobreprima muy reducida, que no representa un gravamen oneroso y que además estaba establecida, un sistema de protección en que se consigue una garantía muy superior a la que dentro del seguro ordinario proporciona una prima semejante.


  El sistema reglado es de gran sencillez: obligatoriedad de la cobertura de los riesgos extraordinarios con la cláusula uniforme, compensación entre todos los asegurados españoles, un recargo del 10 por 100 sobre las primas comerciales, y en caso de magnitud extraordinaria de la catástrofe la posibilidad de establecer una detracción sobre las indemnizaciones.


  Características más acusadas de la reglamentación.


  A) Riesgos que se cubren.


  En el artículo 1,° de la Orden Ministerial se establece que todos aquellos de "naturaleza catastrófica", como guerra, revolución, terremotos y otros semejantes.


  En la cláusula obligatoria que figura en la Circular del Consorcio de 4 de agosto de 1944 se desarrolla el anterior precepto. Se confirma, por una parte, lo expresado en la Orden Ministerial diciendo que se garantizan por el Consorcio de Accidentes Individuales en régimen de compensación "los siniestros de carácter político o social, así como los que se produzcan por motines y alborotos o tumultos populares, asonada, sedición, rebelión, revolución, fuerzas o medidas militares, revueltas o conmociones civiles y pronunciamientos militares, guerra, trombas, inundaciones, erupciones volcánicas, huracanes, terremotos o temblores y desprendimientos de tierra, otros fenómenos sísmicos o meteorológicos y, en general, por cualquier acontecimiento de carácter extraordinario o catastrófico".


  Pero a continuación se establecen en la cláusula dos excepciones a este principio general de compensación de todos los riesgos.


  a) Exigiendo que el hecho ocurra bajo territorio español de soberanía o mandato y a causa de movilización, sólo si ha sido ésta ordenada por autoridades españolas. La cobertura de este riesgo se deja a la libre contratación y fuera del régimen de compensación.


  Puede explicarse esta exclusión por la excesiva agravación de riesgo, de modo no general a todos los españoles, lo que no ocurriría si la guerra fuese en España; pero, a pesar de ello, sería preferible la protección también a los movilizados españoles que cumplen su deber de tales en el extranjero, ya que así se completaría la función social de este seguro. Por otra parte, si ese caso ocurriese es muy probable que se adoptasen medidas que extendieran a él el clausulado de las pólizas, y es conveniente que quede previamente regulado.


  b) No extendiendo a los gastos de curación esta garantía extraordinaria, ni a las indemnizaciones por lesiones temporales si no se justifica una pérdida diaria de ingresos, debida al accidente, mayor que la indemnización que pudiera corresponderle.


  Si no se determinase esta excepción, podía ocurrir que, contrariamente al carácter indemnizatorio del seguro, se beneficiasen de un modo injusto los damnificados, como, por ejemplo, si los soldados heridos, que nada pierden económicamente, percibiesen cantidades por su curación, que no corre de su cuenta, o los días de convalecencia.


  Esta cláusula está, en cambio, de acuerdo con lo que expusimos al hablar del riesgo catastrófico de que los siniestros que podía originar no debían ser necesariamente de magnitud extraordinaria, ya que había que estar no a los efectos, sino a las causas de los mismos. En su virtud, se compensan como catastróficos en este caso muchos siniestros de pequeña magnitud, pero ocasionados por las causas expresadas en la cláusula, contrariamente a lo que hemos visto en el seguro de vida, en que sólo se compensaban los efectos catastróficos o que producían una desviación en la siniestralidad.


  Por la amplitud en que está concebida esta cobertura, es difícil presente su interpretación problemas, y de ocurrir ese caso, tiene el Consorcio facultades para solucionarlos.


  B) Proyección espacial y temporal.


  Lo reducido de las primas de este seguro, debido a su ámbito limitado, hace necesaria la mayor extensión posible de la masa de asegurados. Por ello se extiende espacialmente a todos los asegurados españoles, y temporalmente mediante la formación de reservas. Pero como aún puede ocurrir–en especial si se produce el siniestro catastrófico en un plazo que aun no haya permitido la formación de las reservas adecuadas–que sean insuficientes estas medidas, con un criterio acertadísimo, en que también se refleja el principio de la flexibilidad que alabamos en la reglamentación de vida, se autoriza al Consorcio a imponer una reducción en los capitales asegurados. De este modo se coordina la facilidad para ordenar en un momento determinado una solución conveniente con la predeterminación de los derechos de los asegurados.


  C) Obligatoriedad.


  En esta cobertura no se admite la posibilidad de negarse a cubrir el riesgo extraordinario, en el caso de las compañías, ni de no aceptarlo en el de los asegurados.


  Para la eficacia del sistema era por una parte necesario el mayor número de riesgos posibles, ya que por la cuantía pequeña de las primas de este seguro es preciso mayor número de pólizas que en el seguro de vida para compensar la disminución de la siniestralidad. Además, existiendo ya un recargo obligatorio, no había que exigir ninguna aportación supletoria al asegurado, y, en cambio, si se hubiese dejado a su elección la cobertura o no del riesgo o hacerla en otras condiciones, se tendría que permitir también la exclusión del pago del recargo, y éste era indispensable para la proyección en el futuro asegurado de la carga siniestral que estableció en la Ley de 17 de octubre de 1941. Y es que, como ya hemos dicho, estas dos disposiciones legales se complementan y forman un todo orgánico, lo que, en cambio, no ocurre en el seguro de vida en que la Orden Ministerial de 27 de marzo de 1944 ha podido estar inspirada en los mismos principios que, la ley de 17 de mayo de 1940, pero sin que exista entre ellas ninguna conexión práctica.


  D) Mutualidad.


  Conociendo los principios necesarios en la cobertura del riesgo catastrófico, es obligado el establecimiento de la mutualidad de todos los asegurados en la compensación de los riesgos.


  La característica especial de esta Mutualidad está en que la componen no sólo todos los asegurados presentes en el ramo ordinario de accidentes individuales, sino los futuros.


  Podemos afirmar, como hicimos en relación con la Orden Ministerial de 27 de marzo, que esta mutualidad no es de aseguradores, sino de asegurados, y aquí con más razón, ya que no existe ninguna aportación de los aseguradores. Existen, en efecto, los requisitos fundamentales de la mutualidad pura.


    a) Gratuidad.


    En el Consorcio existen unos gastos de administración; pero esto no es contrario a la gratuidad, que se caracteriza no porque no se pague a quien sirve a la mutualidad, sino porque no existe lucro comercial. Y esto ocurre en este caso en que los ingresos por los recargos se destinan: a compensar las cargas pasadas proyección retroactiva de la solidaridad mutual; a pagar los siniestros anuales, proyección presente, y a formar una reserva de supersiniestralidad, proyección futura.


    Este principio de la gratuidad viene además exigido por la propia naturaleza del riesgo catastrófico, de interés eminentemente público, y por la imposibilidad de afrontar comercialmente con la capacidad económica de los aseguradores actuales un riesgo de la posible magnitud de éste.


    No es conveniente, en atención a este principio de gratuidad, permitir que con cargo al recargo, verdadera derrama de los asegurados, se fije ningún gasto que no sea los de cobro e indispensable administración. El de gestión que en alguna ocasión se ha pedido es improcedente por la naturaleza mutual que estamos estudiando de la cobertura de este riesgo, y ni siquiera es equitativo para compensar al agente de la aportación de su negocio, ya que él es el que más se beneficia con la existencia del recargo, que facilita mucho su labor al permitirle ofrecer una póliza de una amplitud muy superior a la que de otro modo hubiese podido presentar.


    La no existencia de lucro ni más gastos que los indispensables permite hacer la cobertura de este riesgo a un precio muy reducido, adecuado a su naturaleza, y que beneficia tanto a los asegurados como a los aseguradores, que aumentan extraordinariamente su cartera de contratos.


    b) Reparto de los siniestros en función de los capitales.


    Puede parecer que este requisito no se cumple en este caso, pues se establece un recargo fijo; lo que ocurre es lo que podríamos llamar "mutualidad a prima fija proyectada temporalmente", y en la que no se puede calcular la siniestralidad en una sola generación, por ser dada la naturaleza del riesgo que cubre, insuficiente de ese modo el número de casos observados para conseguir la aplicación del cálculo de probabilidades sin desviaciones importantes. Y como no se podría devolver lo sobrante en el período de tiempo adecuado, se destina a engrosar las reservas, con lo que se beneficia a las generaciones futuras, que son en realidad las que recibirán la herencia de las actuales.


    c) Igualdad de derechos y obligaciones.


    Hay un motivo por el que pudiera estimarse conculcado este principio mutualista: la facultad de establecer, si la magnitud del siniestro catastrófico lo aconseja, una detracción en las indemnizaciones. Tiene esto la finalidad práctica de no encerrar en un sistema rígido que hubiera que modificar "a posteriori", y está dentro del mutualismo al preverse del mismo modo para todos los asegurados.


    d) Personalidad jurídica de la mutualidad.


    La tiene el Consorcio de Compensación de Accidentes Individuales, que es el órgano al que se da la representación privada de todos los asegurados españoles en la cobertura extraordinaria o catastrófica de este ramo.


    e) Gobierno de la Mutualidad.


    Sería imposible, además de innecesario e inconveniente, que correspondiera a los mutualistas de modo análogo a lo establecido, por ejemplo en lo regulado para las mutualidades en la Ley de Seguros; por ello se constituyó el Consorcio de Compensación, que es regido, de acuerdo con lo establecido en la Ley de 17 de octubre de 1941, por un comité presidido por el Director general de Seguros, y en el que existen representantes de aseguradores (por el interés que éstos tienen en la cobertura de este riesgo, complemento necesario del ordinario a su cargo) y asegurados.



  E) Retroactividad.


  Como hemos dicho anteriormente, desde que el legislador proyectó en la Ley de 1941 la carga siniestral de nuestra guerra sobre el futuro, adquirió el compromiso moral el Estado español de no dejar a los asegurados que contribuían al levantamiento de esa carga en peores condiciones que los anteriormente damnificados que con nada habían contribuido. Así, el precepto contenido en el artículo 3.° de la Orden Ministerial de 30 de mayo de 1940 establece la compensación de todos los siniestros de naturaleza catastrófica que no hubieran sido liquidados por las entidades aseguradoras con anterioridad y posteriormente a 1941.


  Capítulo X. Trascendencia actual y pespectivas futuras


  Después del estudio analítico que hemos hecho de los principios que han regido las diversas reglamentaciones y el comentario de sus preceptos, es conveniente que expongamos sus consecuencias y las posibilidades que dentro de sus cauces pueden abrirse en el futuro.


  No nos interesa aquí la repercusión que en el campo del derecho puedan tener o haber tenido las disposiciones legales que hemos estudiado. Sólo buscamos su importancia e influencia en el campo del seguro, que es el de la reparación de los daños económicos.


  Tampoco nos referiremos a aquellas enseñanzas que para la técnica aseguradora puedan deducirse, ya en general, ya dentro de ciertos riesgos personales, como el de accidentes de trabajo y principalmente el de enfermedad.


  Examinaremos fundamentalmente dos aspectos. Las consecuencias económicas de nuestra guerra en el seguro y el valor de los principios que han inspirado estas reglamentaciones para llegar no sólo a la más perfecta cobertura de los riesgos de carácter privado, sino incluso a aquellos otros de carácter nacional que se reflejan en las economías privadas por producirse un desequilibrio económico en todo el país.



  I.–Trascendencia económica


  A) En el seguro de vida.


  Las cinco mil familias beneficiarías de seguros de vida, por un total de 80 millones de pesetas, vieron en un plazo rápido pagadas sus indemnizaciones, con la subsiguiente regularización de sus patrimonios dañados. Lo que si se hubiese dejado a la libre solución de las partes hubiese sido imposible de conseguir, pues aun siendo reconocidos sus derechos, las dificultades financieras de las compañías y la lentitud de la justicia, si a ella hubiese habido que acudir, hubiesen restado toda eficacia a la función indemnizatoria de las sumas aseguradas. Las compañías de seguros, que tenían una carga siniestral de 60 millones de pesetas, han podido sin la menor dificultad financiera hacer frente a esa siniestralidad, dejar satisfechos a sus asegurados, y soportar en definitiva una pérdida no superior al 50 por 100 del volumen siniestral, como comprobamos en el balance de situación del Consorcio de 31 de diciembre de 1946 ("B. O. Seguros", febrero de 1947), en que figuran 28 millones de aportación de los aseguradores.


  Si comparamos esta proporción que corresponde a los aseguradores en la carga siniestral con la que existe entre las muertes que obedecían a causas que de un modo ineludible tenían que haberse pagado con arreglo a las cláusulas contractuales, como hemos podido observar, veremos cómo en definitiva la solución adoptada fué favorable a la economía de las compañías aseguradoras, que, aparte de otros inconvenientes, hubiesen tenido que satisfacer una cantidad mayor que la que de este modo con toda clase de facilidades han pagado o están pagando. Y aun en esta comparación proporcional que hemos hecho no figuran las compañías que cubrían expresa y completamente el riesgo de guerra, que eran la mayor parte de las que en 1935 tuvieron un volumen más importante de primas, lo que nos hace suponer que asimismo serían las de mayor siniestralidad.


  B) Seguro de accidentes individuales.


  En este seguro los 2.000 beneficiarios han percibido, gracias a la legislación de guerra, 42.500.000 pesetas.


  Los aseguradores han aportado para la compensación de esa carga 8.300.000 pesetas. Con esa cantidad, pequeña y exigida de modo que no ocasionase ningún trastorno financiero, han conseguido afianzar una modalidad de su negocio que comenzaba a desarrollarse y se hubiese sin duda paralizado en ese desarrollo y hasta probablemente declinado rápidamente, si no se hubiera dado al asegurado la confianza que le proporcionó, a tan poco precio para el asegurador, el pago de los siniestros de guerra y revolución.


  Si bien es indudable que la Ley de 17 de octubre de 1941 fué generosa con el asegurado, es no menos cierto que el asegurador resultó económicamente tan beneficiado o más que el primero. Demuestra esto el número de pólizas de este ramo, que se elevó de 119.000 en 1935 a 240.000 en 1945, y la elevación mayor aún de capitales asegurados de 4.576.000.000 a 31.387.000.000 de pesetas. Este afianzamiento tan firme de su negocio ha hecho que el asegurador en este ramo se haya recuperado, aun antes de tener que aportar su carga, del importe de la misma, y haya obtenido beneficios mucho mayores, que tienen más interés cuando son el comienzo de una era de prosperidad en el ramo, que sin duda tiene que sobrevenir como resultado de las ventajas que proporciona al asegurado la reglamentación del riesgo de carácter extraordinario o catastrófico.


  Este beneficio producido en este ramo por la regulación de la siniestralidad extraordinaria es reconocido en la exposición a los accionistas de La Unión y El Fénix Español de 29 de junio de 1946, que dice "y es evidente que la Ley de 17 de octubre de 1941 contribuyó a dar un gran impulso a la producción, hasta el punto de que en un período de tres años se han conseguido resultados sorprendentes, que permiten considerar el ramo de accidentes individuales como uno de los más interesantes y de mejor porvenir".



  II.–Perspectivas ulteriores para el seguro catastrófico


  En las reglamentaciones que hemos analizado encontramos por una parte un innegable valor dentro del seguro español, al que han permitido ampliar la extensión de la eficaz cobertura de los riesgos a extremos insospechados hasta el momento presente y muy superiores, a pesar de la menor potencialidad económica de nuestra Patria, que se traduce en una más reducida masa de riesgos compensables, y más débil envergadura financiera de los aseguradores, a las de otros países que hasta ahora marchaban en la técnica muy por delante de nosotros.


  Esta eficiencia, que hace a España estar en este aspecto a la cabeza del mundo, si bien tiene un carácter, en sí sola considerada completamente mutual y no mercantil, ha permitido abrir a compañías aseguradoras españolas un porvenir muy halagüeño en el desarrollo de sus negocios al dar al público confianza en la institución y al permitir ofrecer sin ningún peligro para sus patrimonios y con garantías de eficacia una amplitud en la cobertura, que especialmente en el ramo de accidentes individuales es la mejor propaganda para el posible asegurado, que en lugar de encontrarse un contrato lleno de limitaciones, que tanto perjudican a la comercialidad contractual, advierte una liberalidad que le induce a asegurarse.


  El ejemplo de esta técnica aseguradora podría llevarse a ramos también de seguros personales que, como el de enfermedad, necesitan llegar a la total cobertura de los riesgos previstos, como se ordenaba sin la conveniente garantía técnica en el artículo 6.° de la Orden de 26 de junio de 1935, y como no se encuentra en el modelo de póliza uniforme, que excluye en su artículo 11 el subsidio en caso de epidemias oficialmente declaradas.


  Pero, además de esa eficiencia técnica a que hemos aludido, de valor que pudiéramos llamar actual, encontramos en las reglamentaciones para la siniestralidad española otras posibilidades, que, a más de poder llegar a producir una garantía todavía mayor en la cobertura de los daños causados en las economías privadas, podría llegar incluso a la protección de los efectos de la repercusión nacional de las catástrofes. El seguro este que podría alcanzarse sería a los patrimonios nacionales lo que el actual es a los privados.


  A lo largo de nuestro trabajo hemos encontrado dos limitaciones en cuanto a la cobertura catastrófica en los sistemas como el español, de carácter exclusivamente interno dentro de una nación. Aquellas catástrofes de magnitud tan fuera de los límites de la técnica aseguradora en España reglamentada, para la siniestralidad extraordinaria, como lo es para la técnica ordinaria las catástrofes con arreglo a esa técnica perfectamente compensables, según hemos visto en el caso de nuestra guerra. El seguro catastrófico amplía enormemente la posibilidad de cobertura; pero, como es lógico, no llega a proporcionar una seguridad absoluta, que sólo puede estar en manos de Dios. Además de esa posibilidad de una magnitud siniestral incompensable, existe otro límite que disminuye la eficacia de la indemnización en caso de catástrofe, y es que si ésta tiene efectos en el patrimonio nacional, como el seguro no crea riqueza, sino, tal como hoy se entiende estabiliza entre las economías privadas el reparto de la existente, al disminuir ésta, el reparto tiene también que ser más reducido, y si bien aparentemente, en dinero nominal, es igual, la capacidad adquisitiva de ese dinero disminuye, y en definitiva la función indemnizatoria del seguro resulta insuficiente.


  El primero de esos límites es inevitable de un modo absoluto, aun cuando podamos aspirar a alejarlo lo más posible; el segundo creemos que, si bien siempre con el mismo límite anterior, puede al menos ser, en condiciones normales–dentro de la anormalidad catastrófica–, evitable. En este último caso, de conseguirlo, habríamos logrado un seguro de patrimonios nacionales, profunda innovación no ya en el campo del seguro, de cuyos límites excedería, sino en la estabilidad económica mundial, necesaria tanto para alcanzar el objetivo de una comunidad internacional como para conseguir una paz verdadera y solución a muchos de los problemas que hoy dividen al mundo.


  El seguro ordinario se expande internacionalmente a través del reaseguro. Esta extensión del ámbito asegurador ha producido en alguna ocasión, aparte de sus efectos directos y normales, consecuencias altamente beneficiosas a la política del seguro, permitiendo salvar las dificultades financieras de una compañía en un país con las inversiones de reservas en otros. Sin embargo, el reaseguro no puede llegar en su organización actual a cumplir los fines que interesan al seguro de llenar en todo caso su función indemnizatoria.


  Lo que hay que buscar es algo más que la solución de las dificultades de una compañía, o si se quiere de todas las de un país. Es preciso aspirar a resolver las dificultades de la nación y, por lo tanto, de sus asegurados.


  Esta función internacional del seguro como fórmula económica de ayuda entre los pueblos ha sido en los momentos presentes estudiada y difundida en España y otros países por el Director general de Seguros de España, Ruiz y Ruiz, que expresaba en un folleto publicado en Nueva York163: "Si nosotros llegamos a una internacionalización de estos riesgos, excluidos de las pólizas ordinarias, crearemos con ello relaciones de humana solidaridad, cuya eficiencia, surgiendo de la dura prueba de las catástrofes eventuales, representará un esfuerzo económico de valor espiritual que difícilmente admite comparación."


  La primera manifestación de esta tendencia a la universalidad del seguro la encontramos también en España, en Maluquer Salvador, egregia figura en la institución, que sostuvo164 la necesidad de llegar a una Unión Internacional del Seguro en que éste tuviese dentro de todos los pueblos un carácter neutral que pudiese permitir desarrollar hasta el máximo grado su misión. Sus esfuerzos, que contaban con la aquiescencia de Moser, Director del Bureau Federal des Assurances de Suiza, y que pensaba que hubiesen tenido un refrendo en el Congreso Internacional de Actuarios de San Petersburgo, que no llegó a reunirse, fueron completamente anulados por la guerra europea.


  Más recientemente, Manes165 indica la posibilidad de que en el porvenir pueda llegarse a sustituir el procedimiento internacional de ayuda entonces empleado por una fórmula racional de ayuda mutua.


  Posibilidad práctica de esta proyección internacional


  Las masas de riesgos constituidas por todos los asegurados de España tienen en las reglamentaciones que hemos estudiado unidad y coherencia, y por ello hemos podido considerarlos como verdaderas mutualidades nacionales. Estas no lo son de todos los riesgos asegurables, pues los ordinarios están excluidos, pero sí de aquellos que únicamente pueden tener trascendencia nacional, ya que si bien no es teóricamente imposible una coincidencia en un momento determinado de un número extraordinario de siniestros normales, si lo es en la realidad en que las desviaciones experimentadas en la curva de siniestralidad son muy poco pronunciadas.


  Esa unidad a que nos referimos en los riesgos que pueden dar lugar a desviaciones anormales es suficiente para servir de base a la proyección internacional del seguro. Con la organización por masas independientes de asegurados en razón de las compañías contratantes, podría llegarse, a través del reaseguro, a ampliar por una parte la división de riesgos y por otra a afianzar la solidez económica de los aseguradores al no estar necesariamente vinculados a las oscilaciones particulares de una moneda. Pero, en cambio, a los asegurados no se les beneficiaba en este último aspecto, pues ellos siempre iban a percibir las sumas contratadas en moneda nominal.


  Con la proyección de las masas nacionales de riesgos, además de conseguirse la seguridad que proporciona la ampliación del número de casos sometidos a un trato común, se podría lograr una compensación al patrimonio nacional que se traduciría en la posibilidad de no ser inútiles y carentes de eficiencia las indemnizaciones privadas.


  Este fenómeno compensatorio internacional, se resuelve por un procedimiento monetario, pero su raíz es más profunda, y la moneda no es más que el medio utilizado para cumplir el fin inherente a la naturaleza del seguro, de la aportación de parte de los patrimonios sometidos al riesgo común, a la reparación de los daños producidos en el siniestrado.


  El carácter de obligatoriedad con que se constituye en España la masa de asegurados catastróficos, hace que sea la representación del patrimonio nacional con posibilidad de riesgo, casi en su integridad.


  Los Consorcios constituidos en España serían la materia del sistema que se pudiese crear. En ellos se encuentra la masa general de asegurados, la personalidad jurídica independiente y la potencialidad económica, que son los factores indispensables, para cualquier solución.


  Bajo los principios fundamentales, no los accidentales, del sistema español podría alcanzarse alguna de las siguientes soluciones:


  A) Mutualidad de masas de asegurados.


  Del mismo modo que los Consorcios en España son verdaderas "mutualidades de mutualidades", podría crearse una mutualidad internacional de análogos consorcios. En ella estarían todos los asegurados del riesgo catastrófico, sometidos a un tratamiento común, con lo que se habría conseguido la seguridad en un grado hoy inimaginable.


  La organización de esa nueva entidad internacional podría hacerse de dos modos:


      a) Siguiendo el sistema de las mutualidades puras, mediante el reparto entre todos los asociados (consorcios nacionales) de los daños ocurridos entre los mismos en relación con su volumen económico. Este reparto posterior a los daños tiene la principal dificultad de la falta de autoridad superior que pueda coactivamente exigir el cumplimiento de las obligaciones sobre las divisiones y enemistades o simple divergencia entre los pueblos, y también las dificultades económicas internas que pueden hacer inútil el sistema.


    b) Creando un fondo común de reservas internacionales por los diferentes consorcios que pueda en un momento dado ser utilizada para resarcir los daños que ocurran.


    En su aspecto técnico creemos que en este caso lo más conveniente sería la utilización de los principios empleados en nuestra Patria en las reglamentaciones de vida y accidentes individuales. De la de vida, recoger la no compensación por el Consorcio internacional de todos los siniestros catastróficos, sino sólo de aquellos que excediesen de lo que deberíamos llamar "normalidad catastrófica", que propiamente no afecta a la economía nacional; y del de accidentes individuales, en cuanto las aportaciones sean anuales y de un coeficiente de las primas recogidas por cada Consorcio nacional. De este modo habríamos llegado a un verdadero reaseguro de excedentes de siniestros.


    Estimamos este sistema que acabamos de desarrollar como el más conveniente y útil para el fin propuesto.


  B) Reaseguro entre Consorcios.


  De la misma forma practicada por los aseguradores ordinarios podrían los Consorcios reasegurar entre ellos partes alícuotas de sus riesgos o excedentes de los siniestros. Esto no sería solución tan eficaz por los inconvenientes que hemos encontrado al reparto a "posteriori" de los daños y por tener un carácter más limitado y parcial que la anteriormente indicada. Sin embargo, pudiera muy bien ser el camine para llegar a la más definitiva meta de una mutualidad mundial, pues sin duda es más fácil llegar a acuerdos a este respecto entre los países por separado que entre todos a un tiempo.


  Consecuencias de la proyección internacional.


  Con cualquiera de los sistemas que hemos esbozado podría conseguirse la eficacia máxima del seguro a que nos hemos venido refiriendo, no sólo sin perjudicar ni limitar la iniciativa privada en la institución aseguradora, sino vigorizándola y abriéndola posibilidades de que por sí sola carecería. Precisamente uno de los mayores aciertos de las reglamentaciones españolas de la siniestralidad extraordinaria es la conjugación que en ellas se ha logrado de la contratación privada y la pública, favoreciendo a aquélla con ésta y permitiendo la eficacia de la pública el estímulo del interés mercantil de las compañías. En pocas ocasiones podremos encontrar una aparente intervención en las actividades privadas que más haya favorecido a los que venían desarrollándolas con finalidad mercantil.


  La creación de reservas internacionales llegaría a significar un fenómeno semejante en la comunidad humana al de las creadas por las empresas para soportar las épocas de crisis. Sería medida que hasta ahora ni se ha pensado adoptar y de mayor eficacia que cuantas de naturaleza económica se han propuesto o adoptado con análoga finalidad. Su estudio y desarrollo en el campo de la economía excede de trabajo como éste, exclusivamente técnico asegurador. Sin embargo, no es difícil prever la necesidad de una solución semejante para llegar a la máxima noble aspiración del hombre en el mundo: la universalidad. Siempre España, por la misión que se impuso y que constituye la esencia de su tradición de defender la verdadera y por eso "católica" (universal) religión, se distinguió por el universalismo de sus principios y de sus aspiraciones. Así, es nuestra Patria la cuna del Derecho Internacional, y así, no conformándose nuestros Reyes tradicionales con conquistar tierras, buscaban llevar a ellas nuestro espíritu, nuestra raza y nuestra civilización, no destruyendo lo que existía, sino incorporándolo al acervo cristiano y universal.


  En la época actual, en la que se ha llegado a la mayor división entre los pueblos y entre los hombres, late inmanente el deseo de llegar a una lograda comunidad mundial, como en la civilización cristiana medieval se llegó a alcanzar en el ámbito europeo; muchas de las manifestaciones de internacionalismo de hoy, realizadas con espíritu mezquino y buscando sólo fines particulares, son, en su fondo más noble, expresión de esta tendencia que nace inevitable de la naturaleza humana aunque surja mezclada con torpes pasiones y prejuicios ambientales. En tanto este estado de cosas no desaparezca, será imposible toda solución de carácter universal y elevado, como la que en este capítulo exponemos; sin embargo, no por ello debemos desalentarnos en nuestra pretensión, pues del mismo modo que en lo más oscuro amanece, cuando estimemos más difícil la situación del mundo puede surgir la solución anhelada en el fondo de todos los corazones humanos, y una fórmula como la que hemos desarrollado cumplir su misión estabilizadora en la economía y patrimonio mundiales.
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  Apéndice I. Legislación especial de seguros sobre la vida


  LEY DE 17 DE MAYO DE 1940, por la que se dispone la regularizaron de los contratos de Seguros sobre la Vida y de pago de los capitales a los beneficiarios de asegurados muertos en la guerra o por la revolución.


  Artículo 1.° Se reputan sin efecto, desde el 19 de julio de 1936 hasta la promulgación de la presente Ley, las cláusulas contenidas en las pólizas de Seguros del Ramo de Vida aprobadas por la Administración española, relativas a la extinción, resolución, ineficacia o reducción automática de los contratos por falta de pago de las primas convenidas en los plazos pactados. Lo dispuesto en este párrafo no afecta a los pactos que hayan podido convenirse entre asegurados y aseguradores con posterioridad al incumplimiento, para extinguir o modificar el contrato.


  Las obligaciones de los asegurados que venzan a partir de la promulgación de la presente Ley serán satisfechas a los aseguradores conforme a los términos de la póliza. Las primas atrasadas y no satisfechas correspondientes al período comprendido entre el 19 de julio de 1936 y la fecha de promulgación de este texto, serán pagadas a los aseguradores con sus intereses compuestos al 4 por 100 dentro del plazo y modalidades que libremente convengan las partes. De igual modo se procederá en cuanto a los atrasos por intereses de anticipos en curso.


  Los aseguradores concederán a los asegurados que lo interesen, para el pago de los atrasos, anticipos sobre las pólizas, siempre que, conforme a las condiciones del contrato y haciendo omisión del incumplimiento, procediere. Asimismo se podrán aprobar por la Dirección General de Seguros tablas de recargo de primas vencederas en el futuro, como sustitutivo del pago específico de los atrasos.


  Art. 2.° La fórmula y tablas de reducción que proceda aplicar en los contratos de Seguros sobre la Vida, a virtud de lo dispuesto en el artículo 37 de 1a Ley reguladora del Desbloqueo, se aprobarán por el Ministerio de Hacienda, antes del día 20 de junio próximo.


  No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, los asegurados del Ramo de Vida con póliza anterior al 19 de julio de 1936 que hubieren satisfecho primas bajo dominio marxista, podrán enervar la aplicación del artículo 37 de la Ley reguladora del Desbloqueo abonando las diferencias existentes entre las citadas primas, valoradas conforme a la escala del artículo 12 de dicha Ley, y el importe nominal de las mismas. La cantidad complementaria que proceda abonar será aumentada con sus intereses compuestos a| 4 por 100.


  Es de aplicación a los pagos derivados de este artículo cuanto se dispone en el anterior sobre plazos y modalidades.


  Art. 3.° Los Seguros doblemente afectados por lo dispuesto en los dos artículos anteriores estarán al conjunto de normas dimanadas de ambos preceptos.


  Art. 4.° La aplicación a cada caso de cuanto se dispone en los artículos anteriores será concretada y regulada por convenio especial, que suscribirán las partes antes del transcurso de los dos meses siguientes a la promulgación de esta Ley. Dichos convenios estarán exentos de Impuestos, si bien la exención no afectará a los Seguros a que se refieran. En defecto de pacto especial, los atrasos y pagos complementarios de los asegurados deberán quedar satisfechos al asegurador antes del 31 de diciembre de 1940.


  Art. 5.° Los siniestros o vencimientos acaecidos en el Ramo de Vida después del 18 de julio de 1936 y antes de la promulgación de esta Ley que no hubieren sido ya objeto de liquidación y pago, lo serán conforme a las siguientes normas en cuanto se refieran a contratos afectados por los preceptos anteriores:


  a) Si se trata de contratos comprendidos en el artículo 1.°, se abonará el capital de la póliza, deduciendo las primas vencidas y no satisfechas y los anticipos en curso, más los intereses compuestos de todo ello hasta la fecha del óbito o del vencimiento al 4 por 100 anual. Igualmente se practicará la detracción a que se refiere el artículo 12, apartado e), siempre que las pólizas, estén contratadas antes de 1.° de abril de 1939.


  b) Si se trata de contratos comprendidos en el artículo 2.°, se abonará el capital de la póliza con las mismas deducciones del apartado precedente, salvo que en lugar de deducir primas vencidas y no satisfechas, más sus intereses, se deducirán las diferencias entre el nominal de las primas pagadas bajo dominio marxista y el valor que les corresponda con arreglo al artículo 12 de la Ley del Desbloqueo, más sus intereses compuestos al 4 por 100 anual.


  c) Si se trata de contratos comprendidos en el artículo 3.°, se aplicarán los dos métodos reseñados en los dos apartados anteriores, cada uno en la parte correspondiente.


  Los beneficiarios deberán solicitar documentadamente de las Entidades aseguradoras los pagos pertinentes dentro del plazo de los treinta días siguientes a la promulgación de esta Ley, viniendo obligados los aseguradores a expedir el oportuno recibo.


  Los aseguradores satisfarán el 50 por 100 de las cantidades que procedan dentro de los treinta días siguientes a la presentación de la solicitud, salvo que ésta no incluyera justificación suficiente del derecho de los peticionarios, en cuyo caso el citado plazo correrá a partir de la fecha en que se complete la documentación correspondiente. El 50 por 100 restante se satisfará antes del 31 de diciembre de 1940.


  Art. 6.°. Quedan obligadas las Compañías aseguradoras, en las mismas condiciones que establece el artículo anterior, al pago de los siniestros ocurridos después del 18 de julio de 1936 por consecuencia de hechos de la Guerra española de Liberación, o de ejecución de pena capital, lesiones, homicidio o asesinato derivados de la revolución. Si el asegurador hubiere percibido antes del óbito la totalidad de las primas devengadas, en dinero nacional, no habrá lugar a deducción alguna por razón de primas.


  Cuando el fallecimiento de asegurado estuviese comprendido en este artículo y la defunción registrada en forma a la fecha de promulgación de la presente Ley, los beneficiarios y los aseguradores procederán según lo dispuesto en los dos últimos párrafos del artículo anterior, salvo que el derecho establecido por el presente artículo hubiese tenido ya efectividad.


  En los casos de desaparición del asegurado, durante el período comprendido entre el 18 de julio de 1936 y la Victoria, sin que el presente exista declaración solemne del fallecimiento, los Seguros de Vida vigentes en la primera de las citadas fechas se regirán por los siguientes apartados:


  a) Los presuntos beneficiarios deberán poner el caso en conocimiento de la Entidad aseguradora, por escrito, dentro de los treinta días siguientes a la promulgación de esta Ley. La Entidad aseguradora viene obligada a expedir recibo del escrito.


  b) Los beneficiaros instarán, si ya no se hubiere hecho, la declaración de ausencia legal que, a los efectos de esta Ley, se otorgará por el mero transcurso del año a que se refiere el número 1.º del artículo 183 reformado del Código civil.


  c) Obtenida la declaración de ausencia legal, se participará por los beneficiarios a la Entidad aseguradora, que satisfará a los mismos las reservas matemático-legales del Seguro, correspondientes al día inicial de la ausencia en el plazo de un mes.


  d) Declarado e| fallecimiento y comunicado a la Entidad aseguradora, vendrá ésta obligada a completar el pago hasta la cantidad procedente, en el plazo de un mes, aunque no antes del 31 de diciembre de 1940. Este pago será reversible en beneficio del asegurador, si el declarado fallecido apareciese con posterioridad.


  Art. 7.° Las transacciones, liquidaciones o acuerdos convenidos con anterioridad a la promulgación de esta Ley, entre los aseguradores y los beneficiarios afectados por los artículo 5.° y 6.° de los que hubieren dimanado para los beneficiarios derechos inferiores a los que determinan, ambos preceptos, deberán ser objeto de rectificación por las Entidades aseguradoras, con el fin de dar efectividad a lo dispuesto en los mencionados artículos 5.° y 6.°, completando en lo pertinente los nominales satisfechos dentro de los plazos que señala el último párrafo del artículo 5.° La rectificación será instada mediante escrito de los beneficiarios, antes del transcurso de los treinta días siguientes a la promulgación de esta Ley, expidiendo recibo los aseguradores.


  Igualmente deberán ser objeto de rectificación, dentro de los mismos plazos y en beneficio de los asegurados, las decisiones unilaterales de las Compañías de Seguros, no consentidas expresamente por aquéllos, que menoscabaran las normas establecidas en los artículos 1.°, 2.° y 3.°


  Art. 8.° Los siniestros o vencimientos del Ramo de Vida acaecidos antes de la promulgación de la presente Ley y a los que no afecte lo dispuesto en los artículos anteriores, se satisfarán de conformidad con el pacto, en su totalidad, dentro de los tres meses siguientes a dicha promulgación.


  Los siniestros o vencimientos del Ramo de Vida que acaezcan después de la promulgación de esta Ley, y a los que no afecte lo dispuesto en los artículos anteriores, se satisfarán conforme a las condiciones de la póliza.


  Los siniestros o vencimientos del Ramo de Vida que, afectados por lo dispuesto en los artículos precedentes, se produzcan después de la promulgación de esta Ley, estando los obligados al corriente en el pago de las primas vencedoras con posterioridad a dicha promulgación, se satisfarán conforme al artículo 5.° si no se hubiere suscrito el convenio especial a que se refiere el artículo 4.°, y si se hubiere suscrito, teniendo en cuenta los pactos de éste.


  En todos los casos a que se refiere este artículo y el anterior habrá lugar a la detracción prescrita por el artículo 12, apartado e), siempre que se trate de pólizas contratadas antes del 1.° de abril de 1939.


  Art. 9.° Los plazos establecidos en la Ley y Reglamento vigentes del Impuesto de Derechos reales y sobre transmisión de bienes para la presentación a liquidación de las pólizas de Seguros sobre la Vida comprendidas en esta Ley, estarán abiertos durante todo el ejercicio de 1940, sin perjuicio de que las Compañías se abstengan de realizar pago alguno a los beneficiarios en tanto no se justifique por éstos el pago del Impuesto.


  Cuando las pólizas a que se refiere el párrafo anterior estuvieren ya presentadas a la fecha de la promulgación de esta Ley, pero pendientes de liquidación, los contribuyentes podrán optar entre la devolución del documento para acogerse al precedente párrafo, o la liquidación del mismo sin multa ni intereses de demora.


  Art. 10. Las discrepancias que surjan en la aplicación de esta Ley entre los asegurados o beneficiarios, de una parte, y las Entidades aseguradoras, de otra, se someterán al Tribunal Arbitral de Seguros, que se crea por la presente Ley.


  Compondrán dicho Tribunal:


  a) Dos Magistrados, propuestos por el Ministro de justicia, uno de los cuales actuará de Presidente.


  b) Un Actuario de la Dirección General de Seguros.


  c) Actuará de Secretario del Tribunal, sin voz ni voto, un funcionario del Cuerpo Técnico de Seguros.


  El nombramiento de los miembros del Tribunal se formalizará por Orden del Ministerio de Hacienda.


  El mero sometimiento de una cuestión incidental al Tribunal implicará el sometimiento íntegro del fondo del asunto, salvo que el demandante desistiera de la reclamación formulada a la Entidad aseguradora.


  El Tribunal se ajustará en la substanciación de los asuntos a los trámites y procedimientos prescritos por la Ley de Enjuiciamiento civil para los incidentes.


  Las resoluciones del Tribunal serán irrecurribles y ejecutorias. La parte vencida o que desista será condenada en costas, importando éstas, excepción hecha del Impuesto del Timbre, un 3 por 1.000 del principal, que cederá en beneficio del Tribunal. A falta de ejecución voluntaria de las resoluciones del Tribunal ejecutará la Hacienda el fallo, teniendo en cuenta los plazos establecidos por los artículos anteriores.


  Art. 11. Las obligaciones de las Compañías aseguradoras, dimanadas del artículo 6.° de esta Ley, serán equilibradas dentro de las respectivas explotaciones conforme a las normas que se establecen en los siguientes preceptos, a cuyo efecto se distinguen dos etapas sucesivas: una provisional y otra definitiva.


  Art. 12. La etapa provisional se ordenará de acuerdo con las siguientes normas:


  a) Se entenderá por carga provisional de cada Compañía la diferencia existente entre la suma de los capitales asegurados comprendidos en el artículo 6.° y la suma de las reservas matemáticas de los contratos de referencia, correspondientes a las primas vencidas hasta el día 19 de julio de 1936.


  b) Para hacer frente a la carga citada, las Compañías aseguradoras dispondrán del 10 por 100 de sus reservas matemáticas al cierre del ejercicio de 1935. No obstante, la Dirección General de Seguros podrá, con carácter general, ajustar dicho porcentaje a las necesidades reales, bien disminuyéndolo hasta el 8 por 100, bien aumentándolo hasta el 12 por 100.


  c) Si la cifra resultante del apartado b) superase en una Compañía a la carga provisional, e| exceso será entregado al «Consorcio de Compensación de Seguros». Al contrario, si la cifra resultante del apartado b) fuese inferior en una Compañía a la carga provisional, el asegurador tendrá derecho a percibir del «Consorcio de Compensación» la diferencia.


  d) Durante la etapa provisional figurará en e| activo de cada Compañía la cantidad determinada en virtud del apartado b), bajo la siguiente rúbrica: «Cobertura de reservas utilizadas. Ley de 17 de mayo de 1940. Artículo 13, apartado d)», que será amortizada en la etapa definitiva.


  e) Durante la etapa a que se refiere este artículo, los asegurados o beneficiarios de Seguros del Ramo de Vida contratados antes del 1.° de abril de 1939 contribuirán a la cobertura de la extramortalidad reconocida por el artículo 6.°, mediante una detracción provisional en el momento del pago extintivo que realice el asegurador, igual al 5 por 100 del capital asegurado por cada póliza en 18 de julio de 1936. El importe de estas detracciones se depositará en el Consorcio de Compensación hasta la etapa definitiva. Los aseguradores tendrán en cuenta lo dispuesto en este apartado en orden a la concesión de anticipos, rescates o liberaciones que puedan concederse durante el período provisional.


  f) Los expedientes de liquidación y pago que las Compañías aseguradoras formen al dar cumplimiento al artículo 6.° de esta Ley serán remitidos a la Dirección General de Seguros, para su revisión y archivo.


  g) Los plazos de ejecución de este artículo serán determinados por la Dirección General de Seguros.


  Art. 13. La etapa definitiva se ordenará según la Ley especial que en su día se dicte, una vez terminado el desbloqueo. En dicha Ley especial se precisará:


  a) Las reglas para fijar definitivamente el importe de la carga provisionat a que se refiere el apartado a) del artículo anterior, asegurador por asegurador y en su totalidad.


  b) El descuento, contribución o gravamen definitivo que hayan de soportar los Seguros del Ramo de Vida pactados antes de 1.° de abril de 1939, que en ningún caso excederá del 5 poi 100 del capital asegurado, con el fin de contribuir a la extramortalidad reconocida por el artículo 6.° de esta Ley.


  c) La aportación de los aseguradores al mismo fin.


  d) E| método de amortización del tanto por ciento de las reservas utilizado en virtud del artículo anterior.


  e) Las reglas para una justa distribución entre todas las Compañías de la total carga definitiva y los procedimientos de compensación entre las mismas.


  f) Las normas que deban observarse, en su caso, para corregir las detracciones provisionales hechas a los asegurados o beneficiarios por virtud del apartado e) del artículo anterior y para rectificar las compensaciones realizadas entre los aseguradores durante la etapa provisional.


  Art. 14. El Consorcio de Compensación de Seguros a que se refiere el artículo 12 estará regido por un Comité compuesta del Director general de Seguros como Presidente; dos aseguradores y dos asegurados designados por la Junta Consultiva, y, sin voz ni voto, el Secretario de dicha Junta y un Interventor nombrado por el Interventor general de la Administración del Estado.


  Corresponderá al Consorcio conocer y resolver sobre cuantas cuestiones se promuevan en orden a la determinación de las cantidades a que se refiere el artículo 12, apartados a), b) y c) y, en general, a la buena observancia de dichos preceptos y de los demás apartados del mismo artículo.


  Los ingresos del Consorcio se realizarán directamente por los aseguradores obligados en el Banco de España, en una cuenta corriente de efectivo titulada «Consorcio de Compensación de Seguros», de la que no podrá disponerse más que mediante talones nominativos a favor de los aseguradores que a ello tengan derecho, suscritos por el Presidente y el Interventor del Consorcio.


  Art. 15. Sin perjuicio de las responsabilidad civiles y criminales que procedan, las acciones u omisiones que impliquen culpa o dolo de las Compañías aseguradoras en el cumplimiento de la presente Ley, serán castigadas administrativamente con imposición de multa por el Ministerio de Hacienda hasta el límite de 100.000 pesetas por acción u omisión.


  Se atribuyen a la Dirección General de Seguros plenas facultades inspectoras sobre los aseguradores respecto del cumplimiento de este texto legal.


  Art. 16. El plazo máximo de dos meses fijado en el artículo 4.° para la suscripción de los convenios especiales y los de treinta días establecidos para la presentación de las solicitudes de asegurados y beneficiaros en los artículos 5.°, 6.° y 7.°, podrán ser ampliados por la Dirección General de Seguros cuando los interesados residan en el extranjero.


  Asimismo, la Administración se reserva el derecho de investigar los casos en que los beneficiarios no hicieren uso de los derechos concedidos en esta Ley por ignorancia de la existencia del Seguro, pudiendo en dichos casos ampliarse los plazos a que se refiere el párrafo anterior mediante Orden ministerial de carácter general.


  Art. 17. Mientras no se disponga lo contrario, los gastos de producción de Seguros del Ramo de Vida no podrán exceder del 90 por 100 del total de primas cobradas en cada ejercicio correspondientes al primer año de vigencia de los contratos. Se entenderán por gastos de producción los sueldos, gastos de viajes, comisiones y, en general, cuantos origine aquélla independientemente de los gastos de administración.


  Art. 18. Se autoriza al Ministro de Hacienda para aplicar, total o parcialmente, la presente Ley, con las variantes necesarias, a las Mutualidades de Seguros sobre la Vida, sean puras o a prima fija.


  Por dicho Ministerio se dictarán las disposiciones necesarias para la ejecución de lo establecido en este texto, que entrará en vigor el día de su promulgación, quedando sin efecto las disposiciones contrarias al mismo.


  LEY DE 12 DE DICIEMBRE DE 1942.–(Complemento a la Ley de 17de mayo de 1940 sobre Seguros de Vida.)


  Artículo l.° El Consorcio de Compensación de Seguros, creado por Ley de 17 de mayo de 1940, recogerá la carga definitivamente resultante de la aplicación de la Ley, y para su amortización dispondrá de los siguientes recursos:


  Primero. Aportaciones de los asegurados:


  a) De los ingresos procedentes de la detracción del 5 por 100 de los pagos extintivos verificados a los asegurados o sus beneficiarios en contratos anteriores al l.° de abril de 1939 y vencidos o siniestrados desde el 18 de julio de 1936 hasta la fecha de publicación de la Ley.


  b) Del 5 por 100, en que queda definitivamente fijado para el futuro el descuento sobre los pagos extintivos a los asegurados o sus beneficiarios por pólizas que estuviesen en vigor el 18 de julio de 1936 y que persistan en la actualidad.


  Este 5 por 100 continuará deduciéndose terminada ya la amortización de la carga hasta compensar a las Entidades aseguradoras por el perjuicio que pudiera producirles la aplicación del artículo 4.° del párrafo 2° de esta Ley,


  Segundo. Aportaciones de los aseguradores:


  a) Del 80 por 100 del beneficio de mortalidad del total de la cartera obtenido por las Entidades aseguradoras en el cuatrienio 1936-1939, excluidos los siniestros de guerra y revolución.


  b) De una cantidad equivalente al 5 por 100 de los pagos extintivos percibidos por los asegurados o sus beneficiarios por vencimientos o siniestros ocurridos a partir de l.° de enero de 1940, en virtud de contratos anteriores al 1.° de abril de 1939 hasta la amortización de la carga.


  Art 2.° La carga definitiva del Consorcio de Compensación de Seguros se calculará por la suma total de las cargas definitivas que resultaren tener las Entidades aseguradoras al concluir el examen de los expedientes del artículo 6.° de la Ley de 17 de mayo de 1940.


  La carga definitiva de cada Entidad se calculará deduciendo del importe total de los siniestros que hayan sido aprobados por el Consorcio de Compensación de Seguros las reservas matemáticas de aquéllos en la fecha de ocurrencia del fallecimiento del asegurado.


  Art. 3.° El Consorcio de Compensación de Seguros, una vez conocida la carga definitiva de cada Compañía, regularizará las diferencias resultantes entre las cantidades recibidas y entregadas y las que resultaren de las cifras obtenidas.


  Art. 4.° Las facultades que corresponden al Consorcio según el párrafo segundo del artículo 14 de la Ley de 17 de mayo de 1940, se extienden en las mismas condiciones a los artículos 1.°, 2.°, 3.º y 7.° de esta disposición legal.


  El examen que por e| apartado f) del artículo 12 de la Ley de 17 de mayo de 1940 corresponde al Consorcio de Compensación de Seguros, se extenderá a todos los siniestros o vencimientos liquidados con anterioridad a la publicación de la citada Ley, revalorizándose con arreglo a la escala del artículo 12 del la Ley reguladora del desbloqueo por el Consorcio las liquidaciones efectuadas por pagos realizados en moneda roja en favor de los asegurados o sus beneficiarios y a cuenta de las Compañías respectivas, previas las deducciones pertinentes por primas.


  Art. 5.° Queda facultado el Consorcio de Accidentes Individuales para incluir en su compensación los siniestros correspondientes a pólizas de Seguros complementarios de los contratos sobre la Vida humana, en las mismas condiciones que los correspondientes a dicho Consorcio.


  Art. 6.° Se atribuyen a la Dirección General de Seguros plenas facultades inspectoras sobre los aseguradores, respecto al cumplimiento de este texto legal.


  Art. 7.° Se declaran sujetas las Mutualidades de Seguros de Vida a prima fija a lo dispuesto en el artículo 4.° de esta Ley.


  Art. 8.° Se autoriza al Ministerio da Hacienda a dictar las disposiciones convenientes a la buena ejecución de los anteriores preceptos, quedando sin efecto las normas contrarias a los mismos.


  ORDEN DE 27 DE FEBRERO DE 1943, sobre interpretación del artículo 1.° de la Ley de 12 de diciembre de 1942.


  «El párrafo segundo del apartado b) del número 1.° del artículo 1.° de la Ley de 12 de diciembre de 1942, debe interpretarse en el sentido de que el 5 por 100, una vez terminada la amortización de la carga definitiva, se aplicará a compensar a los respectivos aseguradores de los perjuicios derivados de las partidas fallidas, que se les produzcan en el cobro de las primas y de las diferencias de primas.»


  Apéndice II. Legislacion especial sobre seguro de accidentes


  LEY DE 17 DE OCTUBRE DE 1941.–(Sobre liquidación de siniestros en RAMO DE ACCIDENTES INDIVIDUALES causados por la guerra y la revolución.)


  Artículo 1.° Se consideran rehabilitados y en plena vigencia hasta el 1.° de abril de 1939 todos los contratos de Seguros da Accidentes Individuales que hubiesen sido incumplidos por los asegurados por causas ajenas a su voluntad en el período comprendido entre el 18 de julio de 1936 y la fecha antes indicada. Se entenderá que el asegurado se apartó voluntariamente del contrato sólo en el caso de manifestación escrita indubitable. Las obligaciones de los contratos se adaptarán a las disposiciones de la presente Ley.


  Art. 2.° Los siniestros ordinarios ocurridos en el Ramo de Accidentes Individuales entre el 18 de julio de 1936 y la Victoria, que no hubieran sido ya objeto de liquidación y pago, lo serán conforme a las siguientes normas:


  a) Si se trata de contratos cuyo siniestro se ha producido en el período cubierto por primas satisfechas antes del 18 de julio de 1936 o después de esa fecha en moneda nacional, se abonará la indemnización íntegra, con la deducción señalada por el artículo 9.° de la presente Ley.


  Esto mismo se observará cuando el asegurado acredite de manera fehaciente el hecho de haber intentado pagar la prima en moneda nacional, sin ser aceptada por la Compañía.


  b) Si se trata de contratos cuyo siniestro se ha producido en período cubierto por primas devengadas en moneda roja, la indemnización que haya de abonarse se reducirá de acuerdo con el artículo 12 de la Ley de desbloqueo y con la detracción señalada por el artículo 9.° de esta Ley.


  Art. 3.° Quedan obligadas las Compañías aseguradoras de esta clase de riesgos al pago de las indemnizaciones correspondientes a siniestros ocurridos desde el 18 de julio de 1936 hasta 1.° de abril de 1939 que afecten a las víctimas de la guerra y la revolución marxista, en las condiciones que establece el artículo anterior y con arreglo a las siguientes normas:


    a) Los correspondientes a pólizas con cláusulas o apéndices especiales que cubran riesgo de guerra o revolución, se liquidarán por la totalidad del capital asegurado, previas las deducciones señaladas en el artículo anterior.


    b) Los correspondientes a pólizas ordinarias se liquidarán por el 60 por 100 del capital asegurado.



  Art. 4.° Las primas devengadas y no satisfechas en esta clase de Seguros, correspondientes al período de tiempo comprendido entre el 18 de julio y la Victoria, serán pagadas a los aseguradores dentro del plazo de tres meses, a partir de la publicación de la presente Ley en el «Boletín Oficial del Estado», aplicando a sus respectivos vencimientos, cuando proceda, los coeficientes establecidos en el artículo 12 de la Ley de Desbloqueo.


  Art. 5.° Las obligaciones de los asegurados vencidas a partir de 1.° de abril de 1939 serán satisfechas conforme a los términos de la póliza y recíprocamente podrán exigir el cumplimiento por las Compañías de los derechos dimanados de dichas pólizas.


  Art. 6.° A los efectos de esta Ley, y para la liquidación de los siniestros comprendidos en el artículo 3.° de la misma, se crea un Consorcio de Compensación de Accidentes Individuales, con plena personalidad jurídica y capacidad para el cumplimiento de sus fines.


  Art. 7.° El Consorcio de Compensación a que se refiere el artículo anterior, estará regido por un Comité compuesto por el Director general de Seguros, como Presidente; dos aseguradores designados por el Sindicato Nacional del Seguro y dos asegurados por la Junta Consultiva de Seguros; un interventor nombrado por el Interventor general de la Administración del Estado, y como Secretario, el de la Junta Consultiva de Seguros.


  Art. 8.° Corresponde al Consorcio conocer y resolver sobre cuantas cuestiones se promuevan en orden a la aplicación de los artículos 2.°, 3.°, 4.°, 9.°, 10 y 11, así como la buena observancia de dichos preceptos.


  Los ingresos a favor del Consorcio se efectuarán directamente por los aseguradores en el Banco de España, en una cuenta corriente de efectivo titulada «Consorcio de Accidentes Individuales», de la que no podrá disponerse más que mediante talones suscritos por el Presidente y el Interventor del Consorcio.


  Los gastos del Consorcio se fijarán por el Comité del mismo, de acuerdo con sus necesidades, y serán atendidos con cargo a sus ingresos propios.


  Art. 9.° Para hacer frente a la carga que representa el pago de los siniestros ordenado por el artículo 3.° de esta Ley, el Consorcio de Compensación dispondrá de los siguientes recursos:


    a) Las Compañías aseguradoras de esta clase de riesgos ingresarán en el Consorcio, como contribución propia al pago de estos siniestros, en el plazo de un mes a partir de la publicación de esta Ley en el «Boletín Oficial del Estado», el 10 por 100 de las reclamaciones que tuvieren pendientes de pago con arreglo a los estados enviados por aquéllas a la Dirección General de Seguros.


    El importe del expresado 10 por 100 será revisable por el Consorcio en función de la cifra que representen las indemnizaciones aprobadas por el mismo a cada Compañía.


    b) El 10 por 100 de las cantidades que se liquiden a los asegurados por consecuencia de esta Ley, como contribución a la supersiniestralidad producida.


    c) Percibirá de las Compañías interesadas la diferencia entre las reservas de riesgos en curso constituidas o que debieran constituirse para el ejercicio de 1936 y los siguientes hasta 1939 inclusive, y los siniestros satisfechos desde el 18 de julio de 1936 hasta el 1.° de abril de 1939, cuando la indicada diferencia se hubiere producido.


    d) Las Compañías ingresarán asimismo las primas cobradas durante el período expresado en el apartado anterior y debidas por los asegurados, conforme al artículo. 4.° de esta Ley, así como el importe de aquellas que fueron percibidas con posterioridad a la finalización de la guerra, correspondientes a ese mismo período.


    e) El importe que resulte del recargo de un 10 por 100 sobre las primas comerciales a cobrar en el futuro por esta clase de riesgos, que será ingresado mensualmente por las Compañías interesadas.


  Art. 10. Para facilitar la liquidación inmediata de las indemnizaciones que se producen como consecuencia de esta Ley, el Consorcio de Compensación utilizará las cantidades que deberán entregarle las Entidades aseguradoras de todas clases como inversión de sus reservas matemáticas o de riesgos en curso, y depósitos legales, estatutarios o de inscripción, extendiendo como justificante de las sumas recibidas «Certificados de Reservas». Estos Certificados de Reservas tendrán naturaleza similar a las inversiones que con carácter de obligatorias hacen las Compañías, modificándose en este sentido las disposiciones vigentes; devengarán el interés anual del 4 por 100 libre de impuestos presentes y futuros, a partir de su emisión por el Consorcio, y serán reembolsables por reducciones proporcionales a las aportaciones de cada Entidad y en función de las disponibilidades existentes en el Consorcio, una vez liquidada la totalidad de la carga.


  E| pago de intereses y reembolso de estos Certificados estará garantizado por el recargo señalado en el apartado e) del artículo 9.°


  En el caso que fuese preciso movilizar las reservas constituidas por una Compañía, los Certificados que posea serán readquridos por el Consorcio, aplicando a dicho fin, con carácter preferente, la recaudación del recargo establecido como garantía.


  Art. 11. Las Compañías aseguradoras remitirán al Consorcio de Compensación los expedientes de siniestros comprendidos en el artículo 3.° de la presente Ley. Dichos expedientes serán revisados por el Consorcio y, una vez aprobados por el mismo, serán devueltos a los aseguradores para su pago. Contra la presentación de los correspondientes recibos de finiquito, el Consorcio hará efectivo a los aseguradores el importe de los mismos.


  Art. 12. El derecho a percibir indemnizaciones por siniestros ocurridos en pólizas que cubran el riesgo de Accidentes Individuales podrá ejercitarse por los beneficiarios que ya no lo hubieran efectuado, solicitando documentalmente de las Entidades aseguradoras los pagos pertinentes, dentro del plazo de treinta días siguientes a la promulgación de esta Ley en el «Boletín Oficial del Estado». Este plazo podrá ser ampliado por la Dirección General de Seguros cuando los interesados residan en el extranjero.


  La Administración se reserva el derecho de investigar los casos en que los beneficiarios, por circunstancias especiales, no hubieran presentado su reclamación en el plazo oportuno, y resolver en definitiva.


  Art. 13. Los plazos establecidos en la Ley y Reglamento vigentes del Impuesto de Derechos reales y sobre transmisión de bienes para la presentación a la liquidación de las pólizas de Seguros de Accidentes Individuales comprendidas en esta Ley, estarán abiertos durante todo el ejercicio de 1942, sin perjuicio de que las Compañías se abstengan de realizar pago alguno a los beneficiarios en tanto se justifique por éstos el pago del Impuesto.


  Cuando las pólizas en cuestión estuvieren ya presentadas a la fecha de la promulgación de esta Ley, pero pendientes de liquidación, los contribuyentes podrán optar entre la devolución del documento para cogerse al precedente párrafo o la liquidación del mismo sin multa ni intereses de demora.


  Art. 14. Sin perjuicio de las responsabilidades civiles y criminales que proceda, las acciones u omisiones que impliquen culpa o dolo de las Compañías aseguradoras en el cumplimiento de la presente Ley, serán castigadas administrativamente con la imposición de multa por el Ministerio de Hacienda, hasta el límite de 100.000 pesetas por acción u omisión.


  Se atribuyen a la Dirección General de Seguros plenas facultades inspectoras sobre los aseguradores, respecto al cumplimiento de este texto legal.


  Art. 15. Las discrepancias que surjan en la aplicación de la presente Ley entre los asegurados o beneficiarios, de una parte, y las Entidades aseguradoras, de otra, se someterán al Tribunal Arbitral de Seguros, instituido en el artículo 10 de la Ley de 17 de mayo de 1940, quien entenderá en las mismas con idéntica competencia y condiciones que le atribuye la referida Ley.


  Art. 16. Las actuaciones judiciales no terminadas por resolución firme que correspondan a litigios en que se ventilen indemnizaciones de las reguladas por la presente Ley, se suspenderán en el estado en que se encuentren y se remitirán, dentro del plazo de quince días, a contar de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado», a la Dirección General de Seguros, correspondiendo a cada parte satisfacer las costas causadas a su respectiva instancia. Recibidos los autos, la Dirección General de Seguros dará a las partes un plazo de treinta días hábiles para que por si mismas resuelvan la cuestión con arreglo a las normas establecidas en esta Ley. De no lograrse acuerdo, pasarán los autos al Tribunal Arbitral para que entienda en los mismos.


  Art. 17. Quedan excluidos de las disposiciones de este texto legal los siniestros correspondientes a pólizas de Seguros complementarios de los contratados sobre la Vida Humana, así como los que hayan producido incapacidades temporales.


  Art. 18. Se autoriza al Ministro de Hacienda para aplicar total o parcialmente la presente Ley, con las variantes necesarias, a las Mutualidades de Seguros que cubran el riesgo de Accidentes Individuales, sean puras o a prima fija.


  Por dicho Ministerio se dictarán las disposiciones necesarias para la ejecución de lo establecido en este texto, que entrará en vigor el día de su promulgación, quedando sin efecto las disposiciones que se opongan al mismo.


  CIRCULAR DE 12 DE MAYO DE 1944.–Cláusula de Riesgos Catastróficos. En el Ramo de Vida.


  En uso de las facultades concedidas a esta Dirección General en el número 5.° de la Orden ministerial de 27 de marzo de 1944, oída la Junta Consultiva de Seguros y aceptado por todas las Entidades aseguradoras inscritas el sistema de Seguro establecido contra los riesgos catastróficos por la citada Orden, he acordado disponer:


  Primero. Queda incluida en el Consorcio de Seguros de Vida la compensación futura de los riesgos catastróficos entre todas las Entidades aseguradoras inscritas, con arreglo al régimen impuesto por los números 3.° y 4.° de la expresada Orden ministerial.


  Segundo. Quedan obligadas las Entidades aseguradoras a estampillar en todas las pólizas que emitan la siguiente cláusula, alternativa según la voluntad del asegurado:


  Cláusula número 1:


  «Quedan cubiertos por la presente cláusula los riesgos catastróficos que, por obedecer a causas extraordinarias, como las de guerra, revolución, epidemia y otras semejantes, determinen un aumento sobre la siniestralidad ordinaria.


  »La cobertura de los indicados riesgos se efectuará en régimen de compensación entre todas las Entidades aseguradoras inscritas, dentro del actual Consorcio de Compensación de Seguros (Vida).


  »Para hacer frente a la siniestralidad que se produzca, las Entidades aseguradoras devengarán desde la fecha señalada por la Dirección General de Seguros como de aparición del riesgo, una sobreprima provisional del 1 por 100 anual del capital en riesgo que corresponda a la póliza al final del último año de Seguro anterior a aquella fecha.


  »Esta sobreprima se percibirá por la Compañía en el tiempo y forma que determiné la Dirección General de Seguros, la cual fijará también, después de desaparecido el riesgo, el término de su percepción.


  »Las pólizas que resultaren siniestradas por estas clases de riesgos contribuirán con una detracción sobre las indemnizaciones o sumas a percibir, cuyo coeficiente fijará la Dirección General de Seguros, habida cuenta del volumen alcanzado por la siniestralidad extraordinaria cubierta.


  »Por su parte, las Entidades aseguradoras contribuirán con el coeficiente que en su día se determine sobre la diferencia que se produzca entre la mortalidad real y la prevista correspondiente a los ejercicios económicos en que se haya percibido la sobreprima, en función de las pólizas acogidas.»


  Cláusula número 2:


  «Por voluntad expresa del asegurado, y en cumplimiento de lo dispuesto en la Orden de 27 de marzo de 1944, quedan excluidos de esta póliza, por la presente cláusula, los riesgos catastróficos que por obedecer a causas extraordinarias, como las de guerra, revolución, epidemia y otras semejantes, determinen un aumento sobre la siniestralidad ordinaria.»


  Tercero. En el plazo de tres meses, a partir del envío de la presente Circular, deberán las Entidades aseguradoras dirigirse a todos sus asegurados para que opten por una u otra cláusula.


  La cláusula elegida deberá quedar estampillada en el contrato de Seguro.


  A estos efectos se declaran caducadas cuantas autorizaciones hayan sido concedidas para insertar en las condiciones generales o particulares de las pólizas de Seguros sobre la Vida cláusulas relativas a la cobertura del riesgo de guerra y otros catastróficos.


  CIRCULAR DE 4 DE AGOSTO DE 1944.–En el Ramo de Accidentes Individuales


  En cumplimiento de lo que dispone el número 1.° de la Orden del Ministerio de Hacienda de 30 de mayo de 1944, la Dirección General de Seguros dispuso:


  l.° La cláusula que deberá figurar en todas las pólizas de Seguros de Accidentes Individuales, con carácter de obligatoriedad, para la cobertura de los riesgos catastróficos, queda redactada conforme al texto siguiente:


  «De acuerdo con lo dispuesto en la Orden ministerial de 30 de mayo de 1944, se garantizan en la presente póliza por el Consorcio de Accidentes Individuales, en régimen de compensación, los siniestros de carácter político o social, así como los que se produzcan por motines y alborotos o tumultos populares, asonada, sedición, rebelión, revolución, fuerzas o medidas militares, revueltas a conmociones civiles y pronunciamientos militares, guerra, trombas, inundaciones, erupciones volcánicas, huracanes, terremotos o temblores y desprendimientos de tierra, otros fenómenos sísmicos o meterológicos y, en general, por cualquier acontecimiento de carácter extraordinario o catastrófico, siempre que dentro del territorio nacional o de soberanía o mandato español resulte el asegurado, por una causa exterior y violenta, con lesiones corporales que den lugar a su muerte, su mutilación o inutilidad permanente o su incapacidad temporal para el trabajo, incluso en caso de movilización del mismo, sea ésta de carácter militar o civil, siempre que se ordene por Autoridades españolas.


  »Las garantías que se otorgan por esta cláusula de riesgos extraordinarios son las mismas que se otorgan para el Seguro ordinario; se exceptúa el caso en que la magnitud de la catástrofe haga necesario que las pólizas siniestradas por la misma sufran una detracción en las sumas aseguradas, la cual se llevaría a efecto mediante la aplicación de un coeficiente de reducción fijado por la Dirección General de Seguros en uso de la facultad que para ello le otorga el número 2.° de la Orden ministerial de 30 de mayo de 1944.


  »Sea cualquiera la garantía convenida para el caso de incapacidad temporal y el coeficiente de detracción que pudiera fijar la Dirección General de Seguros, el asegurado no podrá percibir por dicha garantía indemnización diaria mayor a la que represente la pérdida de ingresos que pruebe le hubiera producido la incapacidad temporal sufrida.


  »Los siniestros que se produzcan por consecuencia de movilizaciones ordenadas por Autoridades extranjeras o simplemente fuera del territorio español bajo el mandato de Autoridades españolas, así como los gastos de curación en todo caso, quedan excluidos de la presente garantía extraordinaria; pero pueden ser cubiertos mediante pacto expreso, a voluntad de la Compañía y el asegurado, en regimen de Seguro libre o independiente del de compensación establecido por el Consorcio de Accidentes Individuales.»


  2.° La referida cláusula se entiende incorporada a las pólizas de Accidentes Individuales ya suscritas, aun cuando no sea materialmente incluida en su texto, viniendo obligadas las Entidades aseguradoras a comunicar a sus asegurados tal inclusión por cualquiera de los siguientes procedimientos:


    a) Por carta certificada, impuesta en Correos antes del 31 diciembre 1944.


    b) Por su inserción en el primer próximo recibo de prima que se emita.


    c) Mediante apéndice o suplemento a la respectiva póliza.
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